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El impuesto COVID-19
Humberto J. Bertazza (*)

En el artículo se analiza el proyecto de ley enviado al Congreso vinculado al nuevo tributo 
denominado “Aporte solidario y extraordinario para ayudar a morigerar los efectos de la 
pandemia”.

I. El tema

El Poder Ejecutivo nacional presentó re-
cientemente un proyecto de ley en el Congre-
so de la Nación, a través del cual se estableció 
un nuevo tributo, bajo la denominación de 
“Aporte solidario y extraordinario para ayu-
dar a morigerar los efectos de la pandemia”, el 
cual más allá de su denominación adoptada 
por el legislador, resulta indudable que parti-
cipa de la naturaleza tributaria.

Según se expone en los fundamentos del 
proyecto del PEN, el tributo alcanzaría a 
12.000 personas de los cuales la mitad per-
tenece a los dos primeros tercios, de entre 
200 a 400 millones de pesos, mientras que 
serían menos de 300 los alcanzados por la 
tasa mayor.

II. Naturaleza jurídica

Los tributos constituyen una carga públi-
ca que exige el Estado a los habitantes en 
general, para su sostenimiento y para po-
der brindar una serie de servicios y cubrir 
necesidades públicas. Se fundamenta en el 
principio de capacidad contributiva.

La creación de los tributos se relaciona a 
la potestad tributaria, generando un ingre-
so público, regulado por el derecho público 
como titular de un derecho de crédito fren-
te al contribuyente obligado.

Así, los tributos se clasifican, en el campo 
del derecho tributario, en impuestos, tasas 
y contribuciones especiales.

De tal forma, el impuesto es una obli-
gación de dar una suma de dinero, coac-
tivamente exigida por una ley, de acuerdo 
al principio de capacidad contributiva de 
los sujetos llamados a sufragarla, para la 
financiación de gastos públicos, nacido 
de la realización de la práctica de ciertos 
hechos o actos lícitos previstos por el pre-
supuesto de hecho determinado por el le-
gislador.

Desde este punto de vista el concepto del 
impuesto presenta amplias coincidencias 
con el del tributo, en cuanto a la prestación 
patrimonial coactiva, generalmente pecu-
niaria, que el Estado tiene derecho a exigir 
de personas llamadas a satisfacerlo por ley, 
con sujeción al principio de capacidad con-
tributiva, cuando se realicen en la práctica 
los hechos que en abstracto fueron defini-
dos por el legislador.

Desde este punto de vista, no existen du-
das sobre la naturaleza tributaria del aporte 
solidario.

En iguales términos, se expidió nuestra 
CSN  (1), en la recordada causa “Horvath” 
en cuya oportunidad nuestro más Alto Tri-
bunal, tuvo oportunidad de realizar un 
análisis similar respecto del denominado 
Ahorro Obligatorio.

Así, estableció la CSN que el ahorro obli-
gatorio (2) o empréstito forzoso, no admi-
te una consideración escindida respecto 
de las instituciones tributarias, antes bien, 
un correcto enfoque del tema conduce a 

(1) "Horvath, Pablo" CSN del 4/5/1995.

(2) Ley 23.549.
(*) Socio del Estudio Bertazza, Nicolini, Corti y Asocia-

dos. Director de la revista Impuestos - Práctica Profesional.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



6 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO NACIONAL - Opinión 

El impuesto COVID-19

la conclusión de que el ahorro obligatorio 
participa de la naturaleza tributaria, pues 
se halla en relación de especie a género con 
respecto al tributo.

Con anterioridad la Corte también esta-
bleció dicho criterio pero en relación al si-
milar ahorro obligatorio de la ley 23256, al 
considerarlo comprendido entre las contri-
buciones nacionales (3).

Así, concluyó la Corte que conjuntamente 
con su esencial propósito de allegar fondos 
al Tesoro Público, los tributos constitu-
yen un valioso instrumento de regulación 
de la economía, complemento necesario 
del principio, de raigambre constitucio-
nal, que prevé atender al bien general (4) 
al que conduce la finalidad de impulsar 
el desarrollo pleno y justo de las fuerzas 
económicas (5), concepto que cabe hacer 
extensivo a los objetivos de política econó-
mica que inspiraron el régimen de ahorro 
obligatorio.

Así, la ley define un presupuesto de he-
cho que al verificarse en la realidad del caso 
concreto da origen a la obligación de ingre-
sar al erario público una suma de dinero, en 
las condiciones que establece el texto legal.

Tal obligación tiene por fuente un acto 
unilateral del Estado, justificado por el 
poder tributario que la CN le otorga al 
Congreso y su cumplimiento se impone 
coactivamente a los particulares.

Ello, pues los impuestos no son obligacio-
nes que emerjan de los contratos sino que 
su imposición y su fuerza compulsiva para 
el cobro son actos de gobierno y de potes-
tad pública (6).

Así, en relación al ahorro obligatorio, la 
obligación que se impone al contribuyente 
no difiere, en cuanto a la génesis de la rela-
ción, su estructura, marco normativo que la 

(3) Fallos 312: 393.

(4) Act 67 Inc. 2° CN — t.o. 1853 — 1860.

(5) Fallos 298: 341; 302: 508.

(6) Fallos 152: 268; 218: 596.

regula y el organismo de aplicación y fisca-
lización, de aquella resultante de cualquier 
otra ley tributaria.

Lo mismo ocurre con este aporte solida-
rio, pues la particularidad de su destino es-
pecífico no desvirtúa la indicada naturaleza 
tributaria de la obligación de dar sumas de 
dinero al Estado, pues ella radica en una 
circunstancia que es anterior a la extinción 
de ese vínculo obligacional, que por lo tan-
to, no puede alterar su naturaleza.

Por otra parte, también estamos aquí 
ante una obligación de dar sumas de dine-
ro, exigidas en forma coactiva, habiéndose 
previsto la aplicación de la ley de rito, to-
das estas características propias de los tri-
butos.

Es doctrina de la CSN que las disposi-
ciones de una ley o reglamento, deben 
apreciarse con arreglo a su naturaleza in-
trínseca, antes que con sujeción a la deno-
minación asignada por el legislador. Así, 
tiene dicho la Corte en forma reiterara y 
pacífica, que no importa la calificación que 
se utilice para denominar la realidad de las 
cosas, si se advierte que las instituciones ju-
rídicas no dependen del nomen iuris que se 
le dé o asigne por los otorgantes del acto o 
el legislador incluso, sino de su verdadera 
esencia jurídica económica.

De tal forma, cuando medie ausencia de 
correlación entre nombre y realidad debe-
rá desestimarse el primero y privilegiarse la 
segunda, o lo que es equivalente, los carac-
teres que la ciencia del derecho exige para 
que se configuren los distintos hechos y ac-
tos jurídicos (7).

Por lo tanto, y con independencia de la 
denominación que el legislador le asignó, 
cabe ponderar que estamos ante la obliga-
ción de ingresar una suma de dinero al era-
rio público para captar recursos genuinos 
que se considera necesarios para paliar el 
cumplimiento de las impostergables pres-
taciones sociales y obras que requiere este 
momento de dura crisis provocada por la 

(7) Fallos 21: 698 y 289: 67.
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pandemia, todo lo cual nos lleva inequívo-
camente al concepto de tributo.

De esta manera, cabe concluir que el 
Congreso de la Nación, al establecer la obli-
gación de los contribuyentes comprendi-
dos en el régimen, sumas de dinero a las 
cuentas estatales, tomando como base para 
ello la capacidad económica en base a la ley 
del impuesto sobre los bienes personales, 
ha hecho uso de la facultad que le otorga 
la CN en cuanto a imponer contribuciones 
directas por tiempo determinado y propor-
cionalmente iguales en todo el territorio de 
la Nación. El requisito de temporalidad exi-
gido por la cláusula constitucional, se cum-
ple, toda vez que el régimen tendrá vigencia 
por única vez.

III. Hecho imponible

Este tributo, con carácter de emergencia y 
por única vez, recaerá sobre los bienes exis-
tentes al 31 de diciembre de 2019, determi-
nados de acuerdo con las disposiciones de 
la ley.

Si bien el proyecto excluye expresamen-
te la expresión “hecho imponible” a fin de 
fundamentar su naturaleza de aporte soli-
dario y no de tributo, es evidente que ello 
resulta absolutamente insuficiente para lo-
grar tal objetivo, más aún cuando conside-
ramos el resto de la normativa legal

El hecho de recaer el tributo sobre los 
bienes existentes al 31/12/2019, de igual 
manera que lo hizo el impuesto sobre los 
bienes personales, afecta la retroactividad 
del gravamen, tal como lo ha señalado la 
Corte en los casos “Insúa” (1987) y “Navarro 
Viola” (1989)

El tributo recae entonces, exclusivamen-
te, sobre patrimonios relevantes y no sobre 
la renta.

Un tema especial que ha obviado el legis-
lador, es el que se refiere a disminuciones 
patrimoniales generadas con posterioridad 
al 31/12/2019, lo cual obligaría a ingresar el 
tributo sobre un patrimonio, respecto del 
cual una parte resulta inexistente, generán-

dose así una ficción legal de tenencia. Ello, 
como consecuencia de donaciones, des-
apoderamientos patrimoniales, pérdidas 
patrimoniales o modificaciones en las va-
luaciones.

IV. Sujetos

El tributo se aplicará exclusivamente a 
personas humanas y sucesión indivisas, no 
alcanzando a las sociedades.

Para ello, el legislador define dos tipos de 
situaciones distintas. Una, que se configura 
respecto de PH y SI residentes en el país, en 
cuyo caso, el tributo recaerá sobre la totali-
dad de bienes en el país y en el exterior.

En tal sentido, el legislador no define los 
bienes sujetos al tributo, sino que lo hace 
a través de una remisión legal en la ley del 
IBP. Como se trata, entonces, de una remi-
sión legal, se hace tal remisión respecto al 
t.o. 1997 y mod.

Para ello, el total de los bienes se habrán 
de valuar de acuerdo con las disposiciones 
del IBP, aunque sin considerar deducción 
de mínimo no imponible alguno ni las nor-
mas sobre exenciones de dicho tributo.

Si ese valor así determinado, es igual o su-
perior a $200 millones al 31/12/2019, se es-
tará en presencia del nuevo tributo.

El segundo grupo de contribuyentes esta-
rá dado por la PH y SI residentes en el exte-
rior, en cuyo caso el tributo aplicará sobre 
la totalidad de bienes en el país (obviamen-
te no se consideran los bienes en el exte-
rior).

En este grupo de contribuyentes, se en-
cuentran tanto los extranjeros con bienes 
en el país como los argentinos, que, a la fe-
cha de vigencia de la ley, se consideran re-
sidentes en el exterior.

También en este caso, el tributo se habrá 
de aplicar sobre la totalidad de bienes (en el 
país) valuados de conformidad con las nor-
mas del IBP, sin considerar deducción de 
mínimo no imponible alguno, ni las exen-
ciones previstas por dicha ley, y en la medi-
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da que dicho importe sea igual o superior a 
$200 millones de pesos al 31/12/2019.

Un tercer supuesto, previsto por el legis-
lador, lo constituye la situación de aquellas 
personas humanas, que hayan perdido su 
residencia en el país, pero que se encuen-
tren domiciliados o sean residentes en el 
exterior, en aquellos países que revistan 
como no cooperantes o sean jurisdicciones 
de baja tributación (8).

En estos casos, otra ficción legal establece 
que serán considerados sujetos a los efec-
tos de este gravamen.

Se trata, p. ej., de ciudadanos que residen 
en Paraguay o en Bolivia, quienes ya cum-
plieron con todas las disposiciones legales 
y reglamentarias y, por lo tanto, no son resi-
dentes fiscales en el país.

En realidad, si esta disposición no se en-
contraba, también eran sujetos del tributo, 
ubicados en el segundo grupo, como resi-
dentes en el exterior.

Pero esta disposición, más allá de su dife-
rente técnica, intenta incluir a tales sujetos 
en el primer grupo, como si fueran residen-
tes en el país, por lo que deberán pagar so-
bre la totalidad de bienes en el país y en el 
exterior.

Es de destacar que aquí, pueden encon-
trarse los contribuyentes que, a la fecha de 
vigencia de la ley, o sean residentes en el 
país, en razón de haber cumplimentado to-
das las disposiciones legales y reglamenta-
rias vigentes.

Habiendo generado un derecho adqui-
rido, como consecuencia de ello, aparece 
esta norma como de dudosa validez legal.

Es de destacar, que respecto de los resi-
dentes en el exterior y de los casos en ar-
gentinos, contemplados en el último tema, 
no se encontrarán en condiciones legales 
para determinar e ingresar el tributo.

(8) Art. 19 y 20 LIG.

Es por ello que el legislador recurre a otra 
ficción legal, de forma que se convertirá en 
sujeto obligado, como responsable sustitu-
to a toda persona humana ideal domicilia-
da en el país, las empresas o explotaciones 
unipersonales ubicadas en el país o las su-
cesiones indivisas allí radicadas.

Para ello, tales sujetos deben cumplir con 
el requisito legal de tener el condominio 
posesión, uso, goce, disposición, tenencia, 
custodia, administración o guarda de bie-
nes sujetos al gravamen que pertenezcan a 
los sujetos del segundo grupo.

Obviamente que, para ello, la valuación 
de los bienes debe superar los $200 millo-
nes.

Esto significa que el legislador excluye 
al contribuyente de derecho de la relación 
jurídica tributaria, por el hecho de residir 
en el extranjero, de tal forma que el único 
responsable ante el Fisco será el responsa-
ble sustituto, como responsable por deuda 
ajena.

Lo de responsable sustituto, como en 
otros gravámenes, implica que se sustituye 
la obligación del contribuyente de derecho, 
excluyéndolo de la obligación tributaria, 
para designar al sustituto como único res-
ponsable fiscal.

V. La problemática de la residencia fiscal

A los efectos de esta ley y para definir los 
criterios de residencia, el legislador rea-
liza una nueva remisión legal a la ley del 
impuesto a las ganancias (t.o. 2019) para 
hacerse de sus criterios, respecto de sus tér-
minos y condiciones.

Sin embargo, y exclusivamente a los efec-
tos de este tributo, las personas humanas 
que revistan la condición de residentes en el 
país, la perderán cuando adquieran la con-
dición de residentes permanentes en un es-
tado extranjero, según las disposiciones que 
rijan en aquel en materia de migraciones.

También se establece, a tales efectos, que 
cuando no habiéndose producido era ad-
quisición con anterioridad, la pérdida de 
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la condición de residentes en el país, se 
producirá cuando permanezcan en forma 
continuada en el exterior durante un perío-
do de 36 meses. En tal caso, las presencias 
temporales en el país, que se ajusten a los 
plazos y condiciones que al respecto esta-
blezca la reglamentación, no interrumpi-
rán la continuidad de la permanencia.

Es claro que, en este caso el período de re-
sidencia continuada en el exterior, previsto 
por la ley del impuesto a las ganancias de 
12 meses, sufre una importante modifica-
ción en el tributo en análisis, que pasa a 36 
meses, estirando la consideración de resi-
dencia argentina.

Aquí, aparecen dos situaciones distintas. 
Una, la del contribuyente que, a la fecha de 
vigencia de la ley, se encuentra cumpliendo 
el plazo de 12 meses, en el cual, aparece in-
objetable la modificación a 36 meses.

Sin embargo, aparece como altamente 
cuestionable la norma respecto de aquel su-
jeto obligado que, a la fecha de vigencia de 
la ley, ya ha cumplido el plazo de 12 meses.

Otro aspecto a considerar es el de los 
agentes diplomáticos y consulares, el servi-
cio técnico y administrativo de las respecti-
vas misiones y demás funcionarios públicos 
de la Nación y que integran comisiones de 
las provincias, de la CABA y municipalida-
des que, en ejercicio de sus funciones, se 
encontraren en el exterior, así como sus fa-
miliares que las acompañan.

En todos estos casos y a los fines de este 
tributo, se los considera como residentes en 
el país, sujetos a disposiciones legales men-
cionadas.

VI. Base imponible

Hemos señalado que los sujetos alcan-
zados por el tributo, están obligados a su 
ingreso en la medida que los bienes con-
siderados sean iguales o superiores a $200 
millones al 31/12/2019.

Para ello, tampoco establece el legislador 
las normas de determinación de la base im-
ponible, sino que lo hace, también en este 

caso, a través de una remisión legal al IBP 
(t.o. 1997 y mod.), para adoptar y hacer 
suyo los criterios de valuación.

A tales efectos, se dispone que se incluyan 
los aportes a trust, fideicomisos, fundacio-
nes de interés privado y demás estructuras.

Nos encontramos aquí, ante una situa-
ción similar a la del IBP y aún de la mora-
toria fiscal.

Ello, pues tal norma resulta inaplicable, 
p. ej., en el caso de un trust irrevocable, 
pues al existir disposición del bien, el con-
tribuyente no será titular.

La propia AFIP coincidió con el criterio en 
el caso de un trust irrevocable, en razón del 
desapoderamiento de bienes de la aportan-
te, no habrá sujeción al tributo, como tam-
poco por parte del beneficiario. Tal criterio 
fue corroborado por la jurisprudencia.

Por otra parte, también se incluye en tal 
enunciación a la participación en socie-
dades u otros entes de cualquier tipo sin 
personalidad fiscal y participación directa 
o indirecta en sociedades u otros entes de 
cualquier tipo, existentes al 31/12/2019, in-
dependientemente del tratamiento exenti-
vo que revistieran en esta y sin deducción 
de MNI alguno.

Veamos un ejemplo. Una PH es accionis-
ta de una SA, por cuya razón el IBP es ingre-
sado por la SA como responsable sustituto 
al 0,50%, que en definitiva recae económi-
camente en el accionista.

Si esta persona tiene un total de bienes 
de $3000 millones, deberá ingresar $88.5 
millones, lo cual equivale, casi al 3%. Si la 
sociedad es del exterior, la alícuota será de 
5.25%, con lo que la acumulación impositi-
va será importantísima.

VII. Normas del IBP

Veamos ahora, algunos aspectos que vin-
culan las normas de este tributo con el IBP.

Al no aplicarse las exenciones del IBP, se 
han de considerar gravadas, p. ej., los bie-
nes inmateriales, los bienes ubicados en 
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El impuesto COVID-19

Tierra del Fuego, los depósitos (moneda ar-
gentina y extranjera) en entidades financie-
ras y la casa habitación, respecto del cual 
no se aplicará el límite de $18 millones.

Pero en forma particular, se considerarán 
gravados los inmuebles rurales, del cual 
sean titulares las PH y SI.

También, se considerarán gravados los tí-
tulos, bonos y demás titulares emitidos por 
el Estado (nacional, provincial, CABA y mu-
nicipalidades).

Este caso constituye un supuesto de total 
irrazonabilidad y falta de sentido común, 
pues el Estado restructuró la deuda, no 
pagó los intereses y, por otra parte, preten-
de constituirlo como base de imposición 
del tributo.

VIII. Alícuotas

El tributo se aplicará sobre la base impo-
sible considerada, para lo cual se estable-
cen las alícuotas de imposición respecto de 
bienes en el país y en el exterior.

En el caso de bienes del país, se arran-
ca de más de $200 millones, cuando la ley 
también grava la cantidad de $200 millones.

La inequidad de la tabla es manifiesta. 
Si la base imponible es de $199.999.999 no 
se paga el impuesto, pero si es de $1 más, 
o sea $200 millones, el impuesto asciende 
a $4.000.000 (si fuera del país) o $6.000.000 
(si fueran bienes del exterior).

De tal forma, en el caso de un contribu-
yente del país, para determinar el impues-
to, deberá calcularse el impuesto por los 
bienes en el país, a través de una tabla pro-
gresiva. En el caso de los bienes en el exte-
rior, deberá calcular el renglón de la tabla 
que le corresponde, y de ahí, deberá deter-
minar la alícuota aplicable.

IX. Bienes repatriados

Como ocurriera con el IBP y la morato-
ria fiscal, se ha previsto la alternativa de su-

primir el diferencial respecto de los bienes 
situados en el país, en el caso, que el con-
tribuyente procediera a la repatriación de 
los bienes en un plazo de 60 días desde la 
publicación de la ley en el BO, para lo cual 
se delega en el PEN, la facultad de ampliar 
dicho término en otros 60 días.

A tales efectos, se entenderá por repatria-
ción, a los efectos de esta ley, al ingreso al 
país, hasta la fecha indicada de las tenen-
cias de moneda extranjera en el exterior y 
los importes generados como resultado de 
la realización de los activos financieros.

Es importante señalar, entonces, que la 
repatriación implica la realización de los 
activos financieros, con lo cual se descarta 
la toma de un préstamo por parte del con-
tribuyente, para ser ingresado al país.

Es indudable que una cosa es la repatria-
ción en el caso de un depósito financiero en 
el exterior y otra, muy distinta la participa-
ción de una sociedad del exterior (p. ej. so-
ciedad operativa) o la participación en una 
sociedad del exterior, tenedora de un in-
mueble. Ello, hace que este requisito es de 
cumplimiento casi imposible.

X. Destino específico

La recaudación del tributo se afectaría al 
destino específico que contempla la norma 
legal, lo cual exige una mayoría especial en 
el tratamiento en el Congreso Nacional, se-
gún lo dispone el Art. 75 inc. 3 de la CN.

XI. Ley de procedimiento fiscal

La aplicación, percepción y fiscalización 
del tributo estará a cargo de la AFIP y se re-
girá por las disposiciones de la ley 11683, lo 
cual confirma su naturaleza tributaria.

Por otra parte, se faculta a la AFIP a dictar 
las normas complementarias para la deter-
minación de los plazos, formas de ingreso, 
presentación de declaraciones juradas, va-
luación de bienes, anticipos y demás aspec-
tos vinculados a la recaudación del tributo.
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Planificación fiscal en el impuesto 
a las ganancias

Juan Carlos Nicolini (*)

El objetivo del trabajo es ayudar al profesional a que pueda realizar una adecuada planifi-
cación tributaria, mejorar el aprovechamiento de las disposiciones de la Ley del Impuesto a 
las Ganancias y, con ello, generar el menor impuesto posible dentro del marco que autoriza 
la norma legal.

(*) Socio del Estudio Bertazza, Nicolini, Corti y Asociados.

I. Introducción

Una adecuada planificación tributa-
ria requiere presupuestar al inicio de cada 
ejercicio los estados contables, tanto pa-
trimonialmente como en lo referente a 
resultados, y en base a ello proyectar las im-
plicancias en el impuesto a las ganancias.

Al promediar el ejercicio económico es 
conveniente actualizar las proyecciones 
contables e impositivas, dado que se tiene 
información real de la mitad del ejercicio, y 
la estimación de la otra mitad resultará más 
confiable. Una planificación más detallada 
puede exigir que estos pronósticos se ajus-
ten con mayor frecuencia.

Finalmente, y con el borrador de los es-
tados contables del ejercicio concluido, co-
rresponde evaluar los criterios contables 
que se pueden aplicar y en qué medida 
pueden afectar los resultados sujetos al im-
puesto a las ganancias.

Trataremos de analizar algunos de los te-
mas que pueden ser de utilidad en la plani-
ficación.

II. Elección de la fecha de cierre de ejer-
cicio

En las actividades cíclicas es convenien-
te que el ejercicio cierre antes del comien-

zo de la alta temporada. Tomemos como 
ejemplo hotelería en la Costa Atlántica, se-
guramente será más conveniente un cierre 
de ejercicio en noviembre o diciembre que 
en el mes de marzo. Lo mismo sucede en 
turismo, heladerías, explotaciones agrope-
cuarias, etc.

En el desarrollo de actividades no cíclicas 
puede pesar la fecha de asignación de los 
honorarios al directorio y síndicos, como 
así también las gratificaciones que se abo-
nen al personal. Tales honorarios son de-
ducibles en la empresa si son asignados a 
los directores, síndicos y socios gerentes 
antes del vencimiento de la declaración ju-
rada del impuesto a las ganancias (1).

Los directores o socios gerentes gravan 
estos honorarios en el año calendario de 
la asignación  (2). Si el ejercicio finaliza el 
31 de agosto de cada año, se podrán asignar 
los honorarios al inicio del año calendario 
siguiente, y deducir el gasto en dicho cierre. 
O sea, la sociedad lo deduce en agosto, y los 
beneficiarios lo gravan en el año siguiente. 
Como consecuencia de la alta retención del 
impuesto a las ganancias, que llega a casi el 
30%, no es muy significativo el diferimien-
to (3).

(1) Ley IG, art. 91, inc. i), DR art. 222.

(2) Ley IG, art. 24, inc. b)

(3) Res. gral. AFIP 830.
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En similar situación están las gratificacio-
nes pagadas y la distribución de utilidades 
en favor del personal, en la medida que se 
abonen antes del vencimiento de la decla-
ración jurada (4).

III. Utilización de los diferimientos que 
admite la ley

En numerosas situaciones la ley permite 
aplicar criterios diferentes al del devenga-
miento de los resultados contables. Anali-
cemos algunos de ellos.

1. Devengado exigible o percibido:

a. Venta de mercaderías (bienes de cam-
bio muebles) con plazos superiores a 10 
meses (5).

b. Enajenación de otros bienes cuando las 
cuotas de pago convenidas se hagan exigi-
bles en más de un período fiscal (6).

2. Empresas de construcción para terce-
ros, cuando la obra dure más de un ejerci-
cio (7):

c. Asignando a cada periodo fiscal el be-
neficio bruto que resulte de aplicar, sobre 
los importes cobrados, el porcentaje de ga-
nancia bruta (ganancia percibida).

d. Asignando a cada período el beneficio 
bruto del importe a cobrar por los trabajos 
realizados en el ejercicio (devengado)

e. En obras de menos de un año, el resul-
tado se declara en el ejercicio que se termi-
na la obra.

f. Elegido un método no puede ser cam-
biado sin autorización de la AFIP.

3. Gastos de organización en el primer 
ejercicio o en 5 años (8).

(4) Ley IG, art. 91, inc. f ), DR art. 219.

(5) Ley IG, art. 24, inc. a) y DR art. 65, inc. a).

(6) DR de IG, art. 65, inc. b).

(7) Ley IG, art. 77.

(8) Ley IG, art. 91, inc. c)

4. Venta y reemplazo de bienes de uso y 
de inmuebles (9).

IV. Valuación de bienes de cambio

La valuación de los bienes de cambio en 
épocas de inflación tiene importantes im-
plicancias.

P. ej., corresponde valuar las existencias 
de mercaderías de reventa al costo de la 
última compra, efectuada dentro de los 
dos meses anteriores a la fecha del cierre 
de ejercicio  (10). La compra de un ítem 
determina la valuación de todas las exis-
tencias de tal bien. Si lo que se requie-
re es disminuir la utilidad convendrá que 
las compras se realicen en el comienzo de 
esos dos meses.

Similar situación se produce con la deter-
minación del costo de los productos elabo-
rados o en curso de elaboración (11).

Las valuaciones de las existencias de 
hacienda en los establecimientos de cría 
tienen una sustancial diferencia con la 
utilizada contablemente (activos biológi-
cos)  (12), que requieren de un detallado 
análisis no solo de las fechas de venta, sino 
de las categorías de hacienda a ser vendi-
das. También la compra de hacienda gene-
ral de cría genera pérdidas que pueden ser 
significativas.

V. Amortizaciones de bienes de uso 
muebles

En el impuesto a las ganancias se ad-
mite la deducción de la amortización de 
bienes de uso muebles por ejercicio com-
pleto (13). Eso permite adelantar las com-
pras de principios del año siguiente a fines 
del ejercicio en curso.

(9) Ley IG, art. 71, DR 159 y 184.

(10) Ley IG, art. 56, inc. a).

(11) Ley IG, art. 56, incs. b) y c).

(12) Ley IG arts. 56, inc. d) y 57.

(13) Ley IG art. 88 y DR 206.
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VI. Deudores incobrables

La ley del gravamen permite deducir los 
malos créditos “en cantidades justificables 
de acuerdo con los usos y costumbres del 
ramo” (14).

Por su parte el reglamento limita esta de-
ducción a la verificación de determinados 
índices de incobrabilidad (15). Dos de ellos 
merecen especial atención desde la óptica 
de la planificación fiscal:

- “Iniciación de acciones judiciales ten-
dientes al cobro”.

Para los créditos dudosos de cierta mag-
nitud es importante que al cierre del ejerci-
cio se hayan iniciado las acciones judiciales 
a los efectos de la pertinente deducción. 
Debe recordarse que la AFIP ha considera-
do que la mediación prejudicial obligatoria 
no se encuentra comprendida entre los ín-
dices que habilitan la deducción de deudo-
res incobrables  (16) (Consulta Vinculante 
58/2019).

- “Notificación fehaciente al deudor so-
bre su condición de moroso y reclamado el 
pago del crédito vencido”.

En los malos créditos de poca significa-
ción, dentro de los requisitos exigidos, este 
es para tener en cuenta. Por supuesto que el 
costo de la notificación no debe ser impor-
tante frente al incobrable que se pretende 
deducir como gasto.

VII. Excedentes financieros

Los excedentes financieros requieren del 
análisis de si la renta gravada que generan es 
mejor dejarla dentro de la empresa, o pasar-
la a los socios. Veamos algunos ejemplos.

VII.1. Retiro de socios y aplicación de divi-
dendos fictos

Se presume que los retiros que realizan 
los socios durante el ejercicio en curso son 

(14) Ley IG art. 91, inc. b).

(15) DR art. 217.

(16) AFIP, Consulta Vinculante 58/2019.

dividendos. Dicha presunción tiene como 
límite el importe de las utilidades acumu-
ladas al cierre del ejercicio anterior  (17). 
La reglamentación también incluyó en esta 
presunción las utilidades del ejercicio en 
curso (18).

Estos retiros permiten que las rentas fi-
nancieras sean obtenidas por personas 
humanas, que cuentan con mayores exen-
ciones en el gravamen, en las colocacio-
nes de fondos, que las que puede obtener 
la empresa.

VII.2. Disposición de fondos

Es importante evitar la aplicación de inte-
reses presuntos por disposición de fondos 
o bienes a favor de los socios (19). Los sal-
dos deudores de los socios se los conside-
ra en primer lugar como dividendos fictos, 
y cuando exceden el límite generan intere-
ses. Doble penalidad, además de que los 
saldos deudores de los socios generan inte-
reses presuntos gravados con el impuesto a 
las ganancias, no son activo computable en 
el ajuste por inflación estático (20) (L 106, 
a, 13), y los retiros durante el ejercicio gene-
ran ajuste dinámico (21).

VII.3. Inversiones en acciones y FCI

Las inversiones en acciones y fondos co-
munes de inversión se valúan al costo, y su 
resultado se refleja en el ejercicio de la ven-
ta (22).

Para las inversiones efectuadas en estos 
títulos valores, en los ejercicios iniciados a 
partir del 1/1/2018, corresponde actuali-
zarlos costos por IPC (23).

(17) Ley IG art. 50

(18) DR, art. 120, segundo párr.

(19) Ley IG art. 76.

(20) Ley IG art. 106, inc. a), punto 8.

(21) Ley Ig art. 106, inc. d), punto I, subpunto 1.

(22) Ley IG art. 107, inc. c).

(23) Ley IG art. 93, Segundo párr.
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No son activos computables en el AxI es-
tático (24), y generan ganancia en el ajuste 
dinámico (25).

VII.4. Inversiones en el exterior en títulos 
valores

La renta de los títulos valores de fuente ex-
tranjera generan su resultado en oportuni-
dad de la venta, y su medición se hace en la 
moneda de inversión (moneda dura) (26).

Las cuentas corrientes y plazos fijos en el 
exterior generan renta gravada, sin protec-
ción de monedad dura. Este tipo de activos 
deben evitarse a nivel empresario.

Las inversiones en el exterior no son activos 
computables en el AxI estático (27). También 
generan ganancia en el AxI dinámico.

Es lógico que las inversiones en títulos va-
lores no tengan protección en el AxI, pero 
no resulta razonable el tratamiento para las 
cuentas corrientes y plazos fijos en el exte-
rior. Su renta está gravada, incluyendo las 
diferencias de cambio, y no son computa-
bles en el AxI. Esto es consecuencia de no 
haberse ajustado la redacción de la ley del 
gravamen. Cuando se implantó el ajuste 
por inflación no estaba gravada la renta de 
fuente extranjera.

Podemos observar que tienen un mejor 
tratamiento los títulos valores del exterior, 
que los títulos públicos argentinos. Estos 
últimos se valúan a cotización y su renta 
está gravada (se compensa en el AxI, con el 
problema de sextos).

VIII. Ajuste por inflación

Para los dos ejercicios iniciados a partir 
del 1/1/2019 el resultado del ajuste por in-
flación, tanto estático como dinámico, se 
computa por sextos (28), lo cual diluye to-
talmente sus efectos.

(24) Ley IG art. 106, inc. a), punto 7.

(25) Ley IG art. 106, inc. d), punto I, subpunto 5.

(26) DR art. 286, punto 2.

(27) Ley IG art. 106, inc. a), punto 8.

(28) Ley IG art. 194.

Si el AxI genera un ajuste que incrementa 
la ganancia estamos en una situación favo-
rable por cuanto ese pasivo, generador del 
ajuste de cinco sextos se verá diluido por la 
inflación (la parte que se difiere no lleva ac-
tualización).

El resultado sujeto a impuesto del ejerci-
cio no es conveniente que arroje quebran-
to, dado que, en opinión del fisco, no lleva 
actualización. Dentro de la planificación 
fiscal corresponderá revisar alguno de los 
criterios antes expuestos a los efectos de 
minimizar tal quebranto. P. ej., un mayor 
valor de los bienes de cambio, será una ma-
yor pérdida en el AxI del ejercicio siguiente: 
o sea, disminuimos el quebranto, e incre-
mentamos el activo expuesto en el AxI.

En estas condiciones de diferimiento 
de las ganancias del AxI, es conveniente 
la adquisición de activos fijos contra en-
deudamiento. Los intereses —que inclu-
yen inflación- se deducen como gasto por 
su devengamiento, el activo no es compu-
table, pero genera una amortización (si se 
trata de bienes amortizables) y el pasivo ge-
nera un AxI que se diluye en el tiempo.

VIII.1. Impacto como ganancia en el ajus-
te dinámico

Con índices mensuales elevados, la elec-
ción de principio o fin de mes hace diferen-
cia. Los conceptos que generan ganancia es 
conveniente que estén a principio de cada 
mes. P. ej., el retiro de socio deja de gene-
rar renta en la empresa desde principio de 
mes, y se aplica el mismo índice de actuali-
zación que si fuese al finalizar el mes.

VIII.2. Impacto como pérdida en el ajuste 
dinámico

Es conveniente que las variaciones patri-
moniales que en el ajuste dinámico gene-
ran pérdidas, sean realizadas al finalizar 
cada mes, en lugar de hacerlas al principio. 
P. ej., un aumento de capital que se realiza-
rá a principio de un mes, si se hace al fina-
lizar el mes anterior, con muy pocos días de 
diferencia se gana un mes de índice.
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IX. Quebrantos impositivos

La no actualización de quebrantos plan-
tea la necesidad de evitarlos. Se aplica la 
inversa de muchos de los puntos anterio-
res. P. ej., la compra de bienes de cambio 
próximas al cierre de ejercicio generará un 
incremento de valuación del stock, y bie-
nes de cambio es un activo computable en 
el AxI.

X. Síntesis

Una adecuada planificación tributaria per-
mite un mejor aprovechamiento de las dispo-
siciones de la ley del impuesto a las ganancias. 
Planificar dentro de lo que la ley autoriza es 
totalmente lícito, no resultando objetable 
la elección de la mejor forma para pagar el 
menor impuesto posible siempre dentro del 
marco que autoriza la norma legal.
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Perfiles inconstitucionales  
del proyecto del impuesto  
a las grandes fortunas

Rodolfo R. Spisso (*)

Se analiza el perfil constitucional del proyecto de ley para gravar las grandes fortunas en 
donde técnicamente se crea un impuesto con asignación específica, lo que excluye la distri-
bución de su recaudación entre las provincias y la Ciudad de Buenos Aires.

I. El proyecto para gravar las grandes 
fortunas

El proyecto de ley para gravar las gran-
des fortunas crea un impuesto con asigna-
ción específica (ver art. 7°), lo que excluye la 
distribución de su recaudación entre las pro-
vincias y la Ciudad de Buenos Aires, debe ser 
aprobado por una mayoría especial de la to-
talidad de los miembros de cada Cámara del 
Congreso nacional (art. 75 inc. 3° CN).

Los sujetos pasivos del tributo son las per-
sonas físicas y sucesiones indivisas residen-
te en el país por la totalidad de los bienes 
en el país o en el exterior y los residentes en 
el exterior por los bienes en el país, cuando 
el valor de los bienes valuados conforme la 
ley del impuesto sobre los bienes persona-
les sea igual o superior a doscientos millo-
nes de pesos al 31 de diciembre de 2019.

Innovando respecto de las leyes de los 
impuestos a las ganancias y sobre los bie-
nes personales, el impuesto comprende 
a las personas de nacionalidad argentina 
cuyo domicilio o residencia se encuentra 
en países no cooperantes o jurisdicciones 
de baja tributación, en los términos de los 
arts. 19 y 20 de la LIG, incurriendo en mani-
fiesta ambigüedad, violatoria del principio 
de reserva de ley, al no precisar si la suje-

ción es por los bienes emplazados en esos 
países o también en otros.

Contrario a extender la competencia tri-
butaria fuera del territorio se ha expresado 
Bidart Campos, puntualizando que en fun-
ción de la competencia que el estado ejerce 
en materia tributaria puede imponer con-
tribuciones —o eximir de ellas— dentro del 
territorio, respecto de bienes, actividades 
y servicios que se sitúan, se realizan o se 
prestan en ese espacio geográfico, de for-
ma que las potestades fiscales responden al 
mismo criterio de territorialidad (1).

De todos modos, para determinar el al-
cance del tributo respecto de los bienes 
ubicados en el exterior habrá que tener en 
cuenta las previsiones de los Convenios 
suscriptos por la Argentina para evitar la 
doble imposición.

II. Confiscatoriedad en ciernes

El proyecto fija una alícuota que va del 
2% al 3,50% para los bienes en el país que 
se incrementa del 3% al 5.25%, aplicable a 
la totalidad de los bienes, cuando el sujeto 
tiene bienes en el exterior y no formaliza la 
repatriación del 30% de las tenencias finan-
cieras en el exterior.

(1) BIDART CAMPOS, Germán, "El principio de terri-
torialidad fiscal", LA LEY, 2001-E, 1282.(*) Director del Estudio Spisso y Asociados.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



SEPTIEMBRE 2020 | Nº 84 • IMPUESTOS | PP • 17 

Rodolfo R. Spisso

Esta incidencia unida a la del impuesto 
sobre los bienes personales con una alícuo-
ta del 2% (art. 9° dec. 99/2019) sobre la to-
talidad de los bienes en el país y en exterior 
hace que la acumulación de ambos gravá-
menes torne manifiestamente confiscato-
ria la aplicación de tales tributos.

No es de aplicación la doctrina de la Cor-
te Suprema que fijó en numerosos prece-
dentes el tope del tributo en el 33% de las 
utilidades corrientes de una correcta ex-
plotación de un inmueble (2) pues en este 
nuevo impuesto a las grandes fortunas no 
tiene en cuenta las utilidades generadas 
por los bienes por él alcanzados.

Tampoco es aplicable la doctrina de la 
Corte en cuanto admitió la constitucionali-
dad del impuesto a la herencia con una tasa 
de hasta el 33% del valor de los bienes que 
integran el acervo hereditario, pues este 
impuesto tiene fines sociales y económicos 
tendiente a evitar concentración de rique-
zas en cabeza de los sucesores a título uni-
versal, y en la particular circunstancia que 
los bienes no han sido producto de la acti-
vidad del heredero sino en la del causante, 
lo cual torna aceptable desde la perspectiva 
social que el impuesto a la herencia tenga 
tal incidencia.

No se puede medir con la misma vara el 
impuesto a las ganancias que incide sobre 
las ganancias líquidas y realizadas y el que 
recae sobre los bienes fuente productora de 
ganancias. Una tasa del 35% sobre las ga-
nancias obtenidas no acarrea la destruc-
ción de la fuente productora de riqueza, en 
tanto que el tributo aplicado sobre dichas 
fuentes origina su destrucción, salvo que 
tenga limitada incidencia.

Se preguntaba Alberdi: ¿dónde colocar 
el impuesto para que no dañe el bienestar 
general tan protegido por la Constitución?, 
y agregaba que la contribución como gas-
tos públicos de cada particular debe salir 
de donde salen sus demás gastos privados: 
de la renta, de la utilidad de sus fondos, no 

(2) Fallos 206:247; 209:116; 209:202, Fallos 194:430; 
210:313, Fallos 236:23, Fallos 239:160.

de los fondos que la producen porque así 
disminuís los fondos originarios de la renta, 
empobrecéis a los particulares, cuya rique-
za colectiva forma la riqueza de la Nación, 
de la cual es parásita la del fisco. El que gas-
ta de su principal para vivir camina a la po-
breza: es preciso vivir de las ganancias; y 
para tener ganancias, es preciso hacer tra-
bajar los fondos que las producen (3).

Exigir hasta un máximo el 7,25% del va-
lor de los bienes, por la aplicación conjun-
ta del tributo proyectado y del que recae 
sobre los bienes personales, torna confis-
catoria la incidencia de tales gravámenes, 
cuya exigencia de pago exigirá malvender 
bienes en tiempos de grave recesión eco-
nómica acentuada por la prolongación sine 
die del ASPO, más que por la pandemia del 
COVID-19 propiamente dicha.

II.1. Doctrina de la Corte sobre la nece-
sidad de mantener la intangibilidad del 
capital

El principio de que el impuesto debe re-
caer sobre la renta y no sobre el capital, 
más allá de ser un inmejorable criterio de 
política económica tendiente a promover 
la creación de riqueza, sin la cual no pue-
de existir una hacienda pública que cuen-
te con recursos abundantes, constituye una 
expresa garantía constitucional que se deri-
va del derecho de propiedad

A nuestro juicio, el principio que enun-
ciamos en este apartado es el criterio que 
con carácter general se puede extraer de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de la 
Nación. En ese sentido, dicho tribunal, en 
relación con el impuesto a los réditos, ex-
presó (4): “...todo rédito obtenido ocasiona 
un relativo desmedro en el costo de lo in-
vertido (capital-fuente), por lo cual resul-
ta indispensable desintegrar el monto de 
aquel para tomar la porción necesaria con 

(3) ALBERDI, Juan Bautista, "Sistema Económico 
y Rentístico de la Confederación Argentina, según su 
Constitución de 1853". Edic. Escuela de Educación Eco-
nómica y Filosofía de la libertad, 1979, 2ª ed., p. 283.

(4) CS, 03/08/1951, "Cía. Minera Aguilar SA c. Gobier-
no de la Nación". Fallos 220:939.
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el fin de adosarla al capital para que este 
no sufra mermas que, con el tiempo y des-
pués de sucesivas producciones de renta, 
lo llevan a un desgaste o aniquilamiento. 
En esta forma se cumple el requisito exigi-
do por esta Corte, interpretando la ley en el 
caso de Fallos 182:417, ya citado, con el fin 
de que se pueda vivir consumiendo la ren-
ta sin empobrecerse y que sea posible enri-
quecerse no consumiéndola del todo”.

En un anterior fallo, dictado el 
18/10/1920, Fallos 132:410, vinculado a la 
ley 2774, que creó, en 1891, en el orden na-
cional, los impuestos internos al consumo, 
y a la ley 2856, que estableció tales tributos 
para el año 1892, la Corte Suprema al in-
terpretar el arts. 5º de la primera y 7º de la 
segunda, que instituían un impuesto sobre 
las utilidades de las sociedades anónimas 
cuya dirección y capital inscripto estuviera 
radicado en el extranjero, sentó la doctri-
na de la deducción de las amortizaciones, 
aunque ciertamente la ley no contenía nin-
guna regulación al respecto.

Es por ello que, como requisito constitu-
cional de validez, la Ley de Impuesto a las 
Ganancias (arts. 82, 83, 84 y concs., ley, t.o. 
1986) autoriza la deducción de amortiza-
ciones por desgaste, agotamiento y desuso, 
respondiendo tales amortizaciones, según 
se ha dicho  (5), a la necesidad de cubrir 
la disminución gradual del valor de uso de 
los bienes físicos, aplicados a una actividad 
cualquiera, por el desgaste y destrucción, 
y aun por obsolescencia, consiguientes a 
su empleo, por lo cual se puede decir que 
aquellas no son sino el recupero del valor 
de los bienes destinados a la producción, 
para mantener la intangibilidad de la fuen-
te productora de rentas.

Si la preservación del capital constituye 
una exigencia constitucional que se deriva 
del derecho de propiedad, admitida por la 
Corte con referencia al impuesto a los ré-
ditos, va de suyo que aquel principio es de 
validez universal respecto de todos los tri-
butos. En efecto: ¿de qué valdría afirmar la 

(5) LÓPEZ, Alberto T., "El impuesto a los réditos", Con-
tabilidad Moderna, Buenos Aires, 1955, 6ª ed., t. II, p. 7.

necesidad de respetar el derecho de propie-
dad si simultáneamente se aceptara la apli-
cación de impuestos que inciden sobre los 
patrimonios, sin tener en cuenta las utilida-
des reales devengadas o las potenciales que 
se hubieran podido generar de una racional 
explotación de las fuentes productoras?

III. Inconstitucionalidad de la discrimi-
nación sobre bienes en el exterior

III.1. Ley 27.741 y su reforma 27.562

La ley 27.541 en su art. 28, modifica el 
art. 25 de la ley 23.966 —impuesto sobre los 
bienes personales— y delega en el PE hasta 
el 31/12/2020, la facultad de fijar alícuotas 
diferenciales superiores hasta en un 100% 
sobre la máxima establecida en la ley, para 
gravar los bienes situados en el exterior y 
de disminuirla en caso de repatriación del 
producido de la realización de activos fi-
nancieros.

El dec. 99/2019 (6), en ejercicio de la fa-
cultad delegada estableció un incremento, 
respecto de la totalidad de los bienes en el 
país y en el exterior, de la alícuota que va 
del 0,70% al 2,25%, no aplicable en caso de 
repatriación de activos financieros. En su 
art. 10 el decreto indica que se entenderá 
por repatriación al ingreso al país hasta el 
31 de marzo de cada año de las tenencias 
de moneda extranjera en el exterior y de los 
importes generados como resultado de la 
realización de activos financieros del exte-
rior por parte de personas humanas y suce-
siones indivisas domiciliadas en el país.

El art. 8º de la ley 27.541, modificado por 
la ley 27.562, les impone a los socios o ac-
cionistas de las personas jurídicas que de-
tenten un porcentaje no inferior del 30% 
del capital social, la obligación de repatriar 
un porcentaje no inferior al 30% de los acti-
vos financieros en el exterior. Exigencia que 
también se les impone a las personas hu-
manas y sucesiones indivisas considerados 
pequeños contribuyentes por la AFIP, no 
así a las mipymes, y a las personas huma-
nas que no califiquen como pequeños con-

(6) Modificado por los decretos 116/2020 y 330/2010.
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tribuyentes (7) que quedan al margen de la 
obligación de repatriación.

III.2. El tributo a las grandes fortunas

El proyecto tendiente a gravar las grandes 
fortunas reitera el criterio de establecer alí-
cuotas diferenciales más gravosas sobre la 
totalidad de todos los bienes, cuando se tie-
nen bienes en el exterior.

III.3. Las razones de la preferencia por los 
activos financieros extranjeros

La respuesta a la pregunta de por qué los 
argentinos tienen proclividad a ahorrar en 
moneda extranjera es muy simple: los go-
biernos que sucedieron en los últimos 
60 años hicieron poco o nada para velar por 
el valor de la moneda argentina, no obstan-
te que, reforma constitucional de 1994 de 
por medio, constituye una manda constitu-
cional (art. 75, inc. 12, CN).

El permanente y persistente envileci-
miento de nuestro signo monetario, conse-
cuencia de la inflación al deteriorar el valor 
adquisitivo de la moneda se erige en un im-
puesto a los activos monetarios, instituido 
sin ley.

Nos encontramos ante una doble viola-
ción de las previsiones constitucionales: el 
no velar por el valor de la moneda y la crea-
ción de hecho de un impuesto a los activos 
monetarios, consecuencia de la degrada-
ción de la moneda nacional, con agravio al 
principio de reserva de ley y de propiedad.

En la medida que no se adopten medidas 
conducentes al cumplimiento de las nor-
mas constitucionales, no habrá posibilidad 
de encauzar la economía nacional por el 
camino de un sostenido crecimiento.

(7) También quedan al margen de la obligación de 
repatriación las personas jurídicas por sus activos finan-
cieros en el exterior, aunque esta situación sea producto 
de una consecuencia impensada por parte del legislador, 
como hemos tenido de comentarlo en un trabajo publi-
cado bajo el título "La Ley 27.741 y la degradación de la 
República en el estímulo a la evasión fiscal".

Frente a ese constante estado de anor-
malidad constitucional los que habitan el 
suelo argentino, en resguardo de su pro-
piedad han ahorrado en activos finan-
cieros de países extranjeros, y cuando la 
desconfianza en el Estado nacional ha ido 
creciendo han enviado los activos finan-
cieros al exterior como forma de preser-
var su patrimonio y evitar la confiscación 
de bienes como la decretada por el dec. 
214/2002 que dispuso la conversión a pe-
sos de los depósitos constituidos en mone-
da extranjera a una paridad sensiblemente 
inferior a la del mercado libre (8).

III.4. La respuesta del Estado tendiente a 
asegurar el despojo

Ante esa sucesión de grave violación 
constitucional que ha acarreado un cons-
tante deterioro de la economía nacional, 
un incremento de la desconfianza de los 
ciudadanos en el Estado nacional, este ha 
respondido con medidas tendientes a ase-
gurar la consumación de un despojo del 
patrimonio de los particulares.

Es decir, a quienes han pretendido poner-
se a salvo de las graves consecuencias del 
constante deterioro del valor de la moneda 
nacional, de los efectos perniciosos de un 
tributo sobre los activos financieros esta-
blecido en violación al principio de reserva 
de ley, y al margen de eventuales confisca-
ciones de bienes, a ellos se dirige el Esta-
do estableciendo tributos que discriminan 
respecto de bienes del exterior.

De esa manera el Estado pretende que el 
perjuicio originado por las acciones que ha 
adoptado a extramuros de la Constitución 

(8) La CS luego de declarar la inconstitucionalidad 
del decreto 214/2002 en la causa "Provincia de San Luis 
c. Estado Nacional" sentencia del 5/03/2003; en la causa 
"Bustos, Alberto R. c. E. N.", sentencia del 28/10/2004 re-
chazó el amparo, para finalmente en la causa 27/12/2006 
"Massa, Juan A. c. PE" al aplicar sobre el capital conver-
tido a la paridad de $ 1,40 por dólar estadounidenses, 
ajustado por el coeficiente de estabilización de referen-
cia (CER) más una tasa de interés que el tribunal fijó en 
el 4%, anual, dejó sin efecto la sentencia recurrida que 
había declarado la invalidez del decreto 214/2002 por no 
existir lesión constitucional.
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sea sufrido por todos sin distinciones de 
clases, inclusive por quienes han sido dili-
gentes en ponerse a salvo de las medidas 
adoptadas contrarias a la Constitución na-
cional.

En suma, la ideología que sustenta tal po-
sición es que el obrar ilegal del Estado no 
genera derecho a reparación o indemniza-
ción alguna, rechazando las bases de un Es-
tado de derecho y los valores democráticos 
de una República.

III.5. Fundamentos de la política discrimi-
natoria

A favor del distingo de discriminar en dis-
favor de los bienes en el exterior, en el dise-
ño de la política tributaria nacional no cabe 
traer a cuento la doctrina de la Corte Supre-
ma de la Nación que respecto del impuesto 
inmobiliario en el caso de propietarios ra-
dicados en el extranjero admitió que el tri-
buto, incluido el recargo por ausentismo, 
podía absorber hasta el 50% del rendimien-
to normal de un inmueble (9), criterio que 
el tribunal cimero no mantuvo cuando en 
el impuesto a las herencia no aceptó que el 
tope fuera más allá del 33%, aunque se tra-
tara de herederos radicados en el extranje-
ro (10).

De todos modos, esa jurisprudencia cir-
cunstancial del tribunal cimero no es apli-
cable al caso que aquí tratamos. Ante el 
cúmulo de violaciones constitucionales en 
que ha incurrido el Estado, puntualizadas 
en los puntos anteriores, la única forma de 
velar por los principios consagrados en la 
Constitución es enviar los activos financie-
ros al exterior.

(9) CS, 21/05/1948, "Banco Hipotecario Franco Argen-
tino c. Provincia de Córdoba" Fallos 210:1213.

(10) Fallos 234:129 y 235:888.

De ahí que discriminar, en la legislación 
tributaria, en disfavor de los bienes en el 
exterior obra a manera de perversa preten-
sión de asegurar el despojo producto del 
accionar ilegal del Estado respecto de quie-
nes han logrado legítimamente quedar al 
margen de los perjuicios de dicho accionar.

La constitución consagra la libertad de 
circulación, el derecho de entrar, perma-
necer, transitar y salir del territorio argen-
tino, y ese salir del territorio incluye el de 
llevar sus bienes al exterior. (art. 14, CN). El 
radicarse en el exterior conlleva el derecho 
a llevarse sus bienes o el producido de ellos 
al exterior. Se vaciaría de todo contenido si 
se interpretara que el derecho de salir del 
país no conllevara el de llevar el producido 
de los bienes al exterior.

El distingo entre bienes existentes en el 
país y bienes en el exterior es irrazonable, 
pues carece de todo fundamento susten-
table. No se observa que exista una distin-
ta capacidad contributiva por el hecho de 
tener bienes en el exterior, por lo cual la 
discriminación de la ley argentina viola el 
principio de igualdad (art. 16, CN) el de ca-
pacidad contributiva y el derecho de pro-
piedad.

Todo ello, al margen de la forma arbi-
traria como se establece la obligación de 
repatriación de bienes del exterior en la 
ley 27.562, de la que quedan al margen al-
gunos sin razón.

En suma, tal regulación es notoriamen-
te inconstitucional, al pretender castigar a 
aquellos que ante el incumplimiento del 
Estado de una manda constitucional han 
llevado sus bienes al exterior para impedir 
el despojo por parte de ese Estado que des-
oye el mandato constitucional.Tho
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Residencia fiscal: pérdidas  
y despedidas

Valeria D'Alessandro (*) 
Si bien varios contribuyentes se deleitaron en el último tiempo con las seductoras medidas 
tomadas por el Gobierno uruguayo respecto a las reglas en materia de residencia fiscal, es 
importante que cualquier persona interesada en "casarse fiscalmente" con cualquier país 
se asegure muy bien de cómo "divorciarse fiscalmente" de Argentina de una manera ade-
cuada y genuina.

I. El concepto de la “customización”, 
también en materia impositiva

El concepto de foot voting o “voto con los 
pies” de Charles Tiebout (1924-1968) —en 
virtud del cual un ciudadano manifiesta sus 
preferencias acerca de determinado mode-
lo “ideal” mediante su desplazamiento a 
aquel territorio en el que los factores polí-
ticos, jurídicos y económicos se aproximan 
más a sus preferencias— cobra cada vez 
mayor actualidad.

Ese foot voting también encuentra su pa-
ralelismo en el ámbito del marketing, en 
donde resulta notable la incrementada ten-
dencia a la customización y la “experien-
cia de cliente”: el usuario se siente cómodo 
si puede adaptar los productos y servicios 
disponibles, a la satisfacción de sus pro-
pias necesidades, ilusiones y deseos. Desde 
la clásica posibilidad de encargar un Rolls 
Royce hecho totalmente a medida del con-
ductor, hasta la más actual chance de pre-
paración de un café en Starbucks con hasta 
diez variables y todas sus combinaciones 
(con o sin cafeína, con leche animal o vege-
tal, con lactosa, sin lactosa o con lactosa re-
ducida, con o sin jarabe, con o sin agregado 
de crema, etc.), la customización se volvió 
un concepto clave a la hora de atraer y con-
servar seguidores.

En materia tributaria, el foot voting y la 
customización tuvieron primero su refle-
jo en el mundo corporativo —en el mar-
co del cual las empresas multinacionales 
fueron “votando con los pies” y migrando 
gran parte de sus operaciones a jurisdiccio-
nes fiscalmente más amigables— y luego 
también en el universo de los individuos y 
familias, en el que las mudanzas interna-
cionales con una fuerte motivación en el 
ahorro fiscal (o en el desencanto fiscal con 
la jurisdicción de origen) se volvieron mo-
neda corriente en las estrategias de planifi-
cación patrimonial.

En gran medida, este fenómeno encuen-
tra su razón de ser en el hecho de que, al 
igual que en la física, en el mundo impo-
sitivo existen dos estilos de jurisdicciones: 
las que —mediante seductoras políticas fis-
cales— “atraen” a nuevas compañías, pro-
yectos de inversión y familias a instalarse 
en sus territorios y las que, contrario sensu, 
“repelen” tanto a sus propios residentes fis-
cales como a los potenciales.

Entre las jurisdicciones que “atraen”, se 
observa inclusive una “competencia fiscal”: 
este grupo de países rivalizan entre sí por 
ganarse a las empresas y familias disponi-
bles en el “mercado” y al efecto se esmeran 
en rebajar o eliminar impuestos, elevar mí-
nimos no imponibles, flexibilizar deduc-
ciones, amenizar criterios de diferimiento 
fiscal, facilitar los parámetros de residencia 
fiscal y —desde ya— en no cambiar espas-
módicamente las reglas del juego.

(*) Abogada. Mag. en Derecho Tributario, UCA. Posgra-
do en Derecho Tributario Internacional por la Universidad 
de Leiden (Holanda).
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Por el contrario, los países “repelen-
tes”, suelen encontrar difícil el equilibrio al 
que se apunta en la tradicional “Curva de 
Laffer”, que muestra de qué manera si bien 
el aumento en la carga impositiva puede 
conducir momentáneamente a una mayor 
recaudación, pasado cierto punto puede 
tender a sofocar a los contribuyentes y en 
definitiva significar una merma sistemática 
en el cumplimiento de las obligaciones fis-
cales y por ende en la recaudación.

Sin entrar a considerar los numerosos 
factores que hacen que actualmente pue-
da resultar asfixiante e incierta la presión 
tributaria argentina, lo cierto es que según 
informes publicados por el Instituto Ar-
gentino de Análisis Fiscal —en donde se 
señala que existen más de 160 impuestos 
vigentes en la Argentina—, la última dé-
cada podría considerarse como el perío-
do de la carga tributaria “sin límites”. Allí 
se remarca que (i) los tres niveles de go-
bierno han aplicado importantes subas 
tributarias, ya sea de manera directa como 
indirecta; (ii) la presión tributaria efecti-
va ha registrado durante este periodo un 
sostenido crecimiento, alcanzando nive-
les récord; y (iii) un argentino que cum-
ple adecuadamente con sus obligaciones 
tributaria paga en impuestos el 50% de lo 
que genera.

Por el contrario, países como por ejem-
plo Uruguay, claramente se enmarcan en 
el grupo de países que “atraen”. En efecto, 
varios contribuyentes se deleitaron en las 
últimas semanas con las novedades acer-
ca de las seductoras medidas tomadas por 
el gobierno uruguayo respecto a las reglas 
en materia de residencia fiscal, que —en los 
términos del decreto emitido— apuntan a 
“ofrecer al mundo un país de oportunida-
des” y un “país de puertas abiertas con una 
política migratoria que otorga un marco 
de seguridad pública, jurídica y económi-
ca para todas las personas extranjeras que 
deseen... elegir al país como destino de sus 
proyectos personales y económicos”. Se tra-
ta desde ya de medidas muy beneficiosas 
y celebramos que gobiernos como el uru-
guayo continúen reforzando sus elocuentes 
estrategias dirigidas a atraer a nuevas com-

pañías, proyectos de inversión y familias a 
instalarse en sus territorios.

Muchas veces, medidas de este tipo sue-
len verse como un “bálsamo” para fami-
lias y empresas que forman parte de una 
sociedad ya altamente sensibilizada por 
los bruscos vaivenes en las políticas tri-
butarias y por la alta presión fiscal, el in-
cremento en las alícuotas de gravámenes 
existentes, la diferenciación entre bienes 
en el país y en el exterior a los efectos de 
aplicación de alícuotas divergentes, el 
cambio de reglas respecto a transparencia 
fiscal y la posible inminente implementa-
ción de nuevos gravámenes. Es natural que 
todo ello tienda a menoscabar aún más el 
compromiso para con el régimen tributa-
rio argentino y refuerce el interés en el “re-
cálculo” de los centros de intereses vitales 
hacia otras jurisdicciones, máxime tenien-
do en cuenta que ya hace muchos años la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación en 
Argentina viene remarcando —inspirada 
en la doctrina de la Suprema Corte de Es-
tados Unidos— que nadie está obligado a 
estructurar sus negocios de manera tal de 
pagar más impuestos, y que no resulta re-
prochable (ni atípico, ni inadecuado) el 
esfuerzo legítimo del contribuyente para 
que sus decisiones resulten fiscalmente 
eficientes.

II. Un adecuado “divorcio fiscal” con 
Argentina previo a cualquier “casamien-
to fiscal” con otro país

Sin embargo, desde el lado argentino, 
cualquier persona interesada en “casar-
se fiscalmente” con cualquier país, deberá 
asegurarse muy bien de “divorciarse fiscal-
mente” de Argentina de una manera ade-
cuada y genuina. Si bien es muy usual en 
nuestra cultura, debemos tener especial 
cuidado con las recomendaciones genéri-
cas escuchadas en “el asado del domingo” 
(o, en estos días, en el “Zoom de los mar-
tes”) o en “lo que creo que le dijo el conta-
dor al amigo de un amigo”, porque allí es 
donde aparecen los errores. Una estrategia 
que le sienta de maravillas a determinada 
familia o empresa puede resultar absoluta-
mente inadecuada para otro grupo familiar 
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o empresario y las consecuencias pueden 
ser catastróficas.

Debe tenerse especialmente presente 
que:

- La residencia fiscal en la Argentina se 
pierde exclusivamente por dos razones: 
o bien porque la persona permaneció en 
el exterior durante un período superior a 
doce meses, o bien porque adquirió la con-
dición de residente permanente en un Es-
tado extranjero según las disposiciones que 
rijan en esa jurisdicción en materia migra-
toria. Como se ve, a los efectos concretos 
de la pérdida de la residencia fiscal en Ar-
gentina, será irrelevante la calidad de resi-
dente fiscal que la persona adquiera en otro 
Estado. El parámetro desde ya será útil a 
los fines ulteriores de dirimir por ejemplo 
situaciones de doble residencia, pero no lo 
será inicialmente a los fines de la pérdida 
de la residencia en sí misma.

- Una vez configurados los requisitos para 
la pérdida de residencia fiscal en Argen-
tina, deberá prestarse especial atención a 
las reglas que dirimen situaciones de do-
ble residencia (tie-breaking rules o “reglas 
de descarte”), previstas tanto en los conve-
nios internacionales vigente entre Argenti-
na y una veintena de jurisdicciones, como 
en las legislaciones domésticas. Se trata 
de una serie de pautas que deben necesa-
riamente ser consideradas en el orden se-
cuencial que se indica abajo y en virtud de 
las cuales se entiende que las personas se-
rán consideradas como residentes en la Ar-
gentina: (i) cuando mantengan su vivienda 
permanente en la Argentina; (ii) si mantie-
nen viviendas permanentes en ambos paí-
ses, cuando su centro de intereses vitales se 
ubique en el territorio nacional; (iii) si no 
puede determinarse la ubicación del centro 
de intereses vitales, cuando habiten en for-
ma habitual en la Argentina, condición que 
se considera cumplida si permanecieran en 
ella durante más tiempo que en el otro país, 
considerando para efectuar la compara-
ción el año calendario; (iv) si permanecie-
ran igual tiempo en ambos países, cuando 
sean de nacionalidad argentina. Es muy 
importante tener presente que estas reglas 

se aplican de manera secuencial siempre y 
cuando se hayan “descartado” las opciones 
previstas en cada inciso precedente; es decir 
que únicamente debe analizarse la eventual 
configuración de los requisitos de cada inci-
so, en la medida en que la situación concre-
ta no permita al sujeto quedar encuadrado 
en un supuesto que resuelva el problema 
de la doble residencia. Estas mismas reglas 
(en idéntico orden de parámetros de des-
carte) se encuentran contenidas en la ma-
yoría de los convenios para evitar la doble 
imposición suscriptos por Argentina, aun-
que con un agregado final que insta a am-
bos países a resolver de mutuo acuerdo los 
casos en que la persona en cuestión fuese 
nacional de ambos Estados, o no lo fuera de 
ningún de ellos.

- Al verificarse cualquiera de las circuns-
tancias señaladas (transcurso de más de 
12 meses en el exterior o adquisición de 
residencia migratoria permanente en otro 
país), ello debe ser informado y acredita-
do ante la AFIP y debe solicitarse la baja de 
inscripción ante los gravámenes que corres-
ponda. Sin embargo, la acreditación ante 
AFIP no constituye un hecho condicionante 
de la pérdida de residencia y de la conversión 
del ex residente en beneficiario del exterior. 
Y aún si AFIP luego se expidiera positiva-
mente acerca de la pérdida de residencia, 
ese reconocimiento tendría efectos mera-
mente declarativos y los efectos de la pérdi-
da se hubiesen verificado de todas maneras 
al cumplirse los parámetros mencionados. 
Por supuesto que luego subsistirán las am-
plias facultades de inspección y verificación 
por parte de AFIP a ser ejercidas en el marco 
del período de prescripción aplicable a cada 
caso y como sucede con cualquier otra activi-
dad de los contribuyentes.

Cualquier mudanza internacional que 
un residente argentino considere realizar, 
deberá planificarse lo más prolijamente 
posible de manera tal que —previo a con-
vertirse en residente de cualquier otra ju-
risdicción— pueda sostenerse sólidamente 
que ese sujeto ya no es residente fiscal ar-
gentino. La doble o múltiple residencia, y 
por ende la doble o múltiple imposición, re-
sulta un fracaso en cualquier planificación 
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patrimonial y debe ser evitada bajo todo 
concepto.

III. ¿Un “impuesto de despedida” para 
quienes se muden a otro país?

De la mano de lo comentado arriba, en 
los últimos tiempos transcendieron diver-
sas versiones en torno a la creación de un 
nuevo “gravamen” aplicable a quienes de-
cidan “abandonar” Argentina y mudarse 
a otro país. Ello posiblemente a raíz de las 
múltiples iniciativas de países como Uru-
guay (ya comentadas), Panamá, Bahamas, 
Paraguay, Portugal, España, Malta e Italia 
—entre varios otros— vinculadas con se-
ductoras políticas que estimulan a compa-
ñías y familias a instalarse en sus territorios.

La vigencia de “impuestos de salida” o 
“impuestos de despedida” (exit taxes o 
bye-bye-taxes) resulta frecuente en diversas 
jurisdicciones europeas (Austria, Bélgica, 
Dinamarca, Finlandia, Francia, Alemania, 
Irlanda, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, 
Portugal, España, Islandia, Noruega, Reino 
Unido y Suiza) y también en Israel, Japón, 
Canadá y Estados Unidos.

Por lo general, se trata de medidas que 
apuntan a compensar al país de origen por 
la pérdida de ingresos fiscales como conse-
cuencia del traslado de la residencia o ac-
tivos a un nuevo país. Podría entenderse 
como una suerte de “indemnización” —de 
parte de quien se muda— por el “lucro ce-
sante fiscal” que esa mudanza podría oca-
sionar al país de origen.

En el caso de Estados Unidos —país que 
a contrario del resto del mundo grava a sus 
ciudadanos por su renta mundial, aunque 
residan fuera del país— el impuesto aplica 
al caso particular de sujetos de altos patri-
monios o ingresos, que tomen la decisión 
extrema de renunciar a su ciudadanía.

En los demás países, este tipo de gravá-
menes tiene un claro objetivo “antielusivo”. 
En efecto, en cierta Directiva de la Comi-
sión Europea, se reconoce que estos im-
puestos “responden al propósito de evitar 
la erosión de la base imponible en el Esta-

do de origen cuando ...se trasladan los futu-
ros beneficios de modo que estén sujetos a 
impuesto en la jurisdicción de destino que 
aplica una tributación reducida”.

Siguiendo estos lineamientos, en muchos 
de los países este impuesto solo aplica en 
su plenitud si la mudanza (i) es a una juris-
dicción de baja o nula tributación o (ii) es a 
una jurisdicción que no haya suscripto con 
el país de origen un acuerdo de intercambio 
de información.

Tanto en las normativas que los estable-
cen como en la jurisprudencia de los países 
que lo recaudan, se resalta que estos gravá-
menes de ninguna manera podrían afectar 
“libertades fundamentales”.

Así, por ejemplo, el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea remarcó que deben 
tomarse los recaudos adecuados para evi-
tar que ellos constituyan una “barrera para 
la libre circulación de capitales y personas y 
la libertad de establecimiento”.

Además, en la generalidad de los países 
que lo aplican, existen debates doctrinarios 
y jurisprudenciales en torno de su validez 
jurídica, en los que frecuentemente se lo ta-
cha de “discriminatorio” (pues se aplica o 
no según criterios de residencia y/o nacio-
nalidad, lo que puede contravenir tratados 
internacionales) y de contradictorio con el 
principio de “capacidad contributiva” (ya 
que en muchos casos se aplica sobre rentas 
no realizadas).

Por su parte, la mayoría de esos países 
no tienen vigentes impuestos al patrimo-
nio. En efecto, la mayoría de ellos ya de-
rogó este tipo de gravamen (Austria en 
1993, Alemania en 1995, Dinamarca en 
1997, Luxemburgo en 2006, Suecia en 2007 
y Francia en 2018, por solo citar algunos 
ejemplos) o bien prevén alícuotas exiguas 
y mínimos no imponibles considerable-
mente elevados.

Argentina no parece un candidato ade-
cuado para implementar este impuesto 
ya que —de acompañar adecuadamente 
(i) las sugerencias de los organismos in-
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ternacionales, (ii) la jurisprudencia in-
ternacional, (iii) el derecho comparado, 
(iv) el régimen jurídico-tributario local vi-
gente; (v) los pactos internacionales sus-
criptos por el país y (vi) los precedentes 
jurisprudenciales domésticos— ese im-
puesto resultaría virtualmente inaplicable 
a la mayoría de los supuestos de mudan-
zas internacionales por parte de familias y 
empresas argentinas. Ello así teniendo en 
cuenta, entre múltiples otros factores, que:

- Rige en el país un impuesto al patrimo-
nio con (i) mínimos no imponibles insig-
nificantes, (ii) altas alícuotas generales y 
(iii) alícuotas incrementadas para el caso 
de activos radicados en el exterior, con lo 
cual a la hora de una eventual mudanza —a 
gran diferencia de los fiscos de los países 
mencionados arriba— las arcas fiscales ar-
gentinas ya habrían recaudado ingresos por 
los activos involucrados.

- Argentina es parte del convenio multi-
lateral de intercambio automático de infor-
mación (“Common Reporting Standard”) 
fomentado por la OCDE y el G-20, que a la 
fecha ya fue suscripto por 193 países.

- Si bien Estados Unidos no es parte de 
ese convenio multilateral, Argentina y Es-
tados Unidos suscribieron en diciembre de 
2016 un acuerdo de intercambio de infor-
mación tributaria, que prevé como forma 
de intercambio “operativo”, cruces de datos 
entre ambos países “a requerimiento”.

- Existe un número amplísimo de juris-
dicciones que Argentina considera oficial-
mente como “cooperantes”, por colaborar 
adecuadamente con los intercambios de 
información en materia tributaria (salvo 
contadas excepciones como Bolivia o Para-

guay, casi no hay jurisdicciones de la región 
en el “listado de chicos malos”).

- Existe también un número importante 
de jurisdicciones que no clasifican como de 
“baja o nula tributación” según los paráme-
tros vigentes que comparan la tributación 
de la renta empresaria extranjera con la alí-
cuota corporativa argentina. Bajo esos pa-
rámetros, no se consideraría como de baja 
o nula tributación a países como Uruguay, 
Italia, España, Chile, Brasil, entre muchísi-
mos otros.

- Es elevado y creciente el contexto infla-
cionario actual y notable la reducción del 
valor de la mayoría de los activos dadas las 
condiciones económico-financieras rei-
nantes.

- Argentina es parte de la Convención In-
teramericana sobre Derechos Humanos, 
que garantiza enfáticamente el libre dere-
cho de circulación y de residencia por parte 
de los ciudadanos.

- La Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción en reiteradas oportunidades rechazó 
gravámenes que atentan contra el princi-
pio de capacidad contributiva y de igual-
dad. También ya hace muchos años viene 
remarcando que nadie está obligado a es-
tructurar sus negocios de manera tal de pa-
gar más impuestos.

En definitiva, si bien la idea de un “im-
puesto de despedida” puede parecer a pri-
mera vista como una solución romántica y 
definitiva al creciente interés en las mudan-
zas internacionales, se trataría de un grava-
men que en la práctica resultaría de escasa 
o nula aplicación a los casos concretos en 
juego y tendría altas chances de resultar ob-
jetado por la justicia.Tho
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Proyecciones en materia tributaria 
de la igualdad constitucional

Alfredo Silverio Gusman (*)

Sabemos que habitualmente se concibe la generalidad de la imposición, en donde se exige 
que todas las personas que se encuentren en similar situación objetiva y subjetiva sean al-
canzadas por el mismo tributo. Ahora bien, la igualdad como medida del gravamen debe 
ser entendida también conjugando los factores de capacidad económica y equidad.

I. Introducción (1)

Dentro de los principios tributarios cons-
titucionalizados, el de igualdad es el que 
cuenta con mayor respaldo explícito en la 
Constitución Nacional, pues se encuen-
tra consagrado expresamente en la última 
parte del art. 16 de la Ley Madre cuando es-
tablece que la igualdad es la base del im-
puesto y de las cargas públicas  (2). Dicha 
norma precisa la regla acerca de la forma-
ción del Tesoro Nacional contemplada en 
el art. 4º, cuando menciona a las contribu-
ciones que equitativa y proporcionalmen-
te establezca el Congreso. Tal protección se 
encuentra todavía más blindada para los ex-
tranjeros que decidan radicarse en nuestro 
país, dado que el art. 20 impide imponerles 
contribuciones forzosas extraordinarias. En 
la parte orgánica de la Constitución, se en-
cuentra una derivación de esa tutela en el 
inc. 2º del art. 75, que atribuye al Congreso, 

(*) Especialista en Derecho Administrativo y Adminis-
tración Pública, UBA.

(1) Dedico este aporte a la memoria de tres catedráti-
cos que conformaron una generación de grandes maes-
tros del derecho constitucional tributario: Roberto Mario 
Mordeglia —del que tanto aprendí en la judicatura y en 
la cátedra—, José Osvaldo Casas y Esteban Juan Urresti.

(2) Una magistral síntesis de los alcances de esta regla 
constitucional en materia tributaria y la jurisprudencia 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, surge del 
voto del recordado Juez Casas, magistrado del TSJ CABA, 
en la causa "Asociación de la Banca Especializada", del 
16/03/2005.

como facultad excepcional (3), la de impo-
ner contribuciones directas, pero siempre 
en la medida en que sean proporcional-
mente iguales en todo el territorio de la Na-
ción.

No es más que la aplicación en materia 
tributaria de uno de los pilares en que se 
sustenta una república (4) y del ideario de 
los revolucionarios franceses de 1789, que 
pugnaban por una sociedad en la que se 
otorgue una justa oportunidad a toda po-
tencialidad humana.

En nuestra jurisprudencia, los contornos 
de esta garantía comenzaron a delinearse 
en un precedente de la Corte del siglo XIX, 
que sostuvo que consiste en el derecho a 
que no se establezcan excepciones o pri-
vilegios que excluyan a unos de los que se 
concede a otros en iguales circunstancias, 
de donde se sigue forzosamente que la ver-

(3) Señalo esta cuestión sin dejar de advertir que, en 
nuestro declamado federalismo, la práctica y las nece-
sidades del fisco nacional han desvirtuado ese carácter 
excepcional.

(4) Charles De Secondat Barón De La Brede —más 
conocido como MONTESQUIEU— sostuvo en "El Espí-
ritu de las Leyes" que la república debía gobernarse por 
el principio de la virtud, el amor a la patria y la igualdad 
(tomado de la Ed. Tecnos, 1984, traducida por BLÁZQUEZ, 
Mercedes y DE VEGA, Pedro, ps. 49 y ss.). El recordado 
Académico Bidart Campos desarrolló que la igualdad ante 
la ley —y el principio de igualdad tributaria no deja de ser 
una de sus manifestaciones— es una característica de la 
forma republicana de gobierno ("Tratado Elemental de 
Derecho Constitucional Argentino", t.o. 1, p. 146).
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dadera igualdad consiste en aplicar la ley 
en los casos ocurrentes según las diferen-
cias constitutivas que existan entre ellos y 
que, cualquier otra inteligencia o acepta-
ción de este derecho, es contraria a su pro-
pia naturaleza e interés social (5).

La Constitución histórica de 1853/1860, 
como fiel receptora de la tradición decimonó-
nica, en su art. 16 consagró la igualdad ante la 
ley, preocupándose por mantener un ordena-
miento en el que, desde lo formal y abstrac-
to, todos seamos iguales. En rigor, la igualdad 
puramente objetiva es desigualdad. Bien de-
cía Linares, “... la igualdad ante la ley consiste 
en tratar de igual modo a todos los que estén 
en iguales circunstancias y desigualmente a 
los que están en distintas” (6).

Con la reforma constitucional de 1994 y 
la incorporación del inc. 23 en el art. 75, se 
avanza hacia un concepto de igualdad por 
la ley al obligar a la legislación a establecer 
acciones positivas o afirmativas  (7) ten-
dientes al pleno goce de los derechos cons-
titucionales respecto de algunos sectores 
que siempre han estado más desprotegidos 
y vulnerables (personas con discapacidad, 
mujeres, niños y adultos mayores). Los po-
deres públicos argentinos tienen el manda-
to constitucional de descorrer el velo de lo 
aparentemente igual y promover medidas 
para conjurar las desigualdades preexisten-
tes que postergaron a los colectivos indica-
dos en el inciso mencionado, procurando la 
igualdad de oportunidades (8). La incorpo-

(5) Conf. CS, 01/05/1875, Fallos: 16:118, "Criminal c. D. 
Guillermo Olivar, por complicidad en el delito de rebe-
lión". Se advierte que la Corte toma la inteligencia que 
Joaquín Víctor González dispensa al art. 16 de la CN en 
su clásico "Manual de Derecho Constitucional", p. 110.

(6) "La razonabilidad de las leyes. El 'debido proceso' 
como garantía innominada en la Constitución Argenti-
na", p. 151.

(7) La expresión acción afirmativa (afirmative action) se 
utiliza por vez primera en el New Deal Wagner Act, pro-
grama de gobierno de los Estados Unidos impulsado por 
Franklin Delano Roosevelt. Se refería a la obligación posi-
tiva del Departamento Nacional de Relaciones Laborales a 
fin de corregir las prácticas desleales de los empleadores.

(8) No es el presente el espacio editorial adecuado para 
explayarme sobre el punto, pero lo cierto es que la ten-

ración de esta norma profundiza la garantía 
del art. 16, adscribiendo a la igualdad sus-
tantiva.

En consecuencia, el principio de igualdad 
puramente formal y generalista que, en su 
época, constituyó un avance al impulso de 
las ideas liberales, paulatinamente se tornó 
insuficiente, porque es incompleto para sa-
tisfacer esta garantía anclarse en no otorgar 
privilegios irritantes ni discriminar de ma-
nera odiosa (9). Para salir de la literalidad 
de la Constitución y mutar en una realidad 
más tangible, debe dejar paso a la ley como 
instrumento igualador; como exigencia de 
diferenciación para situaciones sustancial-
mente diversas (10).

El proceso de transformación del crite-
rio de igualdad aferrado a un enfoque pu-
ramente formal, comienza justamente a 
partir de la generalización del moderno sis-
tema tributario, en el que va tomando peso 
el principio de progresividad. La cuestión 
tributaria es, además, un valioso instru-
mento para llevar a cabo los fines equili-
bradores indicados en el inc. 23 del art. 75 
de la CN. Por ejemplo, cuando el legislador 
dispone incentivos fiscales a empresas que 
reserven cuotas de sus plantillas de traba-
jadores para personas con capacidades di-
ferentes  (11) o cuando se disminuyen las 
contribuciones a la seguridad social a los 

sión entre las acciones positivas y la igualdad es todo un 
problema para los juristas. Si se desea ampliar conf. FE-
RRAJOLI, Luigi, "Manifiesto por la Igualdad", Ed. Trotta, 
Madrid, 2019; PÉREZ LUÑO, Antonio, "Dimensiones de 
la igualdad", Cuadernos Bartolomé de las Casas 34, Ed. 
Dykinson, Madrid, 2005, en especial ps. 115 y ss.; NINO, 
Carlos, "Fundamentos de Derecho Constitucional. Análi-
sis filosófico, jurídico y politológico de la práctica consti-
tucional", Ed. Astrea, Buenos Aires, 2002, p. 424.

(9) Conf. GUSMAN, Alfredo S., "Los derechos funda-
mentales", en AA.VV. - NEGRI, Carlos (dir.) - RAMA, Mar-
cela (coord.), Instituciones de Derecho Público, p. 237.

(10) Si se desea profundizar desde el campo constitu-
cional y filosófico, ver BOBBIO, Norberto, "El Positivismo 
Jurídico" (Ed. Debate, Madrid, 1993, p. 235), en donde 
alude a la nueva igualdad lograda por la ley como resulta-
do de la nivelación de dos desigualdades. Conf. también 
PÉREZ LUÑO ("Dimensiones...", ob. cit., ps. 8 y 22).

(11) Conf. GUSMAN, Alfredo S., "Políticas de acceso al 
empleo público para personas con capacidades diferen-
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empleadores que contraten a mujeres en 
actividades en las cuales se encuentran in-
frarrepresentadas. Sirve a su vez para el in-
térprete judicial, como puede apreciarse 
de la sentencia “García c. AFIP” (12), en el 
que la Corte Suprema resolvió invalidar la 
pretensión de gravar con impuesto a las ga-
nancias a las jubilaciones.

II. Contenido de la garantía en materia 
fiscal

Las legislaturas competentes, en ejercicio 
de sus atribuciones de imposición, no de-
ben perder de vista que, como señaló el pa-
dre fundador tucumano, toda ley contraria 
al principio de igualdad daña a la riqueza 
y bienestar de la República Argentina (13). 
Llevadas las reglas expuestas en el anterior 
punto a la materia fiscal, siguiendo el linea-
miento dado a esta garantía en otras mate-
rias, se ha interpretado que no se trata de 
una igualdad matemática; se debe gravar 
igual entre iguales y dispensar tratamien-
to diferente a los desiguales (14). No se la 
entiende solo como una igualdad objetiva 
sino también subjetiva, que atiende a la si-

tes", en AA.VV., El Estado Constitucional de Derecho y el 
Derecho Administrativo, Ed. RAP, 2017, ps. 191 y ss.

(12) Fallo del 26/03/2019, pub. en Fallos: 342:411.

(13) ALBERDI, Juan Bautista, "Sistema económico y 
rentístico de la Confederación Argentina según su Cons-
titución de 1853", Escuela de Educación Económica y Fi-
losofía de la Libertad, p. 22.

(14) P. ej., en el histórico precedente "Díaz Vélez" del 20 
de junio de 1928, la Corte Suprema interpretó la garantía 
del art. 16 en nuestra especialidad. El tribunal de la cum-
bre sostuvo: "... El texto de tal disposición, inspirada por 
la conciencia democrática de sus autores, que abomina-
ban toda primacía ilegítima que no admite prerrogativas 
de sangre ni de nacimiento, que suprime los títulos de 
nobleza y los fueros personales para declarar enseguida 
que todos los habitantes son iguales ante la ley demues-
tra con toda evidencia cual es el propósito que la domina: 
el derecho de todos a que no se establezcan excepciones 
o privilegios que excluyan a unos de los que se concede 
a otros en iguales circunstancias (Fallos: 16:18; 101:401). 
No es pues la nivelación absoluta de los hombres, lo que 
se ha proclamado, aspiración quimérica y contraria a la 
naturaleza humana, sino su igualdad relativa, propiciada 
por una legislación tendiente a la protección en lo posible 
de las desigualdades naturales" (conf. Fallos: 151:359).

tuación en que se encuentran las personas 
en la sociedad.

La garantía del art. 16 de la CN confía al 
Poder Legislativo una amplia libertad para 
ordenar y agrupar, distinguiendo y clasifi-
cando los objetos de la legislación. Empero, 
la validez constitucional de esas cataloga-
ciones se halla subordinada a que emanen 
de causas objetivas o razones sustanciales, 
a efectos de que resulten excluidas toda 
disparidad o asimilación injustas, a las que 
conducirían criterios arbitrarios, de indebi-
do favor o privilegio (15).

De otro modo el tributo óptimo sería el 
establecido sobre las personas, sin tener 
en cuenta sus fortunas o sus rentas, vali-
dando únicamente la imposición sobre el 
consumo o los gravámenes fijos (16). Esta 
garantía, lo que requiere, es que ante situa-
ciones consideradas análogas por la ley se 
impongan gravámenes idénticos a los con-
tribuyentes  (17). Pero no impide —antes 
bien, propicia— imponer cargas fiscales 
desiguales según los ingresos de los con-
tribuyentes o, para los llamados impues-
tos indirectos, establecer exenciones, por 
ejemplo, a la adquisición de productos de 
primera necesidad.

Se la concibe como generalidad de la im-
posición, que exige que todas las personas 
que se encuentren en similar situación 
objetiva y subjetiva sean alcanzadas por 
el tributo. Como se apreciará en el acápi-
te siguiente, la igualdad como medida del 
gravamen debe ser entendida conjugan-
do los factores de capacidad económica y 
equidad.

(15) Conf. CS, "Cafés La Virginia", Fallos: 320:1166 y en 
esta IMP 1997-C, 3099.

(16) Postura que puede comprenderse, desde la litera-
tura política clásica inglesa, en la frase de John Locke, que 
sostenía que las leyes "... han de aplicarse igualmente al 
rico y al pobre, al favorito de la corte y al campesino que 
empuña el arado" (Ver "Segundo tratado sobre el gobier-
no civil", Ed. Alianza, Madrid, 1994, párr. 142, p. 149).

(17) Conf. CS, Fallos: 171:399; ver también el ya citado 
fallo "Cafés La Virginia", pub. en Fallos: 320:1166 y en esta 
IMP 1997-C, 3099.
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Como regla, desde un plano procesal, in-
cumbe al sujeto pasivo del tributo la carga 
de acreditar que la norma fiscal afecta al 
derecho a la igualdad (18). Por excepción, 
cuando el mayor peso tributario recae so-
bre una categoría sospechosa de discrimi-
nación (por ejemplo. gravando en mayor 
proporción a quienes pertenezcan a una 
determinada religión o a los extranjeros), 
esa carga se invierte y es la representación 
estatal la que debe demostrar en el proceso 
razones válidas para la imposición diferen-
cial (19).

III. Igualdad y razonabilidad

La evolución del principio de igualdad se 
encuentra ligada de un modo inescindible 
de lo que se estima razonable para justifi-
car el trato diferente. Por ende, la regla de 
la igualdad tributaria no puede estudiarse 
desvinculada de la garantía innominada de 
la razonabilidad, cuyo hospedaje se aloja 
en los arts. 28 y 33 del texto fundamental. 
Más específicamente, en la razonabilidad 
de la selección operada por el legislador a 
la hora de definir el hecho imponible de la 
obligación tributaria y demás elementos 
constitutivos de la gabela, encapsulados en 
el sacramental principio de legalidad (20). 
Lo que la Constitución no tolera son situa-
ciones de discriminación contra determi-
nadas personas o categorías de personas, 
ni tampoco privilegios personales o de gru-
po, estableciendo distinciones hostiles o 

(18) CS, Fallos: 320:1166; ver, asimismo, el Dictamen 
del Ministerio Público al que remite la CS en el fallo del 
30/06/2005 recaído en la causa "Santiago Dugan Trocello".

(19) La Corte Suprema consideró que, ante normas 
que crean categorías sospechadas de discriminación, es 
la representación estatal quien tiene que probar que la 
diferencia de trato se halla justificada (conf. CS, Fallos: 
340:1795, "Castillo c. Salta"; respecto de las clasificacio-
nes sospechosas, ver SÁNCHEZ CAPARRÓS, Mariana, 
"La distinción por edad en la vejez. Un enfoque desde la 
clasificación de las clasificaciones sospechosas", LA LEY 
del 29/04/2020).

(20) Conf. LINARES, J. F., "Razonabilidad de las leyes. El 
'debido proceso' como garantía innominada en la Consti-
tución Argentina", ps. 167 y subss.; EKMEKDJIAN, Miguel, 
"Tratado de Derecho Constitucional", t. II, ps. 140-141; 
CNFed. Cont. Adm., sala II, 15/02/2005, "Sasetru".

arbitrarias (21). Cuando el legislador forma 
categorías distintas para tratarlos desigual-
mente, la distinción debe ser razonable y 
responder a diferencias reales (22).

La protección del derecho a la igualdad, 
del derecho constitucional a la no discri-
minación, se apoya en dos elementos que 
deben ser objeto de análisis: a) si la dife-
rencia de trato obedece a una justificación 
objetiva y razonable; y b) si existe la debida 
proporcionalidad entre la distinción de tra-
tamiento que se efectúa y los objetivos que 
con ella se persiguen (23).

En materia tributaria, la suma de la igual-
dad más la razonabilidad es igual a capa-
cidad contributiva. Significa, a grandes 
rasgos, el derecho a contribuir solo en la 
medida de la capacidad económica de la 
persona y el deber del Estado de distribuir 
las cargas tributarias de un modo equitati-
vo. Se vincula con la riqueza de los poten-
ciales sujetos pasivos de la carga fiscal, que 
se manifiesta a través de sus ingresos, su 
patrimonio, sus gastos, sus consumos. La 
conclusión que se desprende, entonces, es 
que, a similar capacidad contributiva con 
respecto a la misma especie de riqueza, el 
impuesto debe ser, en las mismas circuns-
tancias, igual para todos los contribuyen-
tes (24). En este sentido, la Corte Suprema 
ha señalado que la capacidad contributiva, 
a la luz de la igualdad tributaria, requiere 
analizar no solo la capacidad económica 
del sujeto pasivo del tributo —en ese caso, 
se trató del impuesto a las ganancias—, 
sino también el impacto y rendimiento de 
sus ingresos a fin de no igualar situaciones 

(21) Conf. CS, Fallos: 138:313, "Don Ignacio Unanue 
y otros c. Municipalidad de la Capital"; Fallos: 277: 357, 
"Cía. Frigorífica Swift".

(22) Conf. CS, "Colegio de Escribanos c. Provincia de 
Buenos Aires", Fallos: 338:1455.

(23) Conf. LINARES, J. F., "Razonabilidad de las le-
yes...", obra y página citadas en nota 6.

(24) Ver CS, "Masotti de Busso" —en el que se declaró 
inconstitucional un impuesto que gravaba el condominio 
de un inmueble a través de un porcentaje equivalente a 
su valor total—, Fallos: 207:270; "Gaviña", Fallos: 209:431.
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que, en rigor fáctico, terminan siendo disí-
miles (25).

IV. Análisis casuístico de la garantía de 
la igualdad tributaria

No es infrecuente que, en materia tributa-
ria, se haga una alegación un tanto ligera de 
este principio de igualdad. Por lo tanto, es 
necesario distinguir algunos supuestos que 
se encuentran al margen de su cobertura, 
de otros en los que el tratamiento diferen-
te no es tolerable desde una lectura cons-
titucional. La siguiente recopilación, desde 
luego, no agota las posibles situaciones que 
podrían presentarse. Se previene al lector, 
asimismo, que no puede evaluarse a todo el 
sistema tributario bajo parámetros genera-
les; es preciso detenerse de manera parti-
cularizada en cada tributo para verificar si 
en su elaboración el legislativo se atuvo a 
un enfoque igualitario material y real.

IV.1. Ya me he referido a que este prin-
cipio no obsta a la creación de clases o ca-
tegorías de contribuyentes a partir de una 
diferenciación legal de sus situaciones. 
Debe existir una base razonable para la cla-
sificación adoptada, algún motivo sustan-
cial para que las propiedades o personas 
sean catalogadas en grupos distintos (26).

Veamos algunos ejemplos de clasifica-
ciones diseñadas por poderes legislativos y 
su resultado luego de ser enjuiciadas ante 
los tribunales: a) Con relación al impues-
to territorial, se sostuvo que nada inhibe la 
existencia de impuestos progresivos, en la 
medida que la alícuota empleada sea uni-
forme para todos los propietarios que tie-
nen igual superficie  (27). b) Continuando 
con la progresividad, si bien es una moda-
lidad de utilización más frecuente en im-
puestos personales, no es totalmente ajena 
a los impuestos indirectos. El componente 
subjetivo del presupuesto de hecho no re-
sulta irrelevante en los impuestos al con-

(25) CS, "Caso "García", Fallos: 342:411, ya citado.

(26) CS, "Díaz Vélez", ya citado; 15/10/1991, "López 
López c. Provincia de Santiago del Estero".

(27) CS, Fallos: 171:390.

sumo, lo que también valida su cómputo 
a fin de establecer alícuotas diferenciales 
según las características del sujeto contri-
buyente (28). c) En tal sentido, se convali-
dó la consideración de los hipermercados 
y supermercados con cierta superficie ha-
bilitada sometiéndolos a una imposición 
diferencial de los demás comercios mino-
ristas que venden idénticos productos, al 
no resultar irracional ni lesiva a las pautas 
de proporcionalidad o igualdad en la ley. La 
norma tributaria no tiene vedado el propó-
sito de equiparar horizontalmente a opera-
dores económicos de un mismo mercado, 
conformando grupos o categorías de con-
tribuyentes en función de la envergadura 
económica de los sujetos obligados  (29). 
d) Respecto del régimen de la ley 24.073 
—que contempla la transformación de 
quebrantos en créditos fiscales en el im-
puesto a las ganancias— se ha tolerado el 
distinto tratamiento dispensado a aquellos 
contribuyentes fallidos que hayan logrado 
un acuerdo resolutorio, considerando que 
la exclusión del régimen se justifica por el 
propósito de ayudar a la recuperación de 
la empresa  (30). e) Sustentado en el prin-
cipio de igualdad tributaria se han plantea-
do en los estrados judiciales objeciones a 
la constitucionalidad del régimen simplifi-
cado para pequeños contribuyentes, insti-
tuido por la ley 24.977. Se cuestionó que la 
norma les impida a aquellos profesionales 
que obtengan ingresos brutos superiores 
a una determinada suma la posibilidad de 
ser responsables no inscriptos ante el Im-
puesto al Valor Agregado, a diferencia de 
aquellos que no exceden el monto de fac-
turación legalmente fijado. La sala IV de la 
CNFed. Cont. Adm., en la causa “Defensor 
del Pueblo c. Ministerio de Economía” (31), 
consideró inconstitucional el distingo pues 

(28) Como lo sostuviera el Juez Casas en su erudito 
voto integrante de la mayoría en la sentencia del Supe-
rior Tribunal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en 
la causa "Cámara Argentina de Supermercados", fallo del 
27 de mayo de 2003.

(29) Fallo del TSJ CABA en el caso "Cámara Argentina 
de Supermercados", del 27/05/2003.

(30) CNFed. Cont. Adm., sala II, 15/02/2005, "Sasetru".

(31) Pub. en LA LEY 2000-D, 550.
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violaría el principio de igualdad respecto de 
quienes facturan más allá de esa suma. Em-
pero, llegado el asunto a la Corte Suprema, 
el Cimero se pronunció por la constitucio-
nalidad del tributo, pues interpretó que el 
Poder Legislativo no definió un gravamen 
diferente para cada uno de los casos refe-
ridos, sino una diversa modalidad que asu-
me el impuesto a los fines del control sobre 
su pago y el cumplimiento de las regulacio-
nes que realiza el Fisco (32).

IV.2. La existencia de regímenes de pro-
moción ha sido blanco de críticas desde la 
perspectiva de la garantía de igualdad en 
materia tributaria. La Corte Suprema ha in-
terpretado que no se genera lesión al prin-
cipio de igualdad ante las cargas públicas 
cuando el Estado ejercita sus potestades 
tributarias atendiendo al fomento o pro-
tección de ciertas actividades por medio de 
criterios extrafiscales, en la medida en que 
estos no sean arbitrarios (33). No debe ol-
vidarse que, si bien la potestad tributaria 
tiende ante todo a proveer recursos para el 
erario público, constituye, además, un for-
midable instrumento incentivador, como 
consecuencia de lo que ha dado en llamar-
se “función de fomento y de asistencia so-
cial del impuesto” (34).

Tales políticas, sin esfuerzo, son encua-
drables en las cláusulas de progreso enun-
ciadas en el art. 75 de la CN, que admiten 
que, para desarrollar el programa constitu-
cional, el Congreso reconozca concesiones 
temporales de privilegios y recompensas de 
estímulo —inc. 19— y que promueva políti-
cas diferenciadas que tiendan a equilibrar 
el desigual desarrollo de provincias y re-
giones —inc. 20—. Siempre y cuando, claro 
está, la diferencia de trato obedezca a cau-
sas objetivas y procure por medios razona-

(32) "Tachella", 10/10/2002, con remisión al Dictamen 
del Ministerio Público.

(33) Conf. CS, Fallos: 243:98, "Lorenzo Larralde".

(34) Conf. CS, fallo precitado. Acerca de la relación 
entre el poder de policía y el poder tributario, conf. 
GUSMAN, Alfredo S., "Análisis de Derecho Constitucio-
nal Económico", Ed. Ad-Hoc, 2011, cap. III, en especial 
ps. 139-140.

bles acceder a esas metas —por ejemplo, 
para radicar industrias en regiones o zonas 
desfavorables o por fines geopolíticos— y 
mientras que todos los contribuyentes que 
cumplan con los requisitos exigidos por la 
normativa de fomento puedan acceder al 
régimen promocional.

IV.3. No son atendibles planteos basados 
en la diferente presión tributaria que pue-
da existir en cada una de las jurisdicciones 
locales, pues la garantía constitucional de 
igualdad no se puede considerar vulnerada 
porque en otras jurisdicciones territoriales 
los contribuyentes no soporten imposición 
general o particular de intensidad igual o 
semejante. La diversidad de tributación y 
sus cuantías son consecuencia de la plu-
ralidad de poderes impositivos conforme 
al régimen federal de gobierno  (35), en la 
medida que se legisle sin trasvasar las com-
petencias que los estados locales tienen 
atribuidas ni se frustren las garantías pro-
venientes de la Constitución Federal y de 
los Tratados Internacionales.

IV.4. La diferencia entre las situaciones 
anteriores o posteriores a un nuevo régi-
men legal no configura un agravio a la ga-
rantía de igualdad, porque de lo contrario 
toda modificación legislativa importaría 
desconocerla.

IV.5. Una práctica disvaliosa que, según 
mi parecer, en los hechos afecta al prin-
cipio de igualdad son las denominadas 
“moratorias impositivas”. Esta recurrente 
práctica de los fiscos vernáculos, afín a las 
políticas cortoplacistas y coyunturales que 
solemos padecer, repercute en que el bene-
ficio otorgado a los deudores morosos, no 
alcanzan a los sujetos pasivos cumplidores. 
De tal modo se desincentiva la observan-
cia de las obligaciones tributarias en debi-
do tiempo y forma. Este instrumento, en el 
ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, es desalentado por el art. 51 de su Es-
tatuto Constitucional, que impone una ma-

(35) CS, Fallos: 262:367; voto del recordado Juez Casas, 
magistrado del Tribunal Superior de la Ciudad de Bue-
nos Aires, en la causa "Asociación de la Banca Especiali-
zada...", ya citado.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



32 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO NACIONAL - Opinión 

Proyecciones en materia tributaria de la igualdad constitucional

yoría agravada para la sanción de leyes de 
ese tenor.

IV.6. Cabe tener en cuenta que esta garan-
tía de la igualdad solo puede ser invocada 
por los contribuyentes, pues ha sido dada a 
los particulares frente a la autoridad y no a 
esta última para defensa de su potestad tri-
butaria (36). Sin embargo, se la ha utilizado 
como justificativo de la potestad sancio-
nadora del Fisco frente al incumplimiento 
de normas relativas a la emisión de factu-
ras y otros deberes formales de los sujetos 
pasivos del tributo, pues permiten un me-
jor control por parte del organismo recau-
dador para evitar la evasión. Siguiendo ese 
razonamiento, quienes cumplen las leyes 
se verían perjudicados económicamente 
con respecto a aquellos que no las cum-
plen (37).

IV.7. Por cierto, tampoco vulnera este 
principio que se otorgue distinto trata-
miento en cuanto al plazo de prescripción 
de los poderes del Fisco al contribuyente 
inscripto que, al no inscripto, pues no pue-
de equipararse la situación de quien por no 
haber brindado sus datos en un registro re-
quiere de un despliegue de actividad mayor 
para su fiscalización, que quien sí los ha in-
gresado y ha proporcionado información a 
las bases de datos oficiales (38).

IV.8. Si bien esta garantía opera princi-
palmente en el campo del derecho tributa-
rio sustantivo, también puede ser invocada 
en la órbita del derecho tributario formal. 
En las XVIII jornadas latinoamericanas 
de derecho tributario llevadas a cabo en 
1996  (39), se recomendó que la selección 
de los contribuyentes a ser fiscalizados 

(36) CS, "Bernasconi", del 12/11/1998.

(37) CS, Fallos: 314:1376; "Buombicci", pub. en IMP LI-B, 
1495.

(38) Conf. TSJ CABA, 17/11/2003, "Sociedad Italiana 
de Beneficencia de Buenos Aires", voto de la por enton-
ces Jueza Conde.

(39) Cita extraída de la reseña de las ideas esenciales 
volcadas en seminarios y congresos que se publicó en 
el Periódico Económico Tributario, 124 de diciembre de 
dicho año.

debe estar imbuida de objetividad y del 
principio de igualdad, en aras a evitar dis-
criminaciones injustas y el uso distorsio-
nado de las facultades fiscalizadoras con 
móviles ajenos a la recaudación y control 
(desviación de poder).

V. A modo de reflexión de cierre

Para finalizar, no debe dejarse de señalar 
que al margen de las consideraciones jurí-
dicas que se han dado desde la perspecti-
va constitucional, el tema también conlleva 
un contenido económico innegable, a raíz 
de su vinculación tanto con el enriqueci-
miento y la prosperidad como con políticas 
redistributivas del ingreso.

Sin pretender, al menos en términos ge-
nerales, cuestionar el sistema capitalista 
de mercado y optando por avanzar hacia 
un capitalismo con rostro humano (40), la 
tributación no debe soslayar que algunos 
tienen acceso a bienes materiales en abun-
dancia y otros no alcanzan niveles mínimos 
de subsistencia, brecha que obliga al legis-
lador a distribuir la carga fiscal de un modo 
equitativo.

En pos de ese objetivo, el recurso al “dere-
cho desigual igualatorio” (41) tiene trascen-
dente envergadura también en el derecho 
tributario. De otro modo, se caerá en la in-
equidad que Anatole France atribuía a la 
ley francesa que, en su majestuosa igual-
dad, les prohíbe tanto a ricos y a pobres, 
dormir bajo los puentes y mendigar en las 
calles de París.

(40) He extraído esta expresión del título de una co-
lumna de opinión publicada por el Académico Alberto 
DALLA VÍA en el diario Clarín del 07/12/2007.

(41) Y, su correlato en los fallos judiciales, que suele 
ser conocida como "la jurisprudencia de la desigualdad 
justificada", conf. sentencias del Tribunal Constitucio-
nal español 128/87 y 19/89; FREIXES SANJUAN, Teresa, 
"Constitución, Tratado de Ámsterdam e igualdad entre 
hombres y mujeres", en obra colectiva "Consolidación de 
derechos y garantías: los grandes retos de los derechos 
humanos en el Siglo XXI. Seminario conmemorativo 
del 50 aniversario de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos", Madrid, 1999, pub. del Consejo 
General del Poder Judicial, p. 197.
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“Presentaciones digitales”

Diego S. Mastragostino (*)

La presente colaboración analiza el servicio web de presentaciones digitales de AFIP, ya que 
en el actual contexto de aislamiento social, preventivo y obligatorio cobró gran relevancia.

 I. Introducción

Las nuevas tecnologías han permitido 
que el Estado genere acciones destinadas a 
facilitar y reducir las diligencias a observar 
por los ciudadanos.

La Administración Federal de Ingresos 
Públicos con la implementación del servi-
cio denominado “Presentaciones Digitales”, 
pretende intensificar el uso de herramien-
tas informáticas a los fines de simplificar los 
trámites a efectuar ante el Organismo.

La presente colaboración pretende anali-
zar el servicio web mencionado ya que, en el 
actual contexto de Aislamiento Social, Pre-
ventivo y Obligatorio cobró gran relevancia.

II. Origen

A través de la RG 4503 (BO 12/06/2019) 
el Fisco pone a disposición de los contribu-
yentes y responsables el servicio con clave 
fiscal “Presentaciones Digitales”. A través de 
este se podrán realizar presentaciones y/o 
comunicaciones escritas de manera elec-
trónica, con carácter de declaración jurada, 
en el ámbito de las Direcciones Generales 
Impositiva y de los Recursos de la Seguri-
dad Social de la AFIP.

III. Condiciones para su utilización

Para poder realizar las presentaciones se 
deberá tener:

a) CUIT, CUIL o CDI.

b) Clave fiscal con nivel de seguridad 2 o 
superior.

c) Domicilio Fiscal Electrónico constituido.

IV. Efectos

Las presentaciones y/o comunicaciones 
realizadas a través del servicio bajo análi-
sis dará por cumplida la condición estable-
cida en las normas particulares respecto a 
la obligación de presentar un formulario 
F. 206 (Multinota) y/o nota en los términos 
de la RG 1128.

V. Trámites disponibles

La RG 4503 ha definido en su Anexo I la 
nómina de las presentaciones y/o comu-
nicaciones respecto de las cuales estará 
disponible el servicio web. El Organismo 
publicará en el micrositio “Presentaciones 
Digitales” los trámites que se irán habilitan-
do paulatinamente.

Según RG 4503 - Anexo I
Espacio de Diálogo AFIP - CPCESFE Acta 24 

del 09/10/19

Baja retroactiva de impuestos o regímenes
Ejecuciones fiscales - 

Dación de pago de embargos

(*) Senior en el Estudio Bertazza, Nicolini, Corti y Asociados. Profesor adjunto de Teoría y Técnica Impositiva I 
(EAD), Univ. FASTA.
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Según RG 4503 - Anexo I
Espacio de Diálogo AFIP - CPCESFE Acta 24 

del 09/10/19

Ejecuciones Fiscales – Plan de pago de 
Honorarios

Sistema registral - Registros especiales

Planes de pago. Anulaciones, cancelaciones 
anticipadas totales y otras

Ejecuciones fiscales - presentaciones y 
comunicaciones varias

Cambio fecha de cierre de ejercicio Zona de emergencia - Acreditación

Modificación del Estado Administrativo de la 
CUIT – Modalidad de reactivación presencial

 

Independientemente de los trámites enumerados en los cuadros anteriores debido al 
contexto de Aislamiento Social, Preventivo y Obligatorio en el marco de la emergencia 
sanitaria, la AFIP estableció el uso del servicio “Presentaciones Digitales” de manera ex-
cepcional y obligatoria —hasta el 30 de septiembre de 2020 (1)— en los siguientes casos:

Alta retroactiva de impuestos
Habilitación de comprobantes - Suspensión 

para acreditación ante dependencia

Aporte de documentación Reintegro SIR Impugnación - RG 79

Asociación de CUIT Modificación de capacidad productiva

Baja retroactiva en impuestos y/o regímenes
Modificación de nombres, 

apellido y/o género

Beneficio detracción anticipada
Modificación estado administrativo CUIT - 

Modalidad reactivación presencial

Bonos fiscales - Utilización de imputación en 
exceso de anticipos

MONOTRIBUTO - Modificación de categoría 
actual por error

Cambio de domicilio fiscal - Personas 
humanas

Planes de pago - Anulaciones, cancelaciones 
anticipadas totales y otras

Cambio de fecha de cierre de ejercicio
Presentación de escritos recursivos - 

Art. 74 decreto 1397/1979

Cancelación de inscripción por fallecimiento 
o alta de sucesión

Presentación F. 408 - Allanamiento o 
desistimiento

Capacidad Económica Financiera - CEF - 
Disconformidad

Presentación F. 885 - Modificación alta 
y baja de empleados - RG 2988

Carga de fecha de jubilación
Procesamiento o anulación de 

compensaciones

(1) Conforme: RG 4685 (BO 20/03/2020), RG 4749 (BO 30/06/2020), RG 4776 (BO 30/07/2020) y RG 4801 
(BO 28/08/2020).
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Certificado de capacidad económica - 
Personas con discapacidad

Promoción del desarrollo y producción de la 
biotecnología moderna

Certificado de exclusión de retención de IVA 
- RG 2226

Recupero de IVA por exportación

Certificado de exención impuesto a las 
ganancias - RG 2681

Registración de contratos - Oferta de entrega 
escritos, no primarios

Certificado de libre deuda previsional - 
Ley 13899

Registro de beneficios ICREDED - RG 3900

Certificado de no retención de impuesto a las 
ganancias - RG 830

Reimputación de pagos - Formulario 399

Certificado de no retención del régimen de 
seguridad social - Disconformidad

Reintegro de impuesto sobre los 
combustibles líquidos

Certificado de residencia fiscal Reorganización de sociedades

Certificado de ventajas impositivas - RG 2440 SIPER - Disconformidad

Consultas no vinculantes - 
Art. 12 decreto 1397/1979

SISA - Cesión gratuita con derecho a 
usufructo

Consultas vinculantes - RG 4497
SISA - Domicilio pendiente de validación en 

dependencia - Ex RFOG

Controlador fiscal - Baja y/o recambio de 
memoria

Solicitud de cartas de porte por excepción

Detracción para empleadores concesionarios 
de servicios públicos

Solicitud de cupos en el Registro de 
Entidades Emisoras de Garantías (REEG)

Devolución de saldos de libre disponibilidad 
- RG 2224

Solicitud de no retención impuesto a la 
transferencia de inmuebles

Ejecuciones fiscales - Dación de pago de 
embargos (Tít. II)

Solicitud de registración de DJ rectificativa en 
menos

Ejecuciones fiscales - Plan de pagos de 
honorarios

Solicitud de reintegro de saldo libre 
disponibilidad, transferencia RG 1466

Ejecuciones fiscales - Presentaciones y 
comunicaciones varias

Transferencia de importes convalidados - 
RG 1466

Empadronamiento de imprentas
Utilización de importes transferidos - 

RG 1466, art. 11 o RG 2000, art. 31

Factura M - Disconformidad Verificaciones - Respuesta requerimiento

Zona de emergencia - Acreditación  

Tho
mso

n R
eu

ter
s



36 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO NACIONAL - Opinión 

Estado actual del servicio web “Presentaciones digitales”

Como puede observarse, hay una serie 
de trámites que la RG 4503 había definido 
como optativos pero que, conforme lo esta-
blece la RG 4685 y modificatorias, se trans-
formaron en obligatorios. Además, existen 
otras gestiones disponibles que no surgen 
de las normas mencionadas, sino que han 
sido puestas a disposición por la AFIP y se 
encuentran enumeradas en el micrositio 
“Presentaciones Digitales”.

VI. Requisitos

Si bien el Fisco informa para cada trámi-
te cuales son los requisitos que se deben 
cumplir, es importante destacar que la pre-
sentación digital debe dar cumplimiento 
acabado a los plazos y condiciones esta-
blecidos por las normas particulares (p. ej., 
RG 2000, RG 2226, etc.).

Con relación a la documentación a ad-
juntar, la AFIP, ha dado a conocer que 
como consecuencia de la emergencia sani-
taria no se requerirá esta en original y copia 
para su autenticación, o en copia autenti-
cada por Escribano Público. Por lo tanto, 
la Administración Federal podrá requerir 
su certificación o promover su verificación 
domiciliaria, una vez transcurridas las me-
didas restrictivas por la pandemia.

VII. Exclusiones

Con carácter general, la RG 4503 dispu-
so que quedan excluidas las siguientes pre-
sentaciones:

- las que se efectúen a los fines de formu-
lar denuncias,

- las relativas a la sustanciación de suma-
rios por infracciones formales y/o materia-
les,

- las vinculadas a las vistas del procedi-
miento de determinación de oficio, y

- las relacionadas con los recursos previs-
tos en la ley 11.683 y en su Decreto Regla-
mentario.

En este punto, tenemos que poner en re-
lieve que la RG 4685 estableció con carácter 

excepcional y obligatorio la realización de 
presentaciones digitales vinculadas al re-
curso previsto en el art. 74 del decreto regla-
mentario de la ley 11.683 (DR 1397/1979).

Asimismo, quedan fuera de la normativa 
bajo análisis las presentaciones relaciona-
das con impugnaciones planteadas respec-
to de deudas determinadas por conceptos 
relativos a los recursos de la seguridad so-
cial, reglados por la ley 18.820 y de aquellos 
planteos interpuestos conforme a lo esta-
blecido en el art. 11 de la ley 21.864.

VIII. Funcionalidades

El servicio “Presentaciones Digitales” 
permitirá efectuar las acciones que se indi-
can a continuación:

a) Realizar la presentación digital por un 
trámite nuevo o uno relacionado con una 
presentación complementaria/anterior, 
pudiendo indicar —en su caso— la opción 
“Pronto Despacho”.

b) Visualizar el estado de la gestión de la 
presentación realizada:

- Borrador: clasificación asignada hasta 
tanto la presentación digital no sea enviada.

- Asociada a principal: clasificación asig-
nada a la presentación digital complemen-
taria de un trámite principal presentado.

- Enviada: clasificación asignada a la pre-
sentación digital admitida.

El sistema otorgará un número de solici-
tud para su seguimiento y la remitirá al área 
competente para su tratamiento teniendo 
en cuenta el trámite seleccionado y la de-
pendencia de su jurisdicción.

- En curso: clasificación asignada a la pre-
sentación digital recibida por el área inter-
viniente.

- Finalizada: clasificación asignada a la 
presentación digital resuelta.

- Puesta a disposición de otros sistemas.
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c) Cancelar, guardar y enviar la presenta-
ción digital realizada.

d) Eliminar la presentación digital clasifi-
cada en estado borrador.

e) Desistir la solicitud efectuada cuando 
no se encuentre finalizada.

IX. Palabras finales

El actual contexto de aislamiento ha pro-
fundizado la digitalización de las Adminis-
traciones Tributarias en general.

En el caso particular del servicio web de 
AFIP “Presentaciones Digitales” se observa 
un incremento significativo en la cantidad 
de trámites disponibles, pasando de apenas 

cinco con la sanción de la RG 4503 a más de 
ochenta en la actualidad.

Asimismo, resulta de vital importancia 
tener presente que el servicio “Presentacio-
nes Digitales” es un medio para dar cumpli-
miento a las normas de fondo, ya que, son 
estas últimas las que regulan los trámites 
gestionados a través del mencionado ser-
vicio. Por lo tanto, serán los requisitos que 
surgen de tal normativa los que deberán 
observarse.

Se celebran las herramientas que faci-
litan el cumplimiento de las obligaciones 
fiscales por parte de los contribuyentes y 
responsables, ya que, permiten lograr una 
reducción de costos y tiempos.
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Espacio de diálogo AFIP - 
Entidades profesionales
Acta n.º 36 del 27/08/2020

AFIP

I. Temas técnicos y legales

I.1. Impuesto a las ganancias

I.1.a. Tratamiento de dividendos. Socie-
dad holding

El art. 68 de la Ley del Impuesto a las Ga-
nancias define que no serán computables 
por sociedades del país, el importe de los 
dividendos percibidos de otras sociedades 
de las que resulten socios.

Asimismo, el art 119 del dec. regl. de la 
Ley de Impuesto a las Ganancias dispone, 
en su segundo párrafo, que no resultará de 
aplicación la tributación sobre la distribu-
ción de utilidades que correspondan a ga-
nancias impositivas acumuladas al cierre 
del ejercicio inmediato anterior al iniciado 
a partir del 1 de enero de 2018.

Se plantea el siguiente caso: una sociedad 
anónima tiene resultados acumulados por 
$5.000.000 anteriores al 31/12/2017 y posee 
dos accionistas: una persona humana “XX” 
que posee el 25% del capital y una sociedad 
“YY” que posee el 75% restante.

En abril de 2019 distribuye esos resulta-
dos votando dividendos por $5.000.000 a 
sus accionistas. El accionista persona huma-
na “XX” no sufre ninguna retención ni está 
alcanzado por el impuesto cedular a los di-
videndos porque la sociedad distribuye utili-
dades acumuladas anteriores al 31/12/2017, 
mientras que la sociedad “YY” que resulta 
accionista los recibe como no computables 
y los distribuye a su vez como dividendos a 
sus accionistas personas humanas.

La consulta es: la sociedad “YY” - cuyo cie-
rre de ejercicio es 30/09/2019 que recibió en 
abril 2019 esos dividendos (originados en 
2017 para su controlada), cuando los distri-
buye a sus propios accionistas en el mes de 
diciembre 2019, ¿tiene que retener el 7% por 
haberlos recibido y distribuirlos durante el 
período fiscal 2019 o no corresponde que tri-
buten sus accionistas sobre estas utilidades 
que la controlada mantuvo acumuladas?

Respuesta de AFIP:

El segundo párrafo del art. 119 del 
dec. regl. del impuesto establece: “El im-
puesto del art. 97 de la ley, así como el del 
inciso b) del primer párrafo de su artícu- 
lo 73, no resultarán aplicables en la medida 
que los dividendos y utilidades distribuidas 
correspondan a ganancias impositivas acu-
muladas al cierre del ejercicio inmediato 
anterior al iniciado a partir del 1 de enero 
de 2018 que hubieran tributado a la tasa del 
treinta y cinco por ciento (35%)”.

Al respecto, no existiendo una disposi-
ción en la reglamentación que habilite lo que 
se pretende, debe interpretarse que la nor-
ma hace referencia a que son las utilidades 
acumuladas en la entidad que las distribuye 
aquellas por las que debió haberse tributa-
do a la tasa del 35%, independientemente de 
que estén integradas por otras que, a su vez, 
han estado sometidas a dicha tasa.

I.1.b. Deducibilidad de intereses

La ley 27.430 introdujo una limitación a 
la deducibilidad de intereses por parte de 
ciertos sujetos que tributan por la 3ª cate-
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goría en lo que respecta estrictamente a los 
pasos que deben darse para definir si estos 
resultan o no deducibles (sin referirnos a la 
cuantía de los intereses), excepto a lo indi-
cado en el punto 1) siguiente:

Análisis de Precios de Transferencia 
(para el caso que corresponda beneficiarios 
del exterior), a fin de determinar el monto 
máximo a considerar para la deducibilidad 
del gasto.

Análisis del límite de deducibilidad del 
art. 85 a):

- Beneficiario de los intereses del país: en 
caso de que el beneficiario de los intere-
ses sea un sujeto vinculado del país, debe-
rá analizarse en primer lugar si se verifica 
la exigencia prevista en la última parte del 
primer párrafo del art. 200 del dec. regl. 
del impuesto a las Ganancias (si el impues-
to determinado es igual o superior al mon-
to que surja de aplicar la alícuota prevista 
en el inc. a) del art. 73 de la ley a las sumas 
que fueran deducibles para el sujeto que 
los paga):

En caso de que la respuesta a esa condi-
ción sea afirmativa, entonces no aplica li-
mitación a la deducibilidad de intereses.

Para el caso que la respuesta sea negativa, 
deberá aplicarse la normativa prevista para 
la limitación a la deducibilidad de los inte-
reses.

- Beneficiario de los intereses del exterior: 
En caso de que el beneficiario de los intere-
ses sea un sujeto vinculado del exterior, de-
berá analizarse en primer lugar si se verifica 
la exigencia prevista en el segundo párrafo 
del art. 200 del dec. regl. del impuesto a las 
Ganancias (que los intereses se encuen-
tren sujetos a la retención con carácter de 
pago único y definitivo a beneficiarios del 
exterior, aun cuando la retención no sea 
procedente por resultar de aplicación un 
convenio para evitar la doble imposición 
entre Argentina y otro país).

Si la respuesta es que corresponde la re-
tención y/o aplicación de algún tratado, si 
el pago se realiza:

i) Antes vto. DJ: no aplica limitación a la 
deducibilidad de intereses.

ii) Después vto. DJ: no es deducible el 
interés por aplicación del último párrafo 
art. 24 de la Ley del Impuesto a las Ganancias.

En caso de que la respuesta sea que no 
corresponde ninguna retención (no por 
aplicación de un convenio para evitar la 
doble imposición), entonces sí correspon-
de efectuar el análisis de la limitación pre-
vista para la deducibilidad de los intereses.

¿Se comparte este criterio?

Respuesta de AFIP:

Se comparte el criterio, detallando a 
continuación la normativa relativa a la li-
mitación en la deducibilidad de intereses 
aplicable a cada caso:

- Beneficiario del país:

No aplica la limitación en la deducibili-
dad de los intereses si tales intereses se in-
cluyen en la declaración jurada de sujetos 
residentes en el país como ganancia grava-
da y el impuesto determinado de estos últi-
mos es igual o superior al monto que surja 
de aplicar la alícuota prevista en el inciso a) 
del art. 73 de la ley a las sumas que fueran 
deducibles para el sujeto que los paga [ar-
tículo 85, 7° párrafo, apartado 6, de la Ley 
de Impuesto a las Ganancias (LIG) y artícu- 
lo 200 del Anexo del dec. 862/19 (DR), 
1° párrafo].

Aplica la limitación referida si no se cum-
ple con las condiciones expuestas en el pá-
rrafo anterior (artículo 85, 4° párrafo, de la 
LIG).

- Beneficiario del exterior:

Para pagos efectuados antes del venci-
miento de la declaración jurada: los inte-
reses son deducibles, SIN limitación en el 
caso de que estén sujetos a retención del 
impuesto con carácter de pago único y 
definitivo, aun cuando la retención se en-
cuentre limitada o no sea procedente por 
resultar de aplicación un convenio para 
evitar la doble imposición (CDI); son dedu-
cibles con limitación cuando no estén su-

Espacio de diálogo AFIP - Entidades profesionales

Tho
mso

n R
eu

ter
s



SEPTIEMBRE 2020 | Nº 84 • IMPUESTOS | PP • 43 

AFIP

jetos a retención y no sea aplicable un CDI 
(art. 24, último párrafo y art. 85, 7° párr., 
apart. 6, de la LIG y artículo 200 del DR, 2° 
párrafo).

Para pagos efectuados después del ven-
cimiento de la declaración jurada: los in-
tereses no son deducibles (art. 24, último 
párrafo de la LIG).

I.1.c. Ajuste por inflación impositivo

La ley permite computar 1/6 del ajuste 
por inflación en los ejercicios siguientes. 
Pero puede suceder que un contribuyente 
aplica el ajuste en año 2019 y en 2020 y lue-
go pasa al Monotributo. ¿Se puede compu-
tar como excepción todo el ajuste ya que no 
lo podrá diferir o pierde ese ajuste por los 
años 5 años siguientes que está en Régimen 
Simplificado? No surge el tratamiento a dis-
pensar del artículo 106 último párrafo de la 
ley del tributo. ¿Cuál es el tratamiento?

Respuesta de AFIP:

La situación particular planteada no se en-
cuentra prevista por la ley ni el reglamento. 
Por lo tanto, el ajuste por inflación no com-
putado no sería susceptible de computarse 
anticipadamente, en este caso, en el ejerci-
cio del paso al régimen simplificado.

I.2. Impuesto sobre los bienes personales

I.2.a. Anticipos 2020

Ya se efectuaron presentaciones del im-
puesto sobre los bienes personales por el 
año fiscal 2019 y ello permite verificar el re-
gistro de la obligación de pago de anticipos 
a cuenta del año fiscal 2020 en el Sistema de 
Cuentas Tributarias.

Ese sistema muestra no solo el impor-
te de los anticipos sino también el impor-
te del pago a cuenta del impuesto sobre los 
bienes situados en el exterior sujetos al im-
puesto. Se advierte que los importes que 
se registran como anticipos a cuenta del 
año 2020 —consignando sus respectivas 
fechas de vencimiento— no son correctos 
por cuanto se han calculado sobre la base 
del impuesto total determinado por el año 
2019, incluyendo el impuesto determinado 

por ese año sobre los bienes situados en el 
exterior sujetos a la sobretasa dispuesta por 
el dec. 99/2019.

Ese modo de cálculo de los anticipos no 
se considera correcto ya que ignora las nor-
mas de la RG 4673 y más aún las disposi-
ciones de los arts. 9 a 11 del dec. 99/2019 
(Título II del dec. 99/2019 referido a la 
exención del pago de la sobre tasa sobre el 
valor de los bienes situados en el exterior 
gravados).

El art. 11 de ese decreto libera del pago 
del impuesto adicional en el caso de la re-
patriación del 5% de los activos en el ex-
terior. Esta liberación fue correctamente 
considerada en la RG 4673 al disponer un 
pago a cuenta del mayor impuesto solo lue-
go del vencimiento del plazo para ejecutar 
la repatriación liberatoria de esa mayor tri-
butación y sin modificar los anticipos del 
impuesto calculados sobre la base del im-
puesto determinado de acuerdo con la es-
cala general de tasas del gravamen definida 
en la ley.

La RG 4673 correctamente reconoció la 
liberación de la sobretasa sobre los bienes 
situados en el exterior sujetos al impuesto, 
tanto con relación al año fiscal 2019 como 
también con respecto al año fiscal 2020 y 
previó, en consecuencia, la liberación del 
pago a cuenta de ese mayor impuesto (que 
para el año 2020 deberá efectuarse hasta 
el 05/04/2021) mediante la solicitud de su 
exención prevista en su art. 4. De lo contra-
rio, el art. 1° de la RG 4673 obliga a ingresar 
como pago a cuenta un 0.5% del valor de los 
bienes del exterior (en el caso bajo análisis 
los existentes al 31/12/2019).

Es decir que los bienes situados en el ex-
terior gravados con el impuesto al cierre del 
año 2019 no deben generar mayor pago a 
cuenta del impuesto por el año 2020 que el 
pago a cuenta previsto en la RG 4673 y con-
dicionado al no ejercicio de la repatriación 
del 5% prevista en el dec. 99/2019.

Los anticipos de acuerdo con el régi-
men general de anticipos de este impues-
to a cuenta del año 2020 de responsables 
que no efectuaron la repatriación por el 
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año 2019 deben ser calculados no sobre 
la base del impuesto total determinado 
en la DDJJ 2019 sino sobre el recálculo 
del impuesto del 2019 adicionando el va-
lor de los bienes en el exterior al total de 
los bienes en país.

El régimen general de anticipos —res-
petando las normas del dec. 99/2019 y la 
RG 4673— debe ser único para todos los 
contribuyentes sobre el impuesto total de-
terminado según la escala general del im-
puesto, es decir como si no hubiera sido 
aplicable la sobretasa en el período base 
para la determinación de los anticipos.

El modo en que se registraron en Cuen-
tas Tributarias los anticipos para el año fis-
cal 2020 duplica una obligación de pago en 
base a los bienes en el exterior sin causa en 
una obligación tributaria real.

Respuesta de AFIP:

Al respecto, existe una pregunta ya publi-
cada dentro de preguntas frecuentes en la 
web:

ID 25605558: ¿Cómo se calculan los an-
ticipos del Impuesto sobre los Bienes Per-
sonales correspondientes al período fiscal 
2020?

14/08/2020 12:00:00 a.m.

Ante las dudas planteadas con relación al 
cálculo de los anticipos del impuesto sobre 
los bienes personales correspondientes al 
período fiscal 2020, se aclara que se encuen-
tran determinados conforme el art. 22 de la 
RG AFIP 2151; es decir aplicando el 20% so-
bre el monto del impuesto determinado en 
el período fiscal inmediato anterior a aquel 
al que corresponderá imputarlos, detraída 
—de corresponder— la suma computada 
como pago a cuenta de los gravámenes si-
milares pagados en el exterior.

Sin perjuicio de ello, si el contribuyente 
considera que la suma a ingresar en con-
cepto de anticipos superará el importe de-
finitivo de la obligación del período fiscal 
al cual deban imputarse, podrá optar por 
efectuar los citados pagos a cuenta por un 
monto equivalente al resultante de la es-

timación que practique - Régimen opcio-
nal de anticipos - Capítulo B de la citada 
norma.

Finalmente, se deja constancia que el 
cálculo de los anticipos es único e igual 
para todos los contribuyentes, no toman-
do en consideración hechos futuros (v.gr. 
repatriación de activos en el exterior, de-
pósito en cuentas exentas de dinero en 
efectivo, donación de bienes gravados, en-
tre otros).

I.2.b. Bienes personales. Tratamiento de 
créditos hipotecarios UVA

Se interpreta que a los efectos de valuar 
los préstamos UVA otorgados para la com-
pra, construcción o mejora de la casa ha-
bitación se deberá computar el total del 
capital adeudado por el valor de la UVA pu-
blicado por el Banco Central de la Repú-
blica Argentina al 31/12 de cada año. ¿Se 
comparte el criterio?

Respuesta de AFIP:

El cuarto párrafo del inc. a) del art. 22 de 
la Ley del Impuesto prevé para la valua-
ción de los inmuebles: “De tratarse de in-
muebles destinados a casa-habitación del 
contribuyente, o del causante en el caso 
de sucesiones indivisas, del valor determi-
nado de conformidad a las disposiciones 
de este inciso podrá deducirse el importe 
adeudado al 31 de diciembre de cada año 
en concepto de créditos que hubieren sido 
otorgados para la compra o construcción 
de dichos inmuebles o para la realización 
de mejoras en los mismos”.

Por lo tanto, a esos fines deberá compu-
tarse el monto en pesos de la cantidad de 
UVA adeudado, calculadas tales unidades 
a la cotización del 31 de diciembre de cada 
año publicada por el Banco Central de la 
República Argentina.

I.2.c. Impuesto sobre los bienes persona-
les. Acciones y participaciones societarias. 
SAS

El artículo incorporado a continuación 
del 25 de la Ley de Bienes Personales esta-
blece que “el gravamen correspondiente a 
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las acciones o participaciones en el capi-
tal de las sociedades regidas por la Ley Ge-
neral de Sociedades, ley 19.550, t.o. 1984 y 
sus modificaciones, cuyos titulares sean 
personas humanas y/o sucesiones indivi-
sas domiciliadas en el país o en el exterior, 
y/o sociedades y/o cualquier otra persona 
jurídica, domiciliada en el exterior, será li-
quidado o ingresado por las sociedades re-
gidas por esa ley y la alícuota a aplicar será 
de cincuenta centésimos por ciento (0,50%) 
sobre el valor determinado de acuerdo con 
lo establecido por el inc. h) del art. 22 de la 
presente norma...”.

Las sociedades por acciones simplifica-
das (SAS) fueron creadas por la ley 27.349. 
Se consulta si estas deben considerarse al-
canzadas por las disposiciones de la res-
ponsabilidad sustituta o si, por el contrario, 
los socios deben incluir como gravadas en 
su DDJJ personal, su participación en di-
chas sociedades.

Respuesta de AFIP:

Mediante la ley 27.349 se crearon las so-
ciedades por acciones simplificadas y re-
guló determinados aspectos referidos a la 
constitución y funcionamiento de estas que 
el legislador consideró pertinente. En tal 
sentido, en el marco de dicho plexo legal 
se previó puntualmente que todas aquellas 
cuestiones que involucren a dichas socie-
dades y que no se encuentren dentro de la 
regulación específica dispuesta por aque-
lla, se regirán por la ley 19.550 —Ley de So-
ciedades Comerciales—.

En efecto, el art. 33 de la norma legal en 
trato crea “...la sociedad por acciones sim-
plificada, identificada en adelante como 
SAS, como un nuevo tipo societario, con 
el alcance y las características previstas en 
esta ley. Supletoriamente, serán de aplica-
ción las disposiciones de la Ley General de 
Sociedades, 19.550, t. o. 1984, en cuanto se 
concilien con las de esta ley”.

Como puede observarse la ley 27.349, 
prevé que las SAS no solo se rigen por su ley 
especial de creación —en aquellos aspec-
tos específicos previstos por el legislador— 
sino también por la ley 19.550, la cual rige, 

con carácter residual, en todos los aspectos 
no alcanzados por aquella.

Así pues, se interpreta que sin perjuicio 
de que las SAS se encuentren reguladas por 
los términos de la ley 27.349, revisten asi-
mismo el carácter de sociedades regidas 
por la ley 19.550.

De este modo, puede apreciarse que las 
SAS quedan alcanzadas por el régimen de 
responsabilidad sustitutiva previsto en el 
artículo sin número incorporado a conti-
nuación del art. 25 de la Ley de Impuesto 
sobre los Bienes Personales, atento a que 
este alcanza a las sociedades “regidas por la 
Ley General de Sociedades, ley 19.550, t.o. 
1984 y sus modificaciones”.

I.2.d. Casa habitación. Cesión de nuda 
propiedad

Madre viuda cede nuda propiedad a sus 
hijos y constituyen derecho de usufructo 
sobre el inmueble. Este es su casa habita-
ción desde siempre. El usufructo lo consti-
tuyó hace 10 años.

Hasta la fecha consignaba como bien 
dentro de su activo el derecho real de usu-
fructo sobre dicha vivienda. ¿Podría impu-
tarlo como casa habitación? ¿Aplicaría la 
exención?

Respuesta de AFIP:

El quinto párrafo del inc. a) del art. 22 de 
la Ley del Impuesto prevé: “En los supues-
tos de cesión gratuita de la nuda propiedad 
con reserva del usufructo, el cedente deberá 
computar, cuando corresponda a los fines 
de este impuesto, el valor total del inmue-
ble, determinado de acuerdo con las nor-
mas de este inciso. En los casos de cesión 
de la nuda propiedad de un inmueble por 
contrato oneroso con reserva de usufructo 
se considerarán titulares por mitades a los 
nudos propietarios y a los usufructuarios”.

No surge del planteo si se trató de una ce-
sión onerosa o gratuita, ni si los cesionarios 
conviven en la vivienda en cuestión.

Por ello, se asume que si se tratare de al-
guna de esas situaciones particulares se 
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habría planteado en la consulta. En con-
secuencia, se asumirá que se trató de una 
cesión gratuita y que solo la cedente usu-
fructuaria da uso de casa habitación a la 
propiedad.

En tal caso, se aplicará respecto de la ce-
dente usufructuaria la exclusión prevista en 
el segundo párrafo del art. 24 de la ley.

I.3. Temas varios

I.3.a. Contribución extraordinaria de mu-
tuales. Actividad de seguros. Alcances

Mediante la ley 27.486 se creó una Con-
tribución Extraordinaria sobre el Capi-
tal de las mutuales y cooperativas, siendo 
los sujetos obligados a dicha contribución 
las cooperativas o mutuales, que desarro-
llen como actividad principal: actividad de 
ahorro, de crédito y/o financieras, de segu-
ros y/o reaseguros y sin importar la moda-
lidad que adopten para desarrollar dichas 
actividades —excluyendo a las mutuales 
que tengan por objeto principal la realiza-
ción de actividades de seguro de respon-
sabilidad civil de vehículos automotores 
destinados al transporte público de pasaje-
ros y ART mutual—.

Es importante mencionar que los servi-
cios de medicina prepaga prestados por 
cooperativas y mutuales podrían encuadrar 
en el nomenclador de actividades vigente 
de AFIP dentro de la siguiente actividad:

- Act. N° 651110: Servicios de Seguros de 
salud (incluye medicina prepaga y mutua-
les de salud)

Cuando la norma indica como sujetos 
obligados a la Contribución Extraordinaria 
a las cooperativas y mutuales que desarro-
llen la actividad de seguros, entendemos que 
esta refiere únicamente a aquellos servicios 
de seguros patrimoniales o de personas 
encuadrados en la Ley de Seguros 17.418 
realizados por las entidades de seguros 
de la ley 20.091; es decir que las coopera-
tivas y mutuales que realicen la actividad 
de “servicio de seguros de salud - medici-
na prepaga” regulada por la ley 26.682 no se 
encuentran alcanzadas por la contribución 
extraordinaria establecida por la ley 27.486.

¿Se comparte el criterio?

Respuesta de AFIP:

Se interpreta que los servicios de medici-
na prepaga prestados por mutuales y coo-
perativas no se encuentran dentro de las 
actividades que determinan que el sujeto esté 
obligado a la contribución extraordinaria.

Ni el mensaje de elevación ni en el deba-
te parlamentario se hace referencia a otros 
seguros que no se consideren dentro de la 
actividad financiera.

I.3.b. Régimen de información de partici-
paciones societarias. RG 4697

La RG 4697 modifica y amplía el Régimen 
de información anual de participaciones 
societarias, registración de operaciones de 
transferencias y/o cesiones de títulos, accio-
nes y otras participaciones, e instrumenta el 
Registro de Entidades Pasivas del Exterior.

Fundaciones de interés privado: ¿de-
berían informar? El art. 1º, inc. 3 de la 
RG 4697 excluye de la obligación de informar 
a los fideicomisos y fundaciones. La RG 3312 
que establece un régimen de información 
anual y de registración de operaciones para 
los fideicomisos financieros y no financieros 
constituidos en el país y en el exterior no in-
cluye a las fundaciones de interés privado. 
La conclusión es que las fundaciones de in-
terés privado no están obligadas a cumplir 
ningún régimen de información de esta ín-
dole. ¿Se comparte el criterio?

Respuesta de AFIP:

Las fundaciones de interés privado no re-
sultan objeto del régimen de información 
previsto por la RG 4697 ni tampoco se en-
cuentran comprendidas en el régimen de 
información previsto por la RG 3312.

Atento lo expuesto se comparte el criterio 
indicado precedentemente.

I.3.c. Registro de entidades pasivas del ex-
terior. RG 4697

Entendemos que la obligación de infor-
mar anualmente al “Registro de Entidades 
Pasivas del Exterior” no alcanza a quienes, 
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en ocasión del Sinceramiento Fiscal, ley 
27.260, desafectaron, en función del art. 39 
de dicha norma, la totalidad de los activos 
que estaban en poder de tales entidades 
asumiéndolos a todos los efectos impositi-
vos como de propiedad de la persona hu-
mana que los reconoció. Ello a pesar de que 
la entidad del exterior sigue vigente en el 
país en el que fue constituida ¿Se comparte 
el criterio?

Respuesta de AFIP:

Resulta necesario realizar una serie de 
precisiones respecto a los casos compren-
didos bajo este supuesto.

Conforme lo dispone el dec. 895/2016, 
reglamentario de la ley 27.260, las personas 
humanas o sucesiones indivisas que ha-
yan optado por exteriorizar activos perte-
necientes a entidades del exterior pudieron 
hacerlo sobre aquellos que formaban par-
te del patrimonio del ente hasta la fecha de 
promulgación de dicha ley, es decir, el 22 de 
julio de 2016.

En este sentido, si una persona humana 
o sucesión indivisa desafectó todos los bie-
nes generadores de rentas pasivas de di-
chas entidades asumiéndolos, a todos los 
efectos impositivos, como de su propiedad 
a partir del 2016, no corresponde que la 
persona humana o sucesión cumplimente 
el régimen de información previsto por la 
RG 4697, dado que, en principio, no queda-
rían bienes generadores de rentas pasivas a 
nombre de la entidad.

Ahora bien, dado que dicha declaración 
de exteriorización resultó manifiesta, por 
única vez, hasta el 22 de julio de 2016, co-
rresponde realizar una mención respecto a 
los períodos posteriores.

Tal como lo dispone el art. 15, inc. b), de 
la RG 4697, el Registro de Entidades Pasi-
vas del Exterior resulta operativo a partir 
del ejercicio 2016. En este sentido, en caso 
de que la entidad del exterior, cuyos bie-
nes fueron declarados en cabeza de per-
sonas humanas en el Sinceramiento, haya 
adquirido nuevos bienes generadores de 
más de un 50% de rentas pasivas, deberán, 

aquellos sujetos que posean una participa-
ción superior al 50% en los entes (o es en-
cuentren comprendidos en las situaciones 
de hecho que la resolución equipara a esa 
participación), cumplir con el régimen de 
información.

I.3.d. Solicitud de inscripción. Obtención 
de la CUIT

Una sociedad simple o sociedad regular 
constituida antes de la pandemia que no 
posee CUIT, ¿cómo hace si quiere comen-
zar a facturar en área AMBA, que no tiene 
habilitado en Presentaciones Digitales en 
Personas Jurídicas el trámite para gestión 
de CUIT? El F. 420J se puede presentar, pero 
¿cómo se continua el trámite, si las agen-
cias están cerradas y no hay un trámite es-
pecífico?

Respuesta de AFIP:

Se encuentra en análisis un procedimien-
to que permita realizar la correspondiente 
solicitud de alta de CUIT para personas ju-
rídicas mediante el servicio con clave fiscal 
denominado “Presentaciones Digitales”.

II. Temas operativos

II.1. Impuesto PAIS. Devolución de sumas 
incorrectamente percibidas

Mediante el Capítulo 6 (arts. 35 a 44) de 
la ley 27.541(BO 23/12/2019) se creó el im-
puesto PAÍS, consistente en gravar con el 
30% el uso de divisas para gastos de cierto 
tipo en el exterior o en el país. En este mar-
co, las compañías aéreas y las agencias de 
viajes y turismo deben actuar como agentes 
de percepción del citado tributo, de acuer-
do con lo dispuesto en los incisos c) y d) del 
art. 37 de la ley. La reglamentación del gra-
vamen corre por cuenta de los arts. 14 a 19 
del dec. 99/2019 (BO 25/1/2020).

A su turno, en función de lo previsto por 
el art. 10 de la RG 4659 (BO 7/01/2020), se 
ha dispuesto que cuando no corresponda la 
percepción practicada se podrá solicitar la 
devolución del gravamen percibido. No exis-
tiendo más precisiones acerca de “cuando 
no corresponde la percepción practicada”.
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A raíz de la pandemia causada por el 
COVID-19 se han suspendido multiplici-
dad de viajes y servicios que fueron obje-
to de la percepción y es notorio que varias 
compañías aéreas están devolviendo los 
importes pagados por las prestaciones gra-
vadas, pero sin incluir la restitución del im-
puesto PAÍS. No obstante, la cancelación de 
la operación supone un claro caso de no co-
rresponder la percepción practicada.

Frente a la pérdida de poder adquisitivo de 
nuestra moneda, es imperioso intentar obte-
ner rápidamente las devoluciones del caso.

¿Se comparte este criterio?

Respuesta de AFIP:

Sobre el particular, la RG 4659/2020, en su 
art. 10 establece que cuando no correspon-
da la percepción practicada, el adquirente, 
prestatario y/o locatario podrá solicitar la 
devolución del gravamen percibido ante el 
agente de percepción correspondiente.

En tan sentido, las devoluciones se debe-
rán gestionar ante el agente de percepción 
respectivo.

Asimismo, el Agente de percepción in-
formará las devoluciones efectuadas en las 
declaraciones juradas del Si.Co.Re. en el pe-
ríodo en que estas se realizaron, conforme 
las previsiones dispuestas en la RG 2233.

II.2. Oficios judiciales

Actividad judicial y TFN: se solicita que 
se permita diligenciar los oficios de manera 
electrónica en las distintas direcciones regio-
nales de AFIP para poder contestar directa-
mente en el expediente correspondiente.

Respuesta de AFIP:

Respecto el planteo, se informa que fue 
creada la siguiente casilla de correo elec-
trónico para dar seguimiento a los oficios, 
correspondientes a CABA y Gran Buenos 
Aires: oficios_afip@afip.gob.ar.

II.3. Disponibilidad del servicio. RG 4717/ 
2020. Precios de transferencia

La RG 4717, establece en el art. 48 la obli-
gación de presentar el F 2668.

Al día de la fecha, no se encuentra dis-
ponible dicho servicio, siendo que la fecha 
de publicación de dicha resolución fue el 
15/05/2020. Se consulta cuándo estará dis-
ponible el servicio, a los fines de hacer efec-
tivo el cumplimiento de dicha obligación.

Respuesta de AFIP:

El servicio web “Operaciones Interna-
cionales” que permite informar las tran-
sacciones internacionales alcanzadas por 
el régimen y mediante el cual se genera el 
Formulario F2668, se encuentra disponible 
desde el día 24/06/2020 para realizar la car-
ga de los datos solicitados y a partir del día 
02/07/2020 para la presentación.

Para adherirse al servicio los sujetos al-
canzados deberán acceder con CUIT y Cla-
ve Fiscal, desde el sitio web institucional 
www.afip.gob.ar, al servicio “Operaciones 
Internacionales”.

En el Micrositio de Operaciones Inter-
nacionales (https://www.afip.gob.ar/ope-
raciones-internacionales/) encontrará 
información detallada sobre las nuevas for-
malidades, requisitos y demás condiciones 
que deben observar los sujetos alcanzados.

II.4. Inconvenientes en la solicitud de cer-
tificado pyme

Dada la importancia de contar con un 
certificado pyme a efectos de poder acce-
der a beneficios fiscales, particularmente 
en lo que respecta a la moratoria vigente, en 
este último tiempo se efectuaron una canti-
dad considerable de pedidos, razón por la 
cual es comprensible una pequeña demo-
ra en la confirmación de estos, no obstante, 
ello se plantean una llamativa cantidad de 
casos en los que el trámite fue iniciado hace 
2 o más meses y aún no se recibe repuesta.

Cabe aclarar que se han presentado: con-
sultas web, reclamos web y presentaciones 
digitales y que, en la mayoría de los casos, 
las repuestas son atribuibles a una demo-
ra de la secretaria pyme. Por ello, se remi-
tieron los mails y comunicaciones varias 
al Ministerio interviniente, adjuntando in-
formación complementaria por mail y por 
TAD, recibiendo como repuesta, en todos 
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los casos, que AFIP no ha remitido la solici-
tud F. 1272 oportunamente presentada.

Luego de presentar el F. 1272 por TAD y 
por otros medios disponibles, la repuesta es 
que se debe aguardar una comunicación en 
el DFE. A más de 1 mes de esa última comu-
nicación aún no hay novedades.

Claramente esta situación lleva a que, si 
bien el sistema habilita la carga de la mora-
toria, esta se encuentra en forma condicio-
nal hasta tanto no se obtenga el certificado 
definitivo, con todos los inconvenientes e 
incertidumbre que esto acarrea.

Respuesta de AFIP:

En el circuito de solicitud del certifica-
do pyme, AFIP remite todos los F. 1272 a 
la SEPYME. Cuando se registran inconve-
nientes de parte de la SEPYME al momento 
de recibir los F. 1272, estos son reclama-
dos para su reenvío el que se efectúa con la 
mayor celeridad posible. No obstante, será 
revisado a fin de considerar la situación 
planteada.

II.5. Liquidación anual de trabajadores en 
relación de dependencia, jubilados y/o pen-
sionados, entre otros, correspondiente al pe-
ríodo fiscal 2019. Presentación anterior al 
28/05/2020

El pasado 28/05/2020 se publicó en el BO 
la RG 4725, que además de prorrogar —con 
carácter de excepción— hasta el 3/7/2020, 
el plazo para que los agentes de retención 
practiquen y presenten ante la AFIP, de co-
rresponder, la liquidación anual del pe-
ríodo fiscal 2019 por el régimen de la RG 
4003 y sus mod., también modificó el mo-
delo de esta —previsto en el Anexo III de 
la referida norma—, a los fines de adaptar 
su formato al tratamiento dispuesto en el 
art. 46 de la ley 27.541 —respecto del au-
mento del 20 % sobre los importes de las 
deducciones personales en concepto de 
mínimo no imponible y deducción espe-
cial incrementada, establecido por el dec. 
561/2019—.

Dado que muchos agentes de retención 
ya habían practicado y presentado a la AFIP 

—en los casos en que correspondía— la re-
ferida liquidación anual con anterioridad a 
la publicación en el Boletín oficial de la re-
ferida RG 4725 (puesto que el 29/05/2020 
vencía dicho plazo) y por lo tanto emplean-
do el modelo anterior, es decir, sin contem-
plar lo dispuesto por la ley de solidaridad, 
de exponer en forma separada de los con-
ceptos de mínimo no imponible y de de-
ducción especial incrementada el aumento 
del 20 %.

Se consulta si en esos casos se debe volver 
a presentar a la AFIP el archivo en formato 
.txt, adaptado al nuevo modelo contempla-
do en el referido Anexo III de la RG 4003, 
modificada por la RG 4725, a los fines de 
obtener nuevamente el F. 1357.

Respuesta de AFIP:

No deben volver a presentar el archivo 
utilizando la versión 2, ya que se toman 
como válidas las presentadas con la versión 
1. No obstante, de tener que presentarse 
una rectificativa posterior, deberá utilizarse 
la versión 2.

III. Miembros participantes

III.1. Externos

- FAGCE - Federación Argentina de Gra-
duados en Ciencias Económicas.

- FACPCE - Federación Argentina de Con-
sejos Profesionales de Ciencias Económi-
cas.

- CGCE de CABA - Colegio de Graduados 
en Ciencias Económicas de CABA.

- AAEF - Asociación Argentina de Estu-
dios Fiscales.

III.2. AFIP 

Ignacio Yasky (SDG SEC), Gonzalo Che-
ccacci (DI PyNSC), Luis Desalvo (SDG SEC), 
Raúl Bargiano (SDG SEC), Constanza 
Chiapperi (DE EVAS), Lucas Gómez (DE 
EVAS), Fabiana Bermúdez (DE EVAS), 
Matías Werbin (DI PyNR), Cecilia Dorosz 
(DI PyNR), Patricia García (DI FIIN), Adrián 
Groppoli (DI ATEC), Sandra Arandez 
(DI PyNF).

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Tho
mso

n R
eu

ter
s



apliCaCión práCtiCa

Tho
mso

n R
eu

ter
s



Tho
mso

n R
eu

ter
s



SEPTIEMBRE 2020 | Nº 84 • IMPUESTOS | PP • 53 

Libro de IVA Digital: un registro  
en construcción

Carla Lombardi (*)

Las nuevas tecnologías permiten a las administraciones tributarias ser más eficaces y 
eficientes en la búsqueda del cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales por 
parte de los contribuyentes. En esa línea, AFIP ha desarrollado procesos sistémicos y 
aplicaciones web para facilitarles la tarea. La presente colaboración busca identificar en 
qué lugar de este proceso de construcción se encuentra ubicado el desarrollo del "Libro 
de IVA Digital".

(*) Contadora pública. 

I. Introducción

El “Libro de IVA Digital” vio la luz el 1 de 
octubre de 2019 cuando fue publicada en el 
BO la RG 4597/2019, con este registro el or-
ganismo recaudador perseguía, en mi opi-
nión, tres objetivos:

1. Dar un primer paso hacia la confección 
de una declaración jurada preliminar de-
terminativa del IVA (“IVA Simplificado”).

2. Reemplazar el Régimen Informativo de 
Compras y Ventas de la RG 3685/2014.

3. Evitar la duplicidad en la carga de datos 
y reducir los tiempos que conlleva la pre-
sentación de las declaraciones juradas.

A casi un año de su publicación y habien-
do sufrido la RG 4597/2019 dos prórrogas 
en el cronograma de implementación ori-

ginalmente establecido (RG 4671/2020 y RG 
4796/2020), la Administración Federal de In-
gresos Públicos solo pudo cumplir con uno 
de esos objetivos, el de remplazar el Régi-
men Informativo de Compras y Ventas de la 
RG 3685.

Vale aclarar que el servicio de “IVA Sim-
plificado” no está actualmente operativo, 
salvo para un reducido grupo de contribu-
yentes que poseen la caracterización en el 
Sistema Registral “442 - Libro de IVA Digital 
- Régimen Simplificado”.

Y en cuanto a evitar la duplicidad en la 
carga de datos, los contribuyentes no han 
visto reducido el tiempo insumido en cum-
plimentar las obligaciones con el fisco, por 
el contrario, han tenido que enfrentar mo-
dificaciones en sus sistemas sin ningún be-
neficio visible hasta la fecha.
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Sujetos obligados al Libro de IVA Digital:

- Responsables inscriptos en el IVA.

- Sujetos exentos en el IVA.

Quedan exceptuados:

a) Las reparticiones centralizadas, descentralizadas o autárquicas del Estado nacio-
nal, provincial, municipal o del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que 
no fueren empresas y/o entidades —pertenecientes, total o parcialmente, a dichos Esta-
dos—, comprendidas en el art. 1° de la ley 22.016.

b) Quienes presten servicios personales domésticos.

c) Quienes desempeñen las funciones de directores de sociedades anónimas, síndicos, 
integrantes del consejo de vigilancia, socios gerentes de sociedades de responsabilidad 
limitada, socios administradores de sociedades en comandita simple y comandita por ac-
ciones, fideicomisarios y consejeros de sociedades cooperativas; únicamente por los ho-
norarios o retribuciones que perciban por el desarrollo de las tareas indicadas y en tanto 
suscriban el correspondiente recibo expedido por la sociedad.

d) Las entidades exentas en el impuesto al valor agregado comprendidas en los incs. e), 
f ), g) y m) del art. 20 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, t.o. 1997 (instituciones reli-
giosas, asociaciones, fundaciones y entidades civiles de asistencia social, salud pública, 
caridad, beneficencia, educación e instrucción, científicas, literarias, artísticas, gremiales 
y de cultura física o intelectual, entidades mutualistas, y asociaciones deportivas y de cul-
tura física).

e) Los pequeños contribuyentes inscriptos en el Régimen Simplificado (Monotributo).
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La excepción dispuesta en el párrafo anterior no obsta el cumplimiento que en materia 
de registración y respecto de otros aspectos de naturaleza tributaria, civil, comercial, con-
table, profesional u otros, establezcan otras disposiciones legales, reglamentarias o com-
plementarias para cada actividad, operación o sujeto.

II. Opción adelantada

Los contribuyentes podrán ejercer la opción de registrar electrónicamente las opera-
ciones mediante la generación y presentación del “Libro de IVA Digital” en forma adelan-
tada, seleccionando la caracterización “441 - Registración de Operaciones - Libro de IVA 
Digital”.

III. Integridad de la información

El Libro IVA Digital es un régimen de registro electrónico de operaciones, sean estas gra-
vadas por el IVA, exentas o no gravadas, a diferencia del Régimen Informativo de Compras 
y Ventas RG 3685/2014, por lo que corresponde que la registración de los comprobantes 
sea íntegra ya que esta sustituye la obligación de registración prevista en la RG 1415/2003.

IV. Pasos para la carga de la información en el Libro de IVA Digital

IV.1. Indicar si el contribuyente realiza operaciones especiales

El contribuyente deberá seleccionar al momento de ingresar al servicio “Portal IVA” si 
realiza alguna operación especial de entre las siguientes:

- Operaciones no gravadas o Exentas.

- Importación definitiva de Bienes.

- Importación de servicios.

- Incluido en el Régimen TurIVA.

- Compra de bienes usados o material reciclable.
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Pudiendo elegir entre una, varias o ninguna de las opciones mencionadas. Cada una de 
estas opciones habilitará en el Libro Compras una pestaña específica para la carga de los 
comprobantes directamente relacionados con esas operaciones.

IV.2. Operaciones no gravadas o exentas y el prorrateo del crédito fiscal

Cuando el contribuyente realiza operaciones gravadas, no gravadas y exentas, solo pue-
de computar en la declaración jurada determinativa del IVA, el crédito fiscal correspon-
diente a las operaciones que se encuentran gravadas.

Por lo que es necesario que, en el Libro IVA Digital, siendo este un registro electrónico 
de operaciones se discriminen también los créditos fiscales que se vinculen con operacio-
nes exentas y no gravadas informándolos como crédito fiscal no computable.

El servicio permite seleccionar una de las siguientes opciones de prorrateo:

Con prorrateo de asignación directa

La asignación del crédito fiscal puede efec-
tuarse en forma directa en cada comprobante 
por conocimiento cierto de la afectación de 
los bienes y servicios a las operaciones grava-
das, no gravadas y exentas.

Con prorrateo global

En los casos en los cuales no es posible la asig-
nación directa, deberá seleccionar la opción 
de prorrateo, a fin de discriminar la porción 
computable en forma global.

Con prorrateo por asignación directa y global

Opción mixta donde deba efectuarse la asig-
nación directa del crédito fiscal de algún/
algunos comprobante/s y resto del crédito 
computable surja por prorrateo global.

IV.3. El Libro Compras y el Libro Ventas, opciones de carga

El contribuyente posee tres opciones distintas que puede utilizar para cargar los com-
probantes de compras y ventas en el Libro de IVA Digital pudiendo optar por una o varias 
de ellas al mismo tiempo.

IV.3.a. Importación de datos desde AFIP

El sistema trae la información de los comprobantes electrónicos emitidos y recibidos 
que el contribuyente registra en las bases de datos de AFIP; información que podrá ser 
modificada en forma manual por el contribuyente.

Esta opción obliga a eliminar aquellos comprobantes de compras que no estén relacio-
nados con la actividad y que no deben incluirse en el Libro IVA Digital. Así como a tener 
que utilizar otra de las opciones disponibles para cargar los comprobantes emitidos en 
forma manual o a través de controladores fiscales.

Es importante destacar que esta opción tiene una limitación temporal, ya que el sistema 
no permite seleccionar desde que fecha se desea importar comprobantes figurando en 
forma predeterminada el período mensual por el cual se está cargando la información sin 
posibilidad de incluir períodos anteriores.
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IV.3.b. Carga manual de la información

Esta opción permite la carga de los comprobantes en forma manual por el contribu-
yente. Hay que informar por cada comprobante cada uno de los datos y conceptos que 
lo componen. Pudiendo cargar todos los comprobantes de esta forma o ser utilizado solo 
para completar o modificar la información ya obtenida desde AFIP.

IV.3.c. Importación de datos desde archivo

El sistema permite cargar la información desde archivos con formato “.txt” generados 
por el contribuyente. Pudiendo cargar todos los comprobantes de esta forma o utilizarse 
solo para completar la información ya obtenida desde AFIP.

Si bien la forma de generar los archivos de importación es casi idéntica a la utilizada por 
el Régimen Informativo de Compras y Ventas de la RG 3685/2014 es interesante remarcar 
algunas diferencias entre ambos al momento de la carga.

Régimen informativo de 
compras y ventas RG 3685

Registro de operaciones 
electrónicas RG 4597/19

Posibilidad de conservar 
comprobantes ya cargados

No. Pisa la información 
según el último archivo 

importado.

Sí. Permite conservar los 
comprobantes ya cargados 

anteriormente.

Detección de 
comprobantes duplicados

Solo dentro del mes que se 
está cargando.

Detecta si el comprobante ya 
fue cargado también en un 

período anterior.

Errores en el archivo .txt
Emite reporte con todos 

los errores detectados en el 
archivo .txt.

Solo muestra el primer error 
detectado en el archivo .txt.

Importación parcial

Si el sistema detecta un 
error no carga ningún 

comprobante hasta que no se 
corrijan todos los errores

Importa la información del 
archivo hasta la fila en la cual 

detecta el error.

IV.3.d. La obligación de cargar los comprobantes de venta anulados

Al ser un registro electrónico de operaciones y no un simple régimen de información se 
deberán informar los comprobantes de venta cuyo CAI esté vencido y que no fueron utili-
zados, así como comprobantes extraviados y todo otro comprobante inutilizado.

IV.4. Ajustes al débito y crédito fiscal

El art. 5° de la RG 4597/2019 establece que los montos que deberán consignarse en la de-
claración jurada determinativa del IVA correspondientes al período mensual que se liqui-
da, se conformarán por todas las operaciones registradas en el “Libro de IVA Digital” del 
mismo período mensual, con los ajustes al débito o al crédito fiscal, que correspondan.

IV.4.a. Ajustes al crédito fiscal

El servicio de Libro IVA Digital divide los ajustes al crédito fiscal que pueden cargarse 
en dos grupos:
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1. Crédito fiscal por contribuciones a la 
seguridad social

- Anexo I de la ley 27.541: de la contribu-
ción patronal efectivamente abonada, los 
contribuyentes se podrán computar, como 
crédito fiscal del IVA, el monto que resulte 
de aplicar a las mismas bases imponibles, 
los puntos porcentuales que para cada su-
puesto se indican en el Anexo de la ley.

Se aplicará prorrateo sobre este crédito 
fiscal cuando las remuneraciones que los 
originen se relacionen indistintamente con 
operaciones gravadas y con operaciones 
exentas o no gravadas.

- Art. 91, ley 27.467: los sujetos cuya activi-
dad sea la prestación de servicios de radio-
difusión televisiva abierta o por suscripción 
mediante vínculo físico y/o radioeléctrico, 
de radiodifusión sonora, señales cerradas 
de televisión, las empresas editoras de dia-
rios, revistas, publicaciones periódicas o 
ediciones periodísticas digitales de infor-
mación en línea y los distribuidores de esas 
empresas editoras, podrán computar como 
crédito fiscal del gravamen, las contribu-
ciones patronales sobre la nómina salarial 
del personal afectado a dichas actividades, 
devengadas en el período fiscal y efectiva-
mente abonadas al momento de presenta-
ción de la DDJJ del tributo.

No aplicará prorrateo sobre este crédito 
fiscal excepto que las remuneraciones se 
relacionen en forma indistinta con otras ac-
tividades no comprendidas.

2. Crédito fiscal por otros conceptos

- Crédito fiscal por uso de terminal POS: los 
comercios, responsables inscriptos en IVA 
que realicen operaciones con consumidores 
finales, podrán computar como crédito fis-
cal del citado impuesto el 50% del costo que 
les insuma adoptar el sistema que permitan 
realizar el cobro de sus operaciones a través 
de terminales electrónicas, hasta un monto 
máximo de $ 300, por mes y por cada una 
de las mencionadas terminales. Dicho sal-
do se acreditará mediante una constancia 
de los servicios utilizados, emitida por cual-

quiera de las entidades administradoras y/o 
responsables de la prestación del servicio 
(art. 10, ley 27.253 y res. [MHyFP] 227/2016).

No se aplica prorrateo del art. 13 de la 
ley de IVA.

IV.4.b. Ajustes al débito fiscal

- Ajustes por perfeccionamiento del hecho 
imponible: esta situación se puede dar por 
perfeccionamiento del hecho imponible de 
un comprobante emitido en un período an-
terior (art. 6°, ley IVA). También aplicaría 
en los casos de los monotributistas exclui-
dos del régimen simplificado y que deben 
informar el IVA débito fiscal que se calcula 
sobre sus ventas.

- Débito fiscal por otros conceptos: por 
ejemplo, por desafectación de cosas mue-
bles de la actividad gravada con destino a 
uso o consumo particular del o los titulares 
de esta (art. 2°, inc. b], ley IVA).

- Restitución de crédito fiscal por compras 
de bienes usados a consumidores finales: en 
los casos que se determine un excedente en 
el crédito fiscal computado, dicha diferen-
cia integrará el débito fiscal del mes al que 
corresponda la operación de venta que le 
dio origen (art. 18, ley IVA).

- Restitución de crédito fiscal por otros con-
ceptos: puede suceder en las donaciones o 
entregas a título gratuito en el período fiscal 
en que tal hecho ocurra (DR. IVA art. 58), en 
las obras sobre inmueble propio desafectadas 
(art. 11 ley IVA) así como en la venta inmue-
bles propios (art. 5°, DR ley IVA) entre otras.

IV.5. Presentación del Libro de IVA Digital

El art. 12 de la RG 4597/2019 indica que 
la presentación del “Libro de IVA Digital” 
deberá realizarse, aun cuando no se hubie-
ran efectuado operaciones, hasta el día de 
vencimiento fijado para la presentación de 
la declaración jurada determinativa del IVA 
y de manera previa a la declaración jura-
da del impuesto, generando un formulario 
F. 2083 y un acuse de presentación.
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Sin embargo, AFIP en su “Espacio de diá-
logo particular. Libro de IVA Digital. Acta 
Nro. 16” del 29 de junio de 2020, aclaró con 
respecto a la obligación de presentación del 
Libro de IVA Digital con carácter previo a la 
DDJJ de IVA que esta exigencia no aplica.

Esta respuesta brindada por el organismo 
es una muestra más de porque el Libro de 
IVA Digital es un registro en construcción, 
donde los objetivos originales del fisco tie-
nen que adaptarse a las limitadas posibili-
dades de la página web de AFIP.
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Roque T. Claramunt (**)

La idea de esta colaboración es brindarles a los profesionales un material de consulta útil 
al momento de tener que analizar y gestionar las compensaciones de los contribuyentes.

I. Introducción

El Cód. Civ. y Com. de la Nación en su 
art. 921 establece que la compensación tie-
ne lugar cuando dos personas, por dere-
cho propio, reúnen la calidad de acreedor 
y deudor recíprocamente, cualesquiera que 
sean las causas de una y otra deuda. Extin-
gue con fuerza de pago las dos deudas, has-
ta el monto de la menor, desde el tiempo 
en que ambas obligaciones comenzaron a 
coexistir en condiciones de ser compensa-
bles.

Por su parte, el fisco que receptó esta mo-
dalidad de cancelación de obligaciones 
dictó la RG (AFIP) 1658 mediante la cual 
establece los requisitos y formalidades para 
efectuar las presentaciones de la solicitud 
de compensación de saldos de impuestos.

II. RG (AFIP) 1658

II.1. Marco normativo

A través del dictado de la RG 1658 AFIP 
fija los lineamientos básicos para la com-
pensación de saldos de impuestos. En tal 
sentido precisa:

- Que los saldos deudores y acreedores 
deben pertenecer, a la vez, a un mismo su-
jeto  en su carácter de titular pasivo de su 
deuda impositiva y titular activo de su cré-
dito contra el Fisco.

- Sujetos comprendidos: contribuyentes o 
responsables por deuda propia (Art. 5° de la 
ley 11.683).

- Sujetos excluidos: los responsables por el 
cumplimiento de deuda ajena y los respon-
sables sustitutos (Art. 6° ley 11.683).

II.2. Sujetos

Tal como surge expresamente de la re-
dacción actual de la norma, la RG (AFIP) 
1658 no permite la compensación para res-
ponsables por deuda ajena.

Sin perjuicio de ello, debemos recor-
dar que la anterior redacción de la citada 
norma no establecía limitación alguna al 
respecto, pero en la práctica AFIP no la per-
mitía.

En el año 2011 a través del fallo “Recti-
ficaciones Rivadavia SA” (12/07/2011) la 
CS avaló la compensación entre saldos a fa-
vor propios del contribuyente y deudas en 
su carácter de responsable sustituto.

Tan solo mes y medio después, el fisco 
modificó el texto de la RG 1658 mediante el 
dictado de la RG 3175 (BO 02/09/2011) in-
corporando en la norma la limitación con 
la que los contribuyentes ya se encontraban 
en la práctica. De este modo, excluyó expre-
samente a los responsables por el cumpli-
miento de deuda ajena y a los responsables 
sustitutos para dar sustento a su posición. 
Es decir, la postura del fisco es clara:

- No pueden solicitar la compensación de 
SAF propios con obligaciones que genere el 

(*) Integrante del Departamento Tributario en el Estu-
dio Bertazza, Nicolini, Corti y Asociados. 

(**) Integrante del Estudio Bertazza, Nicolini, Corti y 
Asociados.
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contribuyente en su carácter de responsa-
ble por deuda ajena y/o sustituto.

- Solo procede compensación cuando el 
sujeto revista el carácter de titular pasivo de 
su deuda impositiva y titular activo de su 
crédito contra el Fisco.

Con posterioridad a esta modificación 
nos volvemos a encontrar con fallos, en 
esta oportunidad de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Contencioso Admi-
nistrativo Federal (1), donde la justicia 
admite la procedencia de la compensa-
ción con fundamento en que el art. 28 de 
la ley 11.683. Sostiene que procede exten-
der la compensación a los responsables 
por deuda ajena y que el fisco se ha exce-
dido dado que debiendo reglamentar tal 
norma legal, estableció una inhabilidad 
sin base legal.

No obstante, los pronunciamientos ci-
tados el fisco vuelve a ratificar su postura 
en el marco de las reuniones de Espacio 
de Diálogo con Entidades Profesionales. 
Puntualmente en el Acta n.° 35 de fecha 
25/06/2020 volvió a plasmar su postura al 
recordar que la posibilidad de solicitar la 
compensación contemplada en el art. 1° 
de la RG 1658 quedó expresamente veda-
da para los responsables sustitutos a que 
alude el art. 6° de la ley 11.683. El organis-
mo recaudador sostiene que la existencia 
de sentencias adversas de tribunales infe-
riores sin un pronunciamiento del Máxi-
mo Tribunal sobre el punto no conduce a 
una necesaria revisión de la cuestión por 
parte del Organismo.

En síntesis, a nivel de sujetos, AFIP no ad-
mite la compensación de un saldo a favor 
propio con obligaciones que genere el con-
tribuyente en su carácter de responsable 
por deuda ajena y/o sustituto mientras que 
la jurisprudencia sí la admite. Por tal moti-
vo si el contribuyente desea hacer valer su 
derecho deberá estar dispuesto a transitar 
un trámite de índole contencioso.

(1) Causa "Cresud" Salas II y III del 16/04/2019 y 
4/10/2018 e "Irsa" Sala V del 08/08/2018.

II.3. Saldos a favor

Los saldos a favor comprendidos son 
aquellos resultantes de:

- Determinaciones de oficio.

- Declaraciones juradas originales o rec-
tificativas destinadas a salvar errores de 
cálculo o errores materiales, o rectificativas 
que generen o incrementen los saldos de li-
bre disponibilidad.

- Resoluciones administrativas o judicia-
les, dictadas en recursos o demandas de 
repetición pasadas en autoridad de cosa 
juzgada.

No quedarán comprendidos por el ré-
gimen de compensación previsto por la 
RG 1658 los saldos a favor:

- Que cuenten con un régimen específico 
en materia de compensaciones.

- Resultantes de DDJJ anuales que se im-
puten en la forma y oportunidad prevista 
en el art. 27 de la ley 11.683 (pagos a cuen-
ta, retenciones, saldos a favor contra el im-
puesto determinado).

II.4. Improcedencia

A modo de ejemplo podemos citar algu-
nos casos —que sin duda se nos presenta-
rán en la práctica— en los cuales AFIP no 
admite la compensación:

- SAF de libre disponibilidad propio 
con obligación derivada de la obligación 
de actuar como responsable sustituto en 
el impuesto sobre los bienes personales 
(RG AFIP 1658/2004).

- SAF de libre disponibilidad con pago 
a cuenta de bienes personales (RG AFIP 
4673/2020).

- SAF de libre disponibilidad de impues-
tos con aportes y contribuciones de la segu-
ridad social (RG DGI 4339/1997).

- SAF de libre disponibilidad de impues-
tos con retenciones (RG DGI 3384/1991)
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II.5. Modalidades

Existen 2 modalidades de compensación 
que se aplican a diferentes tipos de saldos 
a favor:

- Saldos provenientes de declaraciones 
juradas determinativas:

- A través del servicio “Sistema de Cuen-
tas Tributarias” (SCT).

- Saldos provenientes de DDJJ informa-
tivas y resoluciones administrativas o ju-
diciales, dictadas en recursos o demandas 
de repetición pasadas en autoridad de cosa 
juzgada.

- Mediante el formulario 798 “Compensa-
ciones y Volantes de Pago” (Versión vigente 
1.1 Release 2 que opera bajo la plataforma 
SIAP) o Formulario F. 574.

II.6. Efectos y comunicación

II.6.a. Efectos

Si la compensación cumple con todos los 
requisitos exigidos por la normativa, pro-
ducirá efectos desde el momento de su pre-
sentación. Caso contrario, ante la falta de 
cumplimiento de algún requisito, los efec-
tos se producirán a partir de la fecha en que 
estos se cumplan.

II.6.b. Comunicación

La norma prevé que, una vez verificada 
la validez formal de la solicitud de com-
pensación, el contribuyente recibirá una 
comunicación mediante nota del juez ad-
ministrativo en la cual se consignarán:

- Conceptos en los cuales se origina el 
SAF y su monto total.

- Conceptos e importes de las deudas 
impositivas que se cancelan consignan-
do —en su caso— los ajustes que se hayan 
efectuado respecto de los accesorios liqui-
dados por el solicitante.

- Fecha a partir de la cual surte efectos la 
compensación.

- De corresponder, los fundamentos que 
avalen la impugnación total o parcial del 
pretendido crédito.

Sin perjuicio de ello, en la práctica el con-
tribuyente debe consultar el estado de la 
solicitud a través de SCT - “Consultas”- “Es-
tado de Transacción”.

Debemos recordar que si bien la com-
pensación es un medio de extinción de las 
obligaciones tributarias:

- La mera interposición de la solicitud 
no implica que la compensación haya sido 
aceptada por el fisco.

- Debemos consultar su estado a través de 
SCT - “Consultas” - “Estado de Transaccio-
nes”.

- Que la solicitud tenga estado “Autori-
zado” no impedirá el posterior ejercicio 
de la facultad que acuerda el art. 16 de la 
ley 11.683.

II.7. Aplicación práctica

II.7.a. Compensación de saldos origina-
dos en DDJJ determinativas

La compensación se realiza a través del 
servicio “Sistema de Cuentas Tributarias” 
(SCT) mediante cualquiera de los siguien-
tes caminos:

- Opción “Transacciones” - “Compensa-
ción”.

- SAF y deuda corresponden a deudas 
controladas por el SCT.

- Saldo de origen corresponde a obliga-
ción controlada por SCT y la deuda por otro 
sistema (crear destino).

- Opción “Cuenta Corriente” - “Estado de 
cumplimiento”.

A través de cualquiera de los 2 caminos 
arribaremos al sitio que nos permitirá lle-
var adelante la compensación.
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Desde el 1° de agosto al ingresar al sitio de compensaciones nos encontraremos con la 
siguiente pantalla:

 

Seleccionar 
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Como puede observarse se trata de un interfaz más amigable que la anterior dado que 
nos permite con un solo vistazo verificar el total de saldo a favor disponible para compen-
sar, así como el total de la deuda compensable.

La compensación podrá ser completada recorriendo tan solo 4 sencillos pasos.

Al seleccionar “Continuar” en el extremo superior derecho de la pantalla el sistema nos 
mostrará la pantalla siguiente donde podremos visualizar en la parte izquierda los sados a 
favor abiertos por impuesto y, en la parte derecha, la deuda susceptible de compensación, 
también clasificada por impuesto.

Al hacer clic sobre los impuestos el sistema mostrará un desplegable en el cual se po-
drán ver las obligaciones que componen tanto el saldo de libre disponibilidad como el 
saldo deudor abierto por período fiscal. Es ahora donde deberemos tildar qué saldo que-
remos utilizar como origen y cuál como destino de nuestra compensación para luego con-
signar el importe y agregar la obligación.

Cabe destacar que la nueva funcionalidad que incorpora SCT es la posibilidad de hacer 
múltiples compensaciones en una sola transacción. Por cada compensación el sistema 
emitirá luego un formulario F. 1151 como constancia de la operación realizada.
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Una vez agregadas las obligaciones el sistema listará un detalle y en la parte superior de-
recha de la pantalla bajo la leyenda “Compensaciones a confirmar” mostrará un número 
que representa la cantidad de compensaciones cargadas.

 Seleccionar 

Una vez comprobadas las obligaciones seleccionadas (tanto de origen como de destino) 
debemos presionar el botón “confirmar”.

A esta altura del recorrido resulta a todas luces evidente la mejora que experimentó esta 
funcionalidad del SCT atento a la posibilidad de realizar, en una misma transacción, va-
rias compensaciones simultáneamente.

Por otra parte, recordamos que también es posible realizar compensaciones a través del 
servicio SCT creando la obligación de destino de manera manual cuando este no estuviera 
controlado por el sistema.
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Si el trámite es aceptado, el sistema emitirá un ticket acuse de recibo y procesará la com-
pensación.

En el caso que sean detectadas inconsistencias o surjan observaciones al realizar la so-
licitud el contribuyente se deberá presentar en dependencia en la cual se encuentra ins-
cripto el formulario F. 206 acompañando:

- Impresión del mensaje de observaciones y/o inconsistencias.

- Documentación que respalde la procedencia del saldo de libre disponibilidad.

Sin perjuicio de ello, con carácter excepcional y obligatorio hasta 30/09/2020, ante in-
consistencias en la solicitud el contribuyente deberá efectuar la presentación anterior-
mente mencionada a través del servicio “Presentaciones Digitales” de la página web del 
organismo fiscal.

Por su parte, las anulaciones de compensaciones efectuadas a través del servicio SCT 
deben ser realizadas en la dependencia de AFIP en la cual el contribuyente se encuentre 
inscripto. No obstante, ello, dada la situación actual que estamos atravesando debido a la 
pandemia de COVID-19 las anulaciones deberán ser también gestionadas, con carácter 
excepcional y obligatorio hasta el 30/09/2020, vía web a través del servicio “Presentacio-
nes Digitales”.
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En el caso que resulte procedente realizar la compensación a través del servicio “Presen-
taciones Digitales” debemos seleccionar de la lista desplegable el trámite “Procesamiento 
o anulación de compensaciones”. A la derecha de la pantalla podremos consultar los re-
quisitos para la procedencia de este, los cuales mostramos a continuación:

II.7.b. Compensación de saldos originados en DDJJ informativas o resoluciones

Si los saldos a favor se originen en declaraciones juradas informativas o resoluciones 
administrativas o judiciales, dictadas en recursos o demandas de repetición pasadas en 
autoridad de cosa juzgada la compensación deberá ser realizada utilizando el formulario 
F. 798 confeccionado bajo la plataforma SIAP con el aplicativo “Compensaciones y Volan-
tes de Pago”.
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II.8. Caso especial. Moratoria ley 27.541

En primer lugar, mencionamos que la ley 27.541 (BO 23/12/2019) estableció en su Título 
IV un amplio régimen de regularización de obligaciones impositivas y de los recursos de la 
seguridad social vencidas al 30/11/2019 con condonación de sanciones para contribuyen-
tes categorizados como pyme y para las asociaciones civiles sin fines de lucro.

Cabe recordar que el plazo para la adhesión que inicialmente finalizaba el 30/04/2020 
fue extendido sucesivamente y finalizó el pasado 31/08/2020.

Ahora bien, con fecha 26/08/2020 fue publicada en el Boletín Oficial la ley 27.562 —mo-
dificatoria de la ley 27.541— la cual amplía la moratoria a los sujetos no pyme, permite 
incluir obligaciones vencidas al 31/07/2020 y fija el plazo de adhesión —bajo las nuevas 
condiciones— hasta el 31/10/2020.

En tal sentido, en el marco de la mencionada “moratoria ampliada” los contribuyentes 
podrán utilizar saldos a favor para la compensación de las obligaciones —capital, mul-
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tas firmes e intereses no condonados— y 
de esa forma obtener el beneficio de reduc-
ción de sanciones.

Este caso especial de compensación se 
realiza a través del servicio “Sistema de 
Cuentas Tributarias” - transacción “Com-
pensación Ley N° 27.541”.

Los saldos a favor utilizables para la com-
pensación de las obligaciones —capital, 
multas firmes e intereses no condonados— 
serán:

- Saldos de libre disponibilidad prove-
nientes de declaraciones juradas impo-
sitivas registradas en el sistema “Cuentas 
Tributarias” y que hubieran estado exterio-
rizados al 26/08/2020.

- Devoluciones, reintegros o reembol-
sos, tanto en materia impositiva, aduane-
ra o de los recursos de la seguridad social, 
que hayan sido solicitados al 26/08/2020, 

se encuentren aprobados y registrados en 
el sistema “Cuentas Tributarias”.

III. Palabras finales

Más allá de la cuestión teórica del insti-
tuto de la compensación, y a la opinión del 
fisco respecto de la procedencia de esta 
en determinadas situaciones —en clara 
contradicción con la propia ley y la juris-
prudencia—, a través de la presente colabo-
ración quisimos brindarle al lector una idea 
general de cómo opera el servicio “Sistema 
de Cuentas Tributarias” en materia de com-
pensaciones, así como también destacar las 
bondades de esta versión mejorada del ser-
vicio web.

Esperamos que esta humilde colabora-
ción les resulte un material de consulta útil 
al momento de tener que analizar y gestio-
nar compensaciones las de los contribu-
yentes.
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Anticipos de los impuestos a 
las ganancias y sobre los bienes 
personales. Período fiscal 2020 
de personas humanas

Hermosinda Egüez (*)

Patricia Mónica R. Altamirano (**)

La idea del artículo es recordar los puntos más importantes a tener en consideración al mo-
mento de confeccionar los cálculos para los anticipos del ejercicio 2020.

(*) Socia del estudio Simesen de Bielke & Asoc.

(**) Contadora pública. Docente en UNSA.

I. Introducción. Normativa aplicable

Las personas humanas y las sucesiones indivisas residentes en el país deberán determi-
nar e ingresar cinco [5] anticipos en concepto de pago a cuenta del impuesto a las ganan-
cias y bienes personales, que en definitiva les corresponda abonar al vencimiento general.

Tanto la RG (AFIP) 4034-E (para el impuesto a las ganancias) como la RG (AFIP) 2151 
(para el impuesto sobre los bienes personales), disponen el procedimiento, las formali-
dades, los plazos y las demás condiciones para determinar e ingresar los anticipos de los 
mencionados tributos.

II. Características comunes

Los anticipos de ambos impuestos se vencen los meses pares de cada año: agosto, oc-
tubre, diciembre, febrero y abril; los primeros tres son del año calendario en curso y los 
otros dos corresponden al año siguiente. El importe mínimo de cada anticipo de $ 1.000. 
También se podrá solicitar su reducción.

III. Cálculo de los anticipos del impuesto a las ganancias 2020

A continuación presentamos 4 casos de cálculos de anticipos 2020; teniendo en cuenta 
el esquema de liquidación del impuesto de referencia. Estos se pueden corroborar en la 
página de AFIP a través de la relación de “Sistema de Cuentas Tributarias”.Tho

mso
n R

eu
ter

s



SEPTIEMBRE 2020 | Nº 84 • IMPUESTOS | PP • 71 

Hermosinda Egüez - Patricia Mónica R. Altamirano

1) Caso 1: Tercera categoría - Sin cargas de familia y sin retenciones

Referencia 
normativa

Resultado impositivo del período 2019, antes de las 
deducciones personales

  2.810.508,64 RG 4034 art. 3º

(Menos) Deducciones personales 2019 actualizadas 
según valores 2020

  L 30 - L 32

MNI    -123.861,17 L 30 a)

Deducción especial autónomos: $ 123.861,17 x 2 = 
$ 247.722,34

   -247.722,34 L 30 c) 1

Ganancia neta sujeta a impuesto  2.438.925,13 L 94

Impuesto determinado: 170.178,70 + (2.438.925,13-
762.706,57) x 0,35

   756.855,40 L 94

(Menos) Retenciones y percepciones 2019           -  RG 4034 art. 3º

Base de cálculo anticipos 2020    756.855,40  

Importe de cada uno de los anticipos 
2020: $ 756.855,40 x 20%

  151.371,08 RG 4034 art. 3º

2) Caso 2: Tercera categoría - Con cargas de familia y con retenciones

Referencia 
normativa

Resultado impositivo del período 2019, antes de las 
deducciones personales

  2.810.508,64 RG 4034 art. 3º

(Menos) Deducciones personales 2019 actualizadas 
según valores 2020

  L 30 - L 32

MNI    -123.861,17 L 30 a)

Cargas de familia: 3 hijos menores de 18 años y cónyuge    -290.169,33 L 30 b) 1 y 2

Deducción especial autónomos: $ 123.861,17 x 2 = 
$ 247.722,34

   -247.722,34 L 30 c ) 1

Ganancia neta sujeta a impuesto  2.148.755,80 L 94

Impuesto determinado: 170.178,70 + (2.148.755,80-
762.706,57) x 0,35

   655.296,13 L 94

(Menos) Retenciones y percepciones 2019    176.223,00 RG 4034 art. 3º

Base de cálculo anticipos 2020    479.073,13  

Importe de cada uno de los anticipos 2020: 
$ 479.073,13 x 20%

   95.814,63 RG 4034 art. 3º
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3) Caso 3: Cuarta categoría - Relación en dependencia sin cargas de familia y sin retenciones

Referencia 
normativa

Resultado impositivo del período 2019, antes de las 
deducciones personales

  2.901.185,27 RG 4034 art. 3º

(Menos) Deducciones personales 2019 actualizadas 
según valores 2020

  L 30 - L 32

MNI    -123.861,17 L 30 a)

Deducción especial autónomo: $ 123.861,17 x 4,8 = 
$ 247.722,34

   -594.533,62 L 30 c) 2

Ganancia neta sujeta a impuesto  2.182.790,48 L 94

Impuesto determinado: 170.178,70 + (2.182.790,48-
762.706,57) x 0,35

   667.208,27 L 94

(Menos) Retenciones y percepciones 2019           -  RG 4034 art. 3º

Base de cálculo anticipos 2020    667.208,27  

Importe de cada uno de los anticipos 
2020: $ 667.208,27 x 20%

  133.441,65 RG 4034 art. 3º

4) Caso 4: Cuarta categoría - Relación en dependencia sin cargas de familia y con retenciones

Referencia 
normativa

Resultado impositivo del período 2019, antes de las 
deducciones personales

  2.901.185,27 RG 4034 art. 3º

(Menos) Deducciones personales 2019 actualizadas 
según valores 2020

  L 30 - L 32

MNI    -123.861,17 L 30 a)

Deducción especial autónomo: $ 123.861,17 x 4,8 = 
$ 247.722,34

   -594.533,62 L 30 c) 2

Ganancia neta sujeta a impuesto  2.182.790,48 L 94

Impuesto determinado: 170.178,70 + (2.182.790,48-
762.706,57) x 0,35

   667.208,27 L 94

(Menos) Retenciones y percepciones 2019     28.943,41 RG 4034 art. 3º

Base de cálculo anticipos 2020    638.264,86  

Importe de cada uno de los anticipos 
2020: $ 638.264,86 x 20%

  127.652,97 RG 4034 art. 3º

Anticipos de los impuestos a las ganancias y sobre los bienes personales. Período fiscal 2020

Tho
mso

n R
eu

ter
s



SEPTIEMBRE 2020 | Nº 84 • IMPUESTOS | PP • 73 

Hermosinda Egüez - Patricia Mónica R. Altamirano

IV. ¿Cuál sería el procedimiento a se-
guir para solicitar la reducción de los an-
ticipos?

Referencia normativa: RG AFIP 4034-E - 
Título II.

Considerando el anticipo 2020 del caso 2), 
desarrollado precedentemente, si se estima-
ra que la suma a ingresar por dicho concepto 
($ 95.814,63 c/u), superará el importe defini-
tivo de la obligación del período fiscal al cual 
deba imputar de dicha suma (p. ej. por dis-
minución de la actividad del contribuyente), 
se podrá optar por solicitar su reducción.

La opción podrá ejercerse a partir del ter-
cer anticipo, inclusive. No obstante, la opción 
podrá ejercerse a partir del primer anticipo 
cuando se considere que la suma total a in-
gresar en tal concepto, superará, en más del 
40%, el importe estimado de la obligación del 
período fiscal al cual es imputable.

Los pasos a seguir en la web de AFIP son 
los siguientes:

1.- Ingresar al Sistema de Cuentas Tribu-
tarias.

2.- Seleccionar Transacciones.

3.- Seleccionar “Reducción de anticipos”.

4.- Indicar cuál es el impuesto a conside-
rar (impuesto a las ganancias, impuesto so-
bre los bienes personales, etc.) y consignar 
el importe de la base de cálculo proyectada.

5.- Comprobar que se encuentran regis-
trados en la Cuenta Corriente, en Estado de 
Cumplimiento, los nuevos importes —re-
ducidos— de los anticipos 2020.

Cabe aclarar que las diferencias de im-
portes que surjan entre las sumas ingresa-
das en uso de la opción y las que hubieran 
debido pagarse por aplicación de los co-
rrespondientes porcentajes sobre el im-
puesto real del ejercicio fiscal al que los 
anticipos de refieren, o el monto que debió 
anticiparse de no haberse hecho uso de la 
opción, el que fuera menor, estarán sujetas 
al pago de intereses resarcitorios. Esto es 

que, si se redujo de más, se deben ingresar 
los intereses resarcitorios por el exceso de 
reducción.

La presentación de la solicitud se evalua-
rá en forma sistémica, considerando distin-
tos aspectos de cumplimiento fiscal de los 
responsables, la categoría asignada a través 
del “Sistema de Perfil de Riego” (SIPER), la 
cuantía de la reducción solicitada y si exis-
ten pedidos de disminución de monto de 
anticipos anteriores.

La AFIP podrá requerir adicionalmente, 
los elementos de valoración y documenta-
ción que estime necesarios a los fines de 
considerar la procedencia de la solicitud 
respectiva. La incorporación de informa-
ción adicional deberá resolverse dentro de 
los sesenta [60] días corridos contados des-
de la fecha en que se efectuó la carga infor-
mática, a través del sistema “e-ventanillas”; 
y su falta de cumplimiento implicará el ar-
chivo de las actuaciones.

V. Cálculo de los anticipos del impuesto 
sobre los bienes personales 2020

Referencia normativa: RG (AFIP) 2151.

La ley 27.541 de Solidaridad Social y 
Reactivación Productiva facultó al Poder 
Ejecutivo Nacional hasta el 31 de diciem-
bre de 2020 a fijar alícuotas diferenciales 
en el Impuesto sobre los Bienes Personales, 
superiores a la tasa máxima para los bienes 
situados en el exterior y a disminuirlas en 
caso de verificarse la repatriación del pro-
ducido de la realización de activos finan-
cieros situados en el exterior. Por lo tanto 
nuestra base imponible del 2019 ha sufri-
do varias modificaciones: El poder ejecu-
tivo duplicó las alícuotas para determinar 
el impuesto, se modificó el MNI, no estará 
alcanzado el monto de la vivienda utiliza-
da como casa habitación (igual o menor a $ 
18.000.000) y si el contribuyente posee bie-
nes en el exterior, se consideran distintas 
alícuotas de determinación del impuesto 
según si fueron o no repatriados, con la po-
sibilidad de realizar un pago a cuenta para 
el 2020, como se puede ver en el caso que 
desarrollamos a continuación.

Hermosinda Egüez

Patricia Mónica R. Altamirano
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Para establecer el importe de cada uno de los anticipos, se aplicará el veinte (20%) sobre 
el monto del impuesto determinado en el período fiscal inmediato anterior a aquel al que 
correspondan computar los anticipos. Y por los bienes en el exterior se realiza un pago a 
cuenta de acuerdo a la escala que establece la RG 4673/2020.

Caso único: posee bienes en el país y en el exterior.

Bienes personales 2019
Referencia 
normativa

Impuesto determinado 6.298.420,80 dividido 5 1.259.684,16 RG 2151 art. 21

Bienes del exterior 272.707.868,31 0,50%  1.363.539,34 RG 4673 art. 2º

Resumen:

Pago a cuenta para DJ 2020 por los bienes en el exterior: 1.363.539,34.

Cada Anticipo de Bienes Personales 2020 es de 1.259.684,16.

Siguiendo con el caso planteado, si se considera que la suma a ingresar en concepto de an-
ticipos 2020 y pago a cuenta, superará el importe definitivo de la obligación del período fiscal 
al cual deba imputarse dicha suma, podrán optar por solicitar su reducción. Se debe seguir 
el mismo procedimiento descripto en el punto IV, con la diferencia que se acorta el plazo (10 
días hábiles administrativos contados desde que se realizó la transacción informática) en que 
la Administración Federal podrá requerir los elementos de valoración y documentación que 
estime necesarios a los fines de considerar la procedencia de la solicitud respectiva.

VI. ¿Cómo podrán efectuar el pago de los anticipos de ganancias y bienes personales?

El siguiente esquema detalla las distintas posibilidades de cancelación de los anticipos 
mencionados:

Situaciones 
 Impuesto a las 

ganancias 
 Impuesto sobre los 
bienes personales

I) Para los anticipos    

Pago a través de volante electrónico Sí Sí 

Compensaciones con SLD de otros impuestos Sí Sí 

Cómputo del impuesto sobre los créditos y débitos 
bancarios 

Sí No (*)

Cómputo de bonos o certificados fiscales Sí Sí 

(*) Recordemos que se encuentran vigentes los beneficios del impuesto sobre los créditos y débitos en cuentas banca-
rias —ley 25.413, su DR 380, RG 2111— con especial promoción para las micro, pequeñas y medianas empresas de la ley 
27.264 y dec. 1101, posibilitando el cómputo de tal tributo como pago a cuenta en la declaración jurada anual del impues-
to a las ganancias. Las micro y pequeñas, cuando el contribuyente tiene vigente el Certificado Mipyme, podrán computar 
en tal declaración jurada anual del impuesto a las ganancias hasta el 100% del impuesto a los créditos y débitos banca-
rios. En el caso de las "Mipyme Medianas Tramo 1 Industria Manufactureras" el porcentaje es de hasta el 60%. Si luego 
de tal cómputo quedara un remanente, en todos los casos mencionados, se podrá trasladar a ejercicios futuros hasta su 
agotamiento pero solo el 33%. Los mencionados cómputos también se podrán realizar contra los respectivos anticipos.

Anticipos de los impuestos a las ganancias y sobre los bienes personales. Período fiscal 2020
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VII. Para finalizar

Dada la situación de pandemia por la que 
atravesamos, los contribuyentes y respon-
sables solicitaron a la administración tribu-
taria mayores plazos para el ingreso de los 
anticipos, desplazándolos hacia los próxi-
mos meses, además concederles reduccio-
nes automáticas y generalizadas; lo que no 
ha ocurrido hasta la fecha de realización 
del presente por lo que dejamos expresada 
nuestra crítica por la falta de sensibilidad 
frente a la grave emergencia.

VIII. Referencias normativas y consul-
tivas

RG (AFIP) 4034-E: Reglamenta el régi-
men general de anticipos del impuesto a las 
ganancias para personas humanas y perso-
nas jurídicas.

RG (AFIP) 2151: Reglamenta el régimen 
general de anticipos del impuesto sobre los 
bienes personales, entre otras cuestiones.

RG (AFIP) 4673-E: Complementaria de la 
RG 2151, para anticipos 2019 y 2020.

Transcribimos a continuación una con-
sulta del ABC de AFIP - ID 25605558 del 
14/8/2020.

“¿Cómo se calculan los anticipos del Im-
puesto sobre los Bienes Personales corres-
pondientes al período fiscal 2020?

“Ante las dudas planteadas con relación 
al cálculo de los anticipos del impuesto so-
bre los bienes personales correspondien-
tes al período fiscal 2020, se aclara que los 
mismos se encuentran determinados conf. 
el art. 22 de la RG AFIP 2151; es decir apli-
cando el 20% sobre el monto del impuesto 
determinado en el período fiscal inmediato 
anterior a aquel al que corresponderá im-
putarlos, detraída —de corresponder— la 
suma computada como pago a cuenta de 
los gravámenes similares pagados en el ex-
terior.

“Sin perjuicio de ello, si el contribuyente 
considera que la suma a ingresar en con-
cepto de anticipos superará el importe de-
finitivo de la obligación del período fiscal 
al cual deban imputarse, podrá optar por 
efectuar los citados pagos a cuenta por un 
monto equivalente al resultante de la es-
timación que practique - Régimen opcio-
nal de anticipos - Capítulo B de la citada 
norma.

“Finalmente, se deja constancia que el 
cálculo de los anticipos es único e igual 
para todos los contribuyentes, no tomando 
en consideración hechos futuros (v.gr. re-
patriación de activos en el exterior, depósi-
to en cuentas exentas de dinero en efectivo, 
donación de bienes gravados, entre otros).

“Fuente: SDGREC y SDGTLI”.

Hermosinda Egüez

Patricia Mónica R. Altamirano
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Reseña de jurisprudencia
Gabriela Figueroa (*)

I. Municipalidad de La Matanza. Tasa 
de inspección de seguridad e higiene. Im-
procedencia de cobro. Falta de presta-
ción efectiva de servicio

Autos: “Edenor SA c. Municipalidad de La 
Matanza s/ acción meramente declarativa 
de inconstitucionalidad”. Sala II de la Cá-
mara Federal de San Martin, sentencia de 
fecha 14/08/2020.

El caso: La empresa EDENOR SA inicia 
acción declarativa de inconstitucionalidad 
en contra de la municipalidad de la Matan-
za a los fines de hacer la incerteza respecto 
de la pretensión de cobro de la Tasa de Ins-
pección de Seguridad e Higiene prevista en 
el art. 165 del Código Fiscal municipal, con-
siderándola improcedente en tanto el esta-
do municipal pretende la retribución de un 
servicio que en la realidad de los hechos es 
prestado por el ENRE, organismo nacional 
que detenta un poder exclusivo e incompa-
tible con el ejercicio de idéntico poder por 
parte de las comunas. El juez a quo acogió 
la demanda haciendo lugar, decisorio ape-
lado por la demandada, que motiva la sen-
tencia bajo reseña.

Doctrina del fallo: La Cámara confirma el 
pronunciamiento de la primera instancia, 
sustentado en el correcto deslinde de po-
testades locales y nacionales, y la condición 
necesaria que las tasas municipales impli-
quen la retribución de un servicio efecti-
vamente prestado, lo que entendió, no se 
constató en autos.

Así, consideró: “...el Alto Tribunal ha 
definido a la tasa como una categoría tri-
butaria derivada del poder de imperio del 
Estado, que si bien posee una estructura 

jurídica análoga al impuesto, se diferen-
cia de este por el presupuesto de hecho 
adoptado por la ley, que consiste en el 
desarrollo de una actividad estatal que 
atañe al obligado y que, por ello, desde 
el momento en que el Estado organiza el 
servicio y lo pone a disposición del parti-
cular, este no puede rehusar su pago aun 
cuando no haga uso de aquel, o no ten-
ga interés en él, ya que el servicio tiene 
en mira el interés general (Fallos: 251:50, 
222; 312:1575; 323:3770; 326:4251, entre 
otros). Esta distinción, desempeña un 
rol esencial en la coordinación de potes-
tades tributarias entre los diferentes ni-
veles de gobierno, en tanto la ley 23.548 
de Coparticipación Federal de Recur-
sos Fiscales, excluye a las tasas retributi-
vas de servicios efectivamente prestados 
de la prohibición de aplicar gravámenes 
locales análogos a los nacionales distri-
buidos (Fallos: 332:1503). Expuesto ello, 
cabe destacar, que constituye un requi-
sito fundamental de la tasa, que al cobro 
de dicho tributo debe corresponder siem-
pre la concreta, efectiva e individualiza-
da prestación de un servicio referido a 
algo no menos individualizado —bien o 
acto— del contribuyente (Fallos: 234:663; 
236:22; 251:222; entre otros; esta Cámara, 
Sala I, causa 1287/12, del 04/04/2013)”.

Con base en tal doctrina jurispruden-
cial, concluye: “...de las presentes actua-
ciones no surge constancia alguna que 
acredite que el servicio relacionado con la 
tasa de inspección de seguridad e higiene 
haya sido efectivamente prestado por la 
demandada, no habiendo aquella —ade-
más— demostrado su acaecimiento, pese 
a encontrarse indudablemente en mejores 
condiciones de hacerlo, frente a lo mani-
festado por la demandante en cuanto a la 
falta de prestación de servicio alguno dife-
renciado...”.

(*) Abogada especialista en Tributación en el Depar-
tamento Contencioso Tributario del Estudio Bertazza, 
Nicolini, Corti & Asociados.
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II. Municipalidad de la ciudad de Co-
rrientes. Tasa por servicio de inspección 
sanitaria bromatológica. Derecho por 
servicios de protección sanitaria y de la-
boratorios. Vulneración de normas y po-
testades federales. Procedencia

Autos: “Avícola Santa Ana c. Munici-
palidad de la Ciudad de Corrientes s/ 
amparo ley 16.986”. Cámara Federal de 
Apelaciones de Corrientes, sentencia de fe-
cha 04/08/2020.

El caso: La  actora  promueve acción de 
amparo contra la municipalidad de Co-
rrientes a los fines de hacer cesar la exi-
gencia de abonar la Tasa por Servicio de 
Inspección Sanitaria Bromatología y el De-
recho por Servicios de Protección Sanita-
ria y de Laboratorios, por considerar que 
la pretensión municipal resulta manifies-
tamente arbitraria e inconstitucional. Fun-
da su pretensión en la superposición de 
las funciones que ejerce la autoridad de 
contralor (SENASA), y asimismo, afirma la 
inexistencia de un servicio municipal efec-
tivamente prestado.

Doctrina del fallo: La Cámara, confirma 
la sentencia del a quo rechazando el recur-
so de la municipalidad, concluyendo que 
existe en el caso una vulneración de normas 
federales, en el siguiente tenor: “... luego de 
analizar las actuaciones y las normativas vi-
gentes y aplicables al caso puedo afirmar 
que no le asiste razón al recurrente en sus 
conclusiones respecto a las potestades del 
municipio sobre el control de los alimentos 
dentro del ámbito de su territorio. Es que, si 
bien existe una pauta constitucional clara 
sobre la autonomía municipal, cabe señalar 
que esta debe establecerse 'de acuerdo con 
los principios, declaraciones y garantías de 
la CN', según lo dispuesto en los mismos ar-
tículos art. 5 y 123 CN... Por ello, al exigir el 
demandado la 'Tasa de Servicio de Inspec-
ción Sanitaria Bromatológica' y el 'Derecho 
por Servicios de Protección Sanitaria y de 
Laboratorios' cuyos hechos imponibles fue-
ron descriptos más arriba (Ordenanza N° 
6525, arts. 171 y 176), surge una superposi-
ción de facultades de control entre las del 
municipio demandado y las asignadas a los 

órganos federales (SENASA  ANMAT)  por el 
Sistema Nacional de control de alimentos 
en pos de dar fiel cumplimiento del Código 
Alimentario Argentino  (Decreto Nacional Nº 
815/1999), en tanto, estos últimos se apoyan 
en normas de rango superior...”.

En lo relativo a la falta de la prestación 
efectiva de servicio por parte del organis-
mo municipal, dispuso: “...Es así que, en 
igual sentido que el a quo puedo ver que 
el municipio no ha acreditado servicios 
de inspección o reinspección veterinaria, 
y/o sanitaria bromatológica en el puesto 
sanitario municipal, servicios de protec-
ción sanitaria, de inspección de animales 
domésticos y por análisis de laboratorio, 
en los términos del hecho imponible re-
glamentado. En esta misma línea, cabe re-
cordar la doctrina sentada por el Máximo 
Tribunal en relación a que 'al cobro de una 
tasa debe corresponder siempre la concre-
ta, efectiva e individualizada prestación de 
un servicio relativo a algo no menos indi-
vidualizado (bien o acto) del contribuyente 
(Fallos: 236:22; 251:222; 259:413; 312:1575; 
329:792; 335:1987; entre otros)'...”.

III. Tucumán. Agentes de retención. In-
gresos brutos. Inconstitucionalidad de la 
designación. Procedencia

-Autos: “Garvich, Fernando Pedro c. 
Provincia de Tucumán DGR s/ inconsti-
tucionalidad”. Sala III de la Cámara en lo 
Contencioso Administrativo de Tucumán, 
sentencia de fecha 26/05/2020.

-El caso: El actor inicia demanda a los fi-
nes de obtener la declaración de incons-
titucionalidad de su designación como 
agente de retención en el impuesto sobre 
los ingresos brutos por la Dirección Gene-
ral de Rentas (RG 203/09) y asimismo del 
Régimen de Retención creado mediante la 
RG 23/02 y del último párrafo del art. 32 del 
Código Tributario de Tucumán que dele-
ga en el organismo fiscal la designación de 
los responsables por deuda ajena. Funda su 
pretensión en la vulneración del derecho 
de igualdad (art. 16, CN) en tanto existen 
otros sujetos que realizan idéntica activi-
dad, siendo sus directos competidores, y no 
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han sido obligados a soportar idéntica car-
ga pública.

-Doctrina del fallo: La Cámara hace lugar 
al planteo de la actora en lo relativo a su de-
signación, pues entiende que en autos ha 
logrado acreditar mediante el despliegue 
de prueba informativa y pericial que exis-
tió una efectiva vulneración del derecho de 
igualdad, en tanto a directos competidores 
en la actividad comercial que desarrolla no 
se les impuso la carga pública. Asimismo, 
como ya lo viene haciendo en otros antece-
dentes, el tribunal rechaza de plano la de-
fensa de la provincia de Tucumán relativa a 
que la previa adhesión del contribuyente a 
planes de pago significó el consentimiento 
del régimen y por tanto la renuncia a cues-
tionarlo en su constitucionalidad, señala 
asimismo que no corresponde la invoca-
ción de la teoría de los actos propios, tam-
bién invocada por la demandada, en tanto 
que tal defensa debió interponerla a modo 
de excepción de legitimidad para actuar, 
como motivo de previo pronunciamiento.

El tribunal analiza: “...Entonces, contras-
tada la documentación adjuntada al expe-
diente con las conclusiones del perito, se 
infiere que, respecto del actor, evidente-
mente existen competidores del rubro en 
situación más ventajosa al no haber sido 
investidos con la tarea de colaboración en 
la recaudación. Por otra parte, el listado 
de agentes de retención que desarrollan la 
misma actividad que el actor, y que fuera 
proporcionado por la accionada al contes-
tar demanda (v.gr. fs. 152) resulta insufi-
ciente para concluir que ese listado abarca 
a la totalidad de los sujetos que desarrollan 
la actividad N° 523.490 o que la DGR no ha 
violentado el principio de igualdad (cfr. ar-
gumentos vertidos en la ya citada senten-
cia N° 594/2004 de la Corte provincial). De 
esta manera, resulta evidente que quienes 
sí fueron compelidos a desempeñar la tarea 
de agente de retención, están en una situa-
ción de desigualdad con quienes no fueron 
designados. La desventaja a la que se hace 
referencia no solo está respaldada desde el 
punto de vista técnico, por el ya referido in-
forme pericial contable, sino que además 
fue reconocida por vasta jurisprudencia del 

fuero, emanada de esta Cámara y de la Cor-
te provincial”.

Con sustento en los hechos probados en 
autos, concluye: “Debido al resultado arri-
bado mediante el razonamiento expuesto, 
por el cual se determinó la violación al prin-
cipio de igualdad por parte de la DGR al no 
designar como agentes de retención a com-
petidores del mismo rubro que el actor, re-
sulta lógico que la exclusión del régimen 
surta efecto desde la fecha de la demanda: 
19/10/2017 (momento en el que el accionan-
te tuvo por configurada la vulneración a sus 
derechos constitucionales), en tanto aquí se 
declara la inconstitucionalidad no del régi-
men establecido en la RG N° 23/02 sino del 
acto administrativo por el cual se designa al 
demandante como agente de retención”.

Finalmente, cabe señalar que, solo hace 
lugar a la inconstitucionalidad de la desig-
nación del actor pero no se pronuncia en 
igual sentido sobre el régimen y la delega-
ción contenida en el Código Fiscal.

IV. Buenos Aires. Ingresos brutos. En-
tidades sin fines de lucro. Gravabilidad. 
Improcedencia

Autos: “Autoservicio La Amistad Coop. de 
Trabajo LTDA. c/ ARBA s/ Pretensión Anu-
latoria - otros juicios”. Juzgado de 1º Instan-
cia en lo Contencioso Administrativo 4 de 
La Plata, sentencia de fecha 29/07/2020.

El caso: La actora interpone demanda 
contencioso-administrativa solicitando la 
nulidad de la Resolución Normativa 19/18 
dictada por el Director Ejecutivo de la ARBA, 
por considerar que vulnera la Ley de Copar-
ticipación Federal de Impuestos (art. 9.1). La 
Cooperativa sostiene que aquella resolución 
y la ley 15.007, pusieron en práctica un me-
canismo ilegitimo que vulnera la mentada 
ley convenio, gravando con ingresos brutos 
la actividad de una entidad sin fines de lucro.

Doctrina del fallo: El juez declara la nu-
lidad pretendida bajo las siguientes consi-
deraciones: “...atendiendo al debido respeto 
jerárquico que se le debe por las razones ex-
puestas, la ley 15.007 no podía válidamente 
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limitar una exención global de la que go-
zaba la Cooperativa demandante respecto 
del ISIB toda vez que hace efectivo, de este 
modo, la afectación que su definición del 
hecho imponible le produce en tanto el mis-
mo comprende 'el ejercicio habitual y a títu-
lo oneroso en jurisdicción de la provincia de 
Buenos Aires, del comercio, industria, pro-
fesión, oficio, negocio, locaciones de bienes, 
obras y servicios, o de cualquier otra activi-
dad a título oneroso —lucrativo o no— cual-
quiera sea la naturaleza del sujeto que la 
preste, incluidas las sociedades cooperati-
vas..' (art. 182 CF, resaltado agregado). Esto 
resulta ser así, en tanto y en cuanto, la ley de 
CFRF exige que el impuesto estudiado gra-
ve el ingreso proveniente del ejercicio de 
actividades empresarias (incluso uniper-
sonales) civiles o comerciales con fines de 
lucro y no, como define además el 182 cita-
do, no lo meramente oneroso. Además que, 
puede hacerse la observación por resultar 
relevante, la diferencia en atención a una 
de las defensas fiscales que por esto mismo 
cabe desestimar, no corresponde asimi-
lar actividad lucrativa al propósito de lu-
cro en el ejercicio de ellas: primero, porque 
en sentido lato, bien podría un sujeto rea-
lizar una actividad lucrativa aunque sin un 
fin de lucro (así lo sostuvo la Sala Laboral y 
Contencioso Administrativa de la Corte Su-
prema de Tucumán, al resolver problema 
similar al de autos, in re 'Coop. Farmacéuti-
ca de Provisión y Consumo Alberdi Ltda. c. 
Provincia de Tucumán s/ inconstituciona-
lidad', sent. 2-III-2017, en Thomson-Reu-
ters, AR/JUR/8744/2017); segundo porque, 
en sentido estricto, la distinción entre ac-
tividad lucrativa y objeto de lucro es me-
ramente semántica pues no hay existen 
actividades intrínsecamente lucrativas sino 
sujetos que realizan actividades con fines 
de lucro (conf. comentario al fallo citado 
Cracogna, D.; Naturaleza de la Cooperativa 
y Fin de Lucro, AR/DOC/1300/2019)”.

V. Córdoba. COVID-19. Medidas pro-
vinciales de restricción. Vulneración al li-
bre tránsito entre jurisdicciones locales. 
Medida cautelar. Procedencia

Autos: “Sociedad Rural de Río Cuarto y 
otros c. Provincia de San Luis - Poder Eje-

cutivo s/ amparo ley 16.986”. Juzgado Fede-
ral de la provincia de Córdoba, sentencia de 
fecha 01/07/2020.

El caso: La Sociedad Rural de Río Cuarto, 
la Asociación Fomento Rural Pueblo Torres 
de Vicuña Mackenna, la Asociación Civil 
de Transportistas de Achiras y el Consor-
cio Caminero 158 de Achiras, promueven 
acción de amparo en contra de la provin-
cia de San Luis, con el objeto de impedir 
que se siga lesionando con evidente ilega-
lidad y arbitrariedad los derechos de entrar, 
permanecer y transitar, usar y disponer de 
la propiedad, ejercer industria lícita, co-
merciar y profesar libremente el culto de 
cientos de ciudadanos y productores que 
representan, ocasionados por el Decreto 
del Poder Ejecutivo provincial 1894/2020, y 
los protocolos de ingreso y egreso de la pro-
vincia, que han dispuesto el cierre de rutas.

Doctrina del fallo: En la sentencia, el juz-
gado se limita —en razón de la urgencia— 
a resolver el pedido de la medida cautelar, 
sin analizar el fondo del planteo, no obstan-
te hace lugar a cursar por vía de amparo el 
reclamo de las actoras.

El juez comprende que existe verosimili-
tud en el derecho y peligro en la demora, en 
tanto las medidas de restricción al ingreso a 
la provincia de San Luis dispuestas por De-
creto del Poder Ejecutivo, surge prima facie 
excesivo, teniendo presente las normas de 
aislamiento tomadas a nivel nacional. Sobre 
la base de tal análisis, el juzgado considera:

“...Se advierte en este sentido la suspen-
sión de derechos y garantías de raigambre 
constitucional que excederían el marco de 
la emergencia sanitaria vigente y cuya tu-
tela no admite demoras puesto que la libre 
circulación en rutas argentinas está garan-
tizada por la CN, dado que su sentido es 
generar la unión y que las provincias no 
funcionen como países en sí mismos. Las 
medidas adoptadas por la provincia, en es-
pecial la de cierre fronterizo dispuesta se 
presentaría en apariencia como extrema 
frente a otras posibilidades tales como el 
control preventivo para evitar el ingreso de 
contagiados o casos sospechosos...”.
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Finalmente, concluye: “...el transcurso 
del tiempo desde el inicio de la cuaren-
tena, y la necesidad de evitar perjuicios 
irreparables a los bienes y derechos de 
los ciudadanos que acuden a esta instan-
cia, tornan procedente el acogimiento de 
la medida cautelar postulada, ordenan-
do al señor Gobernador de la provincia 
de San Luis, que arbitre los medios perti-
nentes para proceder a la apertura y cir-
culación de la Ruta Nacional Nro. 8, Ruta 
provincial Nro. 30 y los respectivos cami-
nos vecinales, que se dan en el límite entre 
la provincia de Córdoba y San Luis, siem-
pre y cuando las personas que pretendan 
transponer dicho límite provincial, posean 
el 'Certificado Único Habilitante para cir-
culación-COVID 19'.... Ante la ausencia 
de caso sospechoso o confirmado, debe-
rá abstenerse la autoridad local de restrin-
gir el ingreso, permanencia y egreso de los 
ciudadanos —de los departamentos en 
los que el suscripto posee jurisdicción y 
que provengan de las denominadas zonas 
'blancas'— que acrediten condición para 
circular en el marco de la norma nacional 
vigente y en tanto demuestren puntos de 
conexión con la vecina localidad referidos 
a propiedades, razones laborales, cuestio-
nes de salud, relaciones familiares, y/o ac-
tividades exceptuadas que requieran de 
su circulación hacia la vecina provincia de 
San Luis”.

VI. Buenos Aires. Suspensión de pla-
zos procedimentales. Alcance de la 
feria fiscal dispuesta por ARBA a propó-
sito de la situación de excepcionalidad 
causada por COVID-19. Medida caute-
lar autónoma

Autos: “Ford Argentina SCA y otros c. 
Agencia de Recaudación Fiscal s/ medida 
cautelar autónoma o anticipada”. Juzgado 
de 1º Instancia en lo Contencioso Adminis-
trativo 1 del Depto. Judicial de San Isidro, 
sentencia de fecha 07/08/2020.

El caso: La terminal automotriz, notifica-
da por la ARBA de la Disposición Delega-
da SEATYS 1741/2020, solicitó el dictado 
de una cautelar que suspenda el plazo para 
interponer el recurso de apelación ante el 

Tribunal Fiscal de la provincia de Buenos 
Aires (TFPBA) y que ordene al organismo 
fiscal se abstenga de computar aquellos 
plazos y de adoptar medidas tendientes al 
cobro de la deuda.

En subsidio, solicitó que la suscripta le 
otorgue una autorización para circular a 
los efectos de preparar y presentar el recur-
so precitado ante la Delegación de ARBA en 
Avellaneda. La coyuntura se suscita en tan-
to, el dec. 166/2020 en su art. 1º dispuso la 
suspensión de los procedimientos y plazos 
administrativos, correspondientes a la apli-
cación del Código Fiscal y la Ley 10.707, sin 
perjuicio de la validez de aquellos que por 
su naturaleza resulten impostergables a los 
fines de las tareas de recaudación. La actora 
sostiene que el acto que se le notifica invoca 
en su art. 3º que se sustancia de acuerdo a la 
excepción de suspensión prevista en el art. 1º 
in fine, presentándose —a su entender— una 
incerteza respecto si se encontraban suspen-
didos o no, los plazos para recurrir el acto. 
Asimismo esgrime que en art. 14 del acto 
se establece a la Delegación de Avellaneda 
como la mesa de entradas para la presenta-
ción de los recursos, siendo tal situación de 
imposible cumplimiento, en tanto los aboga-
dos de la empresa no se encontraban com-
prendidos —en el mes de julio— dentro de 
las actividades esenciales que podían obte-
ner certificado de circulación.

Doctrina del fallo: ARBA presenta en el 
juicio un Memorando en el cual asevera 
que los plazos se encontraban suspendidos, 
no obstante avala lo actuado en relación a 
la disposición notificada. Por tal motivo, el 
juez considera que la acción devino en abs-
tracta, pero expone un llamado de atención 
al fisco provincial, en tanto considera que 
debe ser claro y certero en los actos que no-
tifica a los contribuyentes:

“Lamentablemente, la ARBA no tuvo en 
cuenta al dictar la Disposición Determina-
tiva hacer saber al contribuyente en forma 
clara y contundente, despejando cualquier 
duda, la interpretación del Organismo Re-
caudador respecto a cuáles etapas del pro-
cedimiento determinativo se encuentran 
comprendidas en situación de excepción a 
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la suspensión general dispuesta por el Dec. 
166/2020 y cuáles no. Debe resaltarse estas 
circunstancias a fin de evitar casos como 
el presente en el cual la incertidumbre en 
la que el accionar equívoco del Organismo 
Recaudador, en el marco de una coyuntu-
ra de por sí dificultosa y confusa por la pro-
liferación de normas de emergencia con 
prórrogas sucesivas, dictadas por los tres 
niveles de gobierno, suscita la necesidad de 
los administrados y contribuyentes a bus-
car el auxilio jurisdiccional como asidero 
de certeza; y esto a su vez acarrea una gran 
dispendio jurisdiccional...”.

Por lo considerado, concluye: “...De con-
formidad con el informe evacuado por 
el Departamento Actuaciones Judiciales 
ARBA con fecha 22/7/2020 con adjunción 
del Memorando Nro. 39/2020, el Organis-
mo Recaudador ha sentado con limpidez su 
actitud, que resulta acorde al principio ge-
neral establecido por el art. 1ero del Decre-
to Nro. 166/2020 —ratificado por Ley Nro. 
15.174— y sus respectivas prórrogas —ver 
Dec. 689/2020 y art. 2 del Dec. 166/2020—, 
en sintonía con los Acuerdos Extraordina-
rios Nros. 94 y 95 del TFAPBA: el plazo para 
interponer los recursos del art. 115 del Có-
digo Fiscal se encuentra suspendido...”.
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Mera compra y exportaciones  
en el artículo 13, tercer párrafo  
del Convenio Multilateral
Ante un reciente antecedente de la Comisión Arbitral

Richard L. Amaro Gómez (*)

El objetivo del trabajo es analizar la causa "CHS de Argentina SA c. Provincia de Córdoba", 
res. (CA) 10/2020, de fecha 15 de julio de 2020, sobre el instituto de la mera compra y ex-
portaciones.

Opinión

Recientemente la Comisión Arbitral se 
expidió en un interesante caso en la causa 
“CHS de Argentina SA c. Provincia de Cór-
doba”, res. (CA) 10/2020, de fecha 15 de julio 
de 2020, sobre la procedencia de la aplica-
ción del instituto de la mera compra del art. 
13, tercer párrafo, del Convenio Multilate-
ral en los casos de exportación del produc-
to adquirido en la jurisdicción productora. 
Pero antes haremos una previa introduc-
ción para el mejor entendimiento del tema.

I. Introducción. Marco normativo (1)

Recordemos que en el ámbito del Con-
venio Multilateral (CM) tenemos dos gran-
des regímenes para la distribución de los 
ingresos en las diferentes jurisdicciones: 
a) el régimen general y b) los regímenes es-
peciales. Entre estos últimos, se encuentra el 
art. 13 en cuyo tercer párrafo se estableció 

(*) Profesional independiente.

(1) AMARO GÓMEZ, Richard L. "Convenio multila-
teral. Art. 13, tercer párrafo. Mera compra y dación en 
pago". Práctica y Actualidad Tributaria (PAT). Tomo: 
XXIV. Octubre/2017.

una mecánica particular de asignar los in-
gresos provenientes de ciertas actividades. 
A estos fines, este esboza:

“En el caso de la mera compra, cualquiera 
fuera la forma en que se realice, de los res-
tantes productos agropecuarios, forestales, 
mineros y/o frutos del país, producidos en 
una jurisdicción para ser industrializados o 
vendidos fuera  de la jurisdicción producto-
ra y siempre que esta no grave la actividad 
del productor, se atribuirá en primer térmi-
no a la jurisdicción productora el 50% del 
precio oficial o corriente en plaza a la fecha 
y en el lugar de adquisición. Cuando exis-
tan dificultades para establecer este precio, 
se considerará que es equivalente al 85% 
del precio de venta obtenido. La diferencia 
entre el ingreso bruto total del adquiren-
te y el importe mencionado será atribuida 
a las distintas jurisdicciones en que se co-
mercialicen o industrialicen los productos, 
conf. al régimen del art. 2º. En los casos en 
que la jurisdicción productora grava la ac-
tividad del productor, la atribución se hará 
con arreglo al régimen del art. 2º”.
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En resumen, tenemos que para aplicar 
este régimen debe darse los siguientes su-
puestos:

a. Debe tratarse de los restantes produc-
tos agropecuarios, forestales, mineros y/o 
frutos, no incluidos en los regímenes del 
primer y segundo párrafo del mismo art. 13. 
Por lo cual, esto indica que estamos frente 
a un régimen residual. Todos aquellos pro-
ductos primarios que no encuadren en el 
primer y segundo párrafo del art. 13, deben 
quedar tipificados aquí.

b. Deben ser producidos en una cierta ju-
risdicción para ser industrializados o ena-
jenados fuera de la jurisdicción productora.

c. La jurisdicción productora no debe gra-
var con el Impuesto sobre los Ingresos Bru-
tos la actividad primaria (2).

El régimen tiene por finalidad evitar la 
erosión de la base imponible del Impues-
to sobre los Ingresos Brutos cuando la ju-
risdicción productora no grava la actividad 
del productor primario  (3). “En esta últi-
ma situación, la jurisdicción productora 
vería reducida su capacidad de imponer a 
las riquezas producidas, ya que no grava 
la primera etapa (productor primario), ni 
tampoco puede hacerlo en la etapa indus-
trial o comercial, que por definición se con-
creta fuera de su ámbito” (4).

En fin, cumplido los supuestos tenemos 
dos distribuciones: (a) la primaria, y (b) la 
secundaria.

En la distribución primaria, la asignación 
de la base imponible es a la jurisdicción 
productora:

 (2) La exención no debe estar condicionada a la de-
cisión de la administración tributaria provincial. "Aiello 
Supermercados SA". Resolución (CA) 29/2010.

 (3) ALTHABE, Mario Enrique — SANELLI, Alejandra 
P. "El Convenio Multilateral. Análisis teórico y aplicación 
práctica", Ed. La Ley, diciembre 2001, p. 26.

 (4) Ibidem.

1) En primer lugar, se debe asignar el 50% 
del precio oficial o corriente en plaza a la fe-
cha y en el lugar de adquisición.

2) En segundo lugar, cuando existan di-
ficultades para establecer el precio antes 
indicado, se considerará que es el 50% del 
equivalente al 85% del precio de venta ob-
tenido (5).

En la distribución secundaria, la asigna-
ción de la base imponible es a la jurisdicción 
industrializadoras o comercializadoras. En 
este marco, tenemos que la diferencia entre 
el ingreso bruto total y el asignado a la juris-
dicción productora, se debe distribuir conf. 
a la mecánica del régimen general (art. 2º 
del CM), entre las jurisdicciones en que se 
comercialicen o industrialicen los referidos 
bienes.

Por último, es importante mencionar que 
se regla que si la jurisdicción productora no 
exime la actividad primaria del productor, 
se aplicará directamente el régimen gene-
ral del art. 2º.

II. Los hechos de la causa

Todo se inició cuando a CHS de Argenti-
na SA (en adelante, la Sociedad o la Com-
pañía), dedicada básicamente a la industria 
de la producción de cultivos, la Dirección 
General de Rentas de Córdoba le cuestionó 
el encuadre de su actividad en el marco del 
régimen especial del art. 13 —tercer párra-
fo— del Convenio Multilateral.

Al respecto, la Sociedad explicó de la si-
guiente manera su operatoria:

1. Adquiere para la realización de su acti-
vidad granos de diversos productores, que 
en algunos casos están domiciliados en la 
provincia de Córdoba.

2. La adquisición se hace de dos maneras 
diferentes: a) directa: compra directamente 
a los productores y/o, b) indirecta: compra 
a través de intermediarios o corredores.

 (5) "Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de 
la Patagonia c/ Provincia de Mendoza". Resolución (CA) 
15/2010.
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En este contexto, la Compañía alega la 
inexistencia de sustento territorial por las 
adquisiciones antes indicadas de bienes 
elaborados por productores domiciliados 
en la provincia de Córdoba. En este mis-
mo sentido, sostiene que por el solo hecho 
de comprar a sujetos de dicha jurisdicción 
no se genera sustento territorial y, máxime, 
cuando el Código Fiscal requiere como re-
quisito para la imposición la realización de 
una actividad en el ejido provincial.

En otro orden de ideas, sostuvo que el 
producto nunca fue entregado en la juris-
dicción de Córdoba, sino en ciertos puertos 
(de Santa Fe, Buenos y Entre Ríos), ya que el 
grano adquirido se destina a la exportación.

Adicionalmente, negó que los gastos ve-
rificados tengan entidad suficiente para 
sostener el desarrollo de una actividad en 
Córdoba (combustibles, comidas y hote-
les). Así como también, sostuvo que en el 
caso del impuesto de sellos resulta ser no 
computable. Todos ellos, desde la óptica 
de la Sociedad, no tienen la aptitud de dar 
cuenta del ejercicio de una actividad.

Seguidamente, esbozó que si la compra 
de granos se realizó de manera indirecta, 
a intermediarios o corredores de la provin-
cia, no corresponde la aplicación del insti-
tuto de la mera compra.

Finalmente, en lo que nos interesa, ar-
gumentó que los granos comprados se ex-
portan tal cual como fueron adquiridos, sin 
sufrir un proceso de industrialización pos-
terior.

Por su parte, el Fisco provincial en gene-
ral sostuvo:

a) Que los gastos sean de escasa signifi-
cación no inválida de que le den sustento 
territorial en la jurisdicción (combustibles, 
hoteles y alojamiento).

b) Que el hecho que el impuesto de sellos 
por contratos firmados en la jurisdicción 
sea no computable en el marco del Conve-
nio Multilateral, no tiene validez suficiente 
para invalidar el sustento territorial, toda 

vez que la parte pertinente del art. 1º del 
referido convenio establece que la realiza-
ción de cualquier gasto, sea o no computa-
ble, pero relacionados con la actividad del 
contribuyente conlleva la existencia de sus-
tento territorial.

c) Que el instituto de la mera compra del 
art. 13 del Convenio no requiere que los 
bienes en cuestión sean entregados en la 
misma jurisdicción, el requisito exigido es 
que el bien adquirido sea producido en la 
jurisdicción.

d) Que si bien la jurisdicción no grava la 
exportación de los bienes, los ingresos pro-
ducidos por la mera compra son indepen-
dientes a los originados en la actividad de 
exportación. En definitiva, no importa el 
destino de los bienes.

De esta manera quedó planteada la con-
troversia.

III. La resolución de la comisión arbitral

En instancias de la Comisión Arbitral, 
esta resolvió en cuanto al tema que nos in-
teresa:

“(...) Que CHS Argentina SA reconoce, 
por un lado, que adquiere granos de mane-
ra directa o a través de corredores o inter-
mediarios, que provienen de productores 
domiciliados en Córdoba (entre otras juris-
dicciones) y, por otro, la existencia de gas-
tos (combustibles, servicio de restaurant 
y alojamiento en hoteles) y también, han 
tributado el impuesto de sellos por instru-
mentos en la jurisdicción, que si bien no es 
un concepto computable en los términos 
del art. 3° del Convenio Multilateral, exte-
rioriza el despliegue de actividad gravada 
de la empresa en la jurisdicción de Córdo-
ba, por lo que el sustento territorial se en-
cuentra debidamente acreditado en dicha 
jurisdicción.

“Que sentado ello, los organismos de 
aplicación del Convenio Multilateral han 
señalado que la aplicación del instituto de 
la mera compra no se ve alterada por el he-
cho de que los productos sean entregados 
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dentro o fuera de la jurisdicción, ya que el 
art. 13 del Convenio Multilateral compren-
de tanto el acto del comprador foráneo 
que realiza la compra dentro de la jurisdic-
ción productora, como así también la mera 
compra realizada desde fuera de ella.

“Que, asimismo, el tercer párrafo del 
art. 13 del Convenio Multilateral no establece 
condiciones ni requisitos que deba asumir el 
sujeto vendedor de los productos primarios 
para que sea aplicable la mera compra.

“Que, por otra parte, resulta irrelevante 
si los productos, transformados o no, se co-
mercializan en el mercado interno o externo. 
Los organismos de aplicación del Convenio 
Multilateral ya han señalado que la jurisdic-
ción productora tiene la potestad de gravar 
la mera compra de productos en su territo-
rio aunque posteriormente fueran exporta-
do desde otra jurisdicción, habida cuenta 
que le Convenio Multilateral no establece un 
tratamiento diferenciado en la distribución 
de la base conf. al destino que el sujeto com-
prador otorgue a los bienes adquiridos.

“Que, por lo expuesto, se desprende que 
en la determinación practicada no se han 
violado las deposiciones del Convenio Mul-
tilateral (...)”.

El resaltado en itálica es nuestro.

De esta manera, se decidió no hacer lugar 
a la acción interpuesta.

IV. La reflexión final

Como vemos y en lo medular, la Comi-
sión Arbitral al igual que la Plenaria, sigue 
sosteniendo que en el instituto de la mera 
compra no interesa el destino de los bienes 
adquiridos en la jurisdicción productora, 
aun cuando ese destino es la exportación. 
Un criterio lamentable basado en la letra de 
la ley.

Pero no podemos olvidar que existen dic-
támenes en temas análogos, con opinio-

nes en contrario. Por citar uno de ellos, en 
fecha 17 de mayo de 2018 la Procurado-
ra Fiscal (Laura M. Monti) se expidió en 
la causa “YPF SA c. Provincia de Chubut” 
donde sentó un criterio muy importante 
para las empresas que operan con produc-
tos primarios como materia prima para su 
proceso industrial y que luego realizan ex-
portaciones, ello en marco del régimen es-
pecial del art. 13 del Convenio, pero en este 
caso primer párrafo.

En el dictamen antes citado, y en general, 
vuelve a esbozar el principio de no discri-
minación, lo cual no es nuevo si considera-
mos que en diciembre de 2017 la propia CS 
se expidió en las causas “Bayer SA c. Provin-
cia de Santa Fe” y “Harriet y Donnelly SA c. 
Provincia del Chaco” donde también se rea-
firmó dicho principio, en virtud del cual el 
tratamiento tributario que discrimine por 
el lugar de radicación del establecimiento o 
planta, en principio, sería inconstitucional.

De esta manera, la Procuradora sostie-
ne que gravar la exportación de bienes por 
aplicación del régimen especial del conve-
nio implica “(...) crear una suerte de base 
pretensión imponible diferencial al petró-
leo crudo extraído en su territorio, por el 
solo hecho de salir de su jurisdicción para 
ser procesado y sacado fuera del país desde 
otras provincias, ingreso que no resulta gra-
vado cuando idéntico petróleo es extraído y 
exportado —en bruto o elaborado— desde 
Chubut”.

Las mismas conclusiones podemos llegar 
en nuestro caso. Si el contribuyente com-
pra granos en Córdoba y lo exporta desde 
Córdoba está exento. Pero si los compra en 
Córdoba a fin de extraerlos para exportar-
los desde otra jurisdicción, queda gravado 
desde la óptica de los organismos de apli-
cación del Convenio, lo cual resulta total-
mente discriminatorio.

Si bien al día de la fecha no existe senten-
cia sobre el fondo del asunto en cuanto a la 
CS, esperemos contar pronto con ella.
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Régimen temporario de 
regularización para agentes 
de recaudación de ingresos 
brutos y sellos de la provincia 
de Buenos Aires

Ricardo H. Ferraro (*)

En el artículo se analiza la res. norm. 53/2020 de ARBA a través de la cual se les permite a 
los contribuyentes regularizar las deudas provenientes de retenciones y/o percepciones no 
efectuadas con relación a los impuestos sobre los ingresos brutos y de sellos, sus acceso-
rios, recargos y cualquier sanción por infracciones relacionadas con estos conceptos, desde 
el 01/10/2020 al 31/12/2020.

Opinión

(*) Coordinador general del suplemento “Novedades 
Fiscales” del diario Ámbito Financiero.

I. Introducción

La Agencia de Recaudación de la Provin-
cia de Buenos Aires (ARBA), a través de la 
resolución normativa 53/2020, sumó un 
nuevo régimen de facilidades de pago, en 
esta oportunidad para los agentes de recau-
dación de los impuestos sobre los ingresos 
brutos y de sellos, por retenciones y/o per-
cepciones no efectuadas. Queda claro que 
las efectuadas y no ingresas no son objeto 
de este régimen.

La intención es buena y necesaria, pero 
resulta acotada en cuanto a las obligacio-
nes a regularizar. En efecto, la medida se 
toma en razón del estado de emergencia sa-
nitaria en el que se encuentra el país y con 
solo repasar los argumentos de los consi-
derandos y las normativas que se mencio-
nan resulta elocuente que las restricciones 

al ejercicio pleno de las actividades siguen 
vigentes y, es más, se presentó más rígida 
en el período que comprende esta decisión.

El régimen estará vigente a partir del 
01/10/2020 hasta el 31/12/2020, pero admi-
te las deudas generadas por omisión de re-
tener y/o percibir devengadas al 31/05/2020, 
dejando un “bache” muy significativo por 
las omisiones que pudieron suceder hasta 
octubre, meses donde la pandemia fue mos-
trando sus peores números y la actividad, en 
particular la administración de las empre-
sas, se mantuvo (y mantiene) limitada.

Esta observación no es exclusiva de este 
régimen, a decir verdad, la distancia en-
tre la fecha de corte de las obligaciones en 
mora o a regularizar, tanto a nivel nacional 
como local, y la de adhesión, solicitud o 
acogimiento, siempre quedan muy alejadas 
para una economía alicaída como la que se 
padece hace décadas, ahora agudizada por 
el COVID-19.
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En este caso, al tratarse de una resolución 
normativa, el “bache” de obligaciones no 
comprendidas podría solucionarse.

II. Alcances

Desde el 01/10/2020 y hasta el 
31/12/2020, los agentes de recaudación y 
sus responsables solidarios —art. 21, Có-
digo Fiscal  (1)—, podrán regularizar las 
deudas provenientes de retenciones y/o 
percepciones no efectuadas con relación a 
los impuestos sobre los ingresos brutos y de 
sellos, sus accesorios, recargos y cualquier 
sanción por infracciones relacionadas con 
estos conceptos.

No obstante, las obligaciones omitidas 
con relación al impuesto sobre los ingresos 
brutos anteriores al mes de enero de 2012, 

  (1) Art. 21 — Se encuentran obligados al pago de 
los gravámenes, recargos e intereses, como responsa-
bles del cumplimiento de las obligaciones fiscales de 
los contribuyentes —en la misma forma y oportunidad 
que rija para estos— las siguientes personas: 1. Los que 
administren o dispongan de los bienes de los contribu-
yentes, en virtud de un mandato legal o convencional. 
2. Los integrantes de los órganos de administración, o 
quienes sean representantes legales, de personas jurídi-
cas; asociaciones, entidades y empresas, con o sin per-
sonería jurídica; como, asimismo, los de patrimonios 
destinados a un fin determinado, cuando unas y otros 
sean consideradas por las leyes tributarias como unida-
des económicas para la atribución del hecho imponible. 
3. Los que participen por sus funciones públicas o por 
su oficio o profesión, en la formalización de actos, ope-
raciones o situaciones gravadas o que den nacimiento a 
otras obligaciones previstas en las normas fiscales o en 
este Código. 4. Los agentes de recaudación, por los gra-
vámenes que omitieron retener o percibir, o que, reteni-
dos o percibidos no ingresaron en la forma y tiempo que 
establezcan las normas respectivas. En estos supuestos, 
resultará de aplicación en lo pertinente lo dispuesto en 
los incs. 1) y 2º) del presente artículo. 5. Los síndicos y 
liquidadores de las quiebras —en tanto exista desapo-
deramiento respecto del fallido—, representantes de 
las sociedades en liquidación, los administradores le-
gales o judiciales de las sucesiones, y a falta de estos, 
el cónyuge supérstite y los herederos. 6. Los integrantes 
de una unión transitoria de empresas o de un agrupa-
miento de colaboración empresaria, respecto de las 
obligaciones tributarias generadas por la unión o agru-
pamiento como tal y hasta el monto de las mismas. 7. 
Los cedentes de créditos tributarios respecto de la deu-
da tributaria de sus cesionarios y hasta la concurrencia 
del importe aplicado a la cancelación de la misma, si se 
impugnara la existencia o legitimidad de tales créditos.

o al impuesto de sellos anteriores al mes de 
enero de 2017, y sus respectivos intereses, 
y los importes correspondientes a multas 
y recargos cualquiera sea su fecha, podrán 
regularizarse a partir del 2 de noviembre de 
2020, inclusive.

II.1. Deudas incluidas

- Tributos que se hayan omitido retener 
y/o percibir, devengados al 31/05/2020.

- Deudas provenientes de regímenes de 
regularización por retenciones y/o per-
cepciones no efectuadas, posteriores al 
01/01/2000, caducos al 31/05/2020 inclu-
sive.

- Los intereses, recargos y sanciones co-
rrespondientes a retenciones y/o percep-
ciones no efectuadas y depositadas fuera 
de término o por falta de presentación de 
sus declaraciones juradas.

Comprende a las obligaciones que se en-
cuentren en proceso de determinación, 
discusión administrativa o judicial o en ins-
tancia de juicio de apremio.

Las deudas de los agentes de recauda-
ción, que se encuentren en instancia de 
ejecución judicial, podrán regularizarse to-
das sin importar su fecha.

Tratándose de deudas en instancia de 
ejecución judicial, es requisito que el agen-
te reconozca y regularice el importe total de 
la deuda reclamada en el juicio de apremio, 
y abone o regularice las costas y gastos cau-
sídicos estimados sobre la base de la pre-
tensión fiscal.

A estos efectos se entiende que esta com-
prende, exclusivamente, los conceptos re-
clamados liquidados de conformidad con 
lo regulado en el régimen.

Será condición también, para acceder al 
régimen, que el apoderado fiscal haya co-
municado a ARBA, a través del aplicativo 
que se encuentra disponible en la página 
web del organismo, la efectiva regulariza-
ción de sus honorarios y el importe. La Fis-
calía de Estado podrá acordar, de estimarlo 

Régimen temporario de regularización para agentes de recaudación de ingresos brutos

Tho
mso

n R
eu

ter
s



SEPTIEMBRE 2020 | Nº 84 • IMPUESTOS | PP • 97 

Ricardo H. Ferraro

pertinente, planes de pago en cuotas para 
la regularización de los honorarios profe-
sionales.

Por otra parte, en el caso de planes cadu-
cos, para acogerse al régimen, el agente de 
recaudación deberá regularizar el importe 
total de su deuda.

II.2. Exclusiones

- Deudas por retenciones y/o percepcio-
nes efectuadas y no ingresadas o no ingre-
sadas en término, incluso las provenientes 
de la aplicación de multas

- Deudas respecto de las cuales se haya 
dictado sentencia penal condenatoria, por 
delitos que tengan conexión con el incum-
plimiento de las obligaciones que se pre-
tenden regularizar

- Deudas verificadas en concurso preven-
tivo o quiebra.

III. Sujetos

Para acceder al régimen el agente de re-
caudación debe encontrarse inscripto en 
el “Programa Buenos Aires ActiBA” o en el 
“Agro Registro Mipymes” de la provincia de 
Buenos Aires, requisito que ARBA corrobo-
rará con los ministerios que tienen a su car-
go estos registros.

La condición de micro, pequeña o me-
diana empresa o pertenecer al “resto de los 
agentes”, tiene importancia en la magnitud 
de las facilidades a solicitar y a la tasa de in-
terés aplicable.

Para la calificación respecto del tamaño 
de la empresa la resolución remite al art. 14 
de su par 8/2020 que oportunamente esta-
bleció un régimen de regularización para 
Mipymes al 31/12/2019. Dicho artículo dis-
pone lo siguiente:

“Art. 14.— Para determinar las categorías 
a las que se refiere el apartado tercero del 
artículo anterior, se considerará la activi-
dad del contribuyente o responsable regis-
trada como principal en la base de datos de 
esta Agencia, según el Nomenclador de Ac-

tividades del Impuesto sobre los Ingresos 
Brutos (NAIIB 18) de acuerdo con el Anexo 
I que se aprueba como parte integrante de 
la presente y las categorías según el monto 
de ingresos (gravados, no gravados y exen-
tos) correspondientes al año 2019 de acuer-
do con la clasificación de la res. 220/2019 
y 563/2019 de la Secretaría de Emprende-
dores y de la Pequeña y Mediana Empresa 
(SEPYME), según el Anexo II que se aprue-
ba como parte integrante de la presente.

“Cuando se trate de contribuyentes y sus 
responsables cuya alta se haya producido 
una vez iniciado el ejercicio fiscal 2019, el 
referido monto de ingresos se anualizará.

“En el caso de contribuyentes y sus res-
ponsables comprendidos en el inc. a) del 
art. 3º de la res. 220/2019 de SEPYME, la ca-
tegorización será informada por el Minis-
terio de Producción, Ciencia e Innovación 
Tecnológica o por el Ministerio de Desarro-
llo Agrario, según corresponda.

“En el supuesto de contribuyentes y sus 
responsables comprendidos en el inc. b) 
del art. 3º de la res. 220/2019 de SEPYME, a 
los fines de su categorización el tope de ac-
tivos será informado por Ministerio de Pro-
ducción, Ciencia e Innovación Tecnológica 
o por el Ministerio de Desarrollo Agrario, 
según corresponda.

“En caso de pluralidad de obligados a la 
misma deuda, se aplicarán los beneficios 
que correspondan al contribuyente que re-
gistre la mayor categorización”.

El sujeto deberá impulsar la solicitud de 
facilidades. En otras palabras, el plan de pa-
gos se otorgará a pedido de parte interesa-
da y se formulará bajo responsabilidad del 
peticionante. ARBA se reserva la facultad 
de verificar, con posterioridad, las condi-
ciones de procedencia del régimen.

Cabe tener en cuenta que, en todos los 
casos, el peticionante deberá declarar en 
qué carácter solicita el acogimiento al régi-
men de regularización, con el alcance esta-
blecido en el art. 12 de esta resolución.
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IV. Formas de pago

Las modalidades de pago varían en función al tamaño de la empresa, a saber:
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Con relación a los vencimientos, según la modalidad de pago, se pueden sintetizar del 
siguiente modo:

AL CONTADO
Dentro de los 15 días corridos de la formalización del acogi-
miento.

PLANES CON ANTICIPOS
El anticipo a los 5 días hábiles de la fecha de formalización del 
acogimiento. Las cuotas vencen en forma mensual y consecu-
tiva el día 10 de cada mes.

PLANES SIN ANTICIPOS
La primera cuota vence el día 10 del mes siguiente a la fecha de 
formalización del acogimiento. Las restantes vencen en forma 
mensual y consecutiva el día 10 de cada mes.

Debido a que el acogimiento, como se verá en el punto siguiente, se debe realizar me-
diante la página de ARBA, será esta la que liquide las cuotas del plan. A tales efectos se ha-
bilitará para el pago del total regularizado, del anticipo y de las cuotas, el formulario R-550 
- Volante Informativo para el Pago, el que podrá ser solicitado nuevamente ingresando al 
sitio del organismo, en caso de extravío o deterioro.

La resolución normativa aprueba un anexo que contiene las tablas, según tamaño de 
empresa, conteniendo el interés de financiación, las cuotas respectivas y el coeficiente 
aplicable.

Las liquidaciones correspondientes a anticipo y cuotas, luego de la fecha de su respec-
tivo vencimiento, devengarán el interés resarcitorio (art. 96, CF) o punitorio (art. 104, CF) 
según corresponda.

IV.1. Cancelación anticipada

Se prevé la posibilidad de abonar la deuda regularizada antes del vencimiento de las 
cuotas que se hubieran otorgado, en la medida que el plan no se encuentre caduco. En tal 
caso no deberán abonarse intereses de financiación respecto de las cuotas cuya cancela-
ción anticipada se produce.

A estos fines el sujeto deberá obtener una nueva liquidación, concurriendo a cualquiera 
de los Centros de Servicios Locales o a través de la página web de ARBA.

IV.2. Pagos anteriores

Los pagos que hubieren sido efectuados con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
resolución normativa, por cualquiera de los conceptos involucrados en el régimen, y sin 
los beneficios previstos en este, no serán considerados procedentes a los fines de la inter-
posición de la demanda de repetición, así como cualquier otra petición relacionada por la 
que se pretenda la devolución o compensación de los pagos ya cancelados.

V. Formalización del acogimiento

La resolución normativa dispone que los acogimientos al plan de pagos deberán reali-
zarse a través de la aplicación correspondiente disponible en el sitio web de ARBA (www.
arba.gov.ar), a la cual los agentes de recaudación deberán acceder utilizando su CUIT y 
CIT, teniendo en cuenta lo siguiente.
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- Cuando se trate de la regularización de 
obligaciones omitidas con relación al im-
puesto sobre los ingresos brutos anteriores 
al mes de enero de 2012 o al impuesto de 
sellos anteriores al mes de enero de 2017, 
el agente de recaudación deberá indicar, 
el período (mes/quincena/año) e importe 
del impuesto omitido a incluir en el plan de 
pagos. Una vez cargado este importe, el sis-
tema calculará automáticamente los intere-
ses y recargos correspondientes.

- Cuando se trate de la regularización 
de obligaciones omitidas con relación al 
impuesto sobre los ingresos brutos co-
rrespondientes al mes de enero de 2012 y 
posteriores, o al impuesto de sellos corres-
pondientes al mes de enero de 2017 y pos-
teriores, el agente de recaudación deberá 
seleccionar, desde el aplicativo el o los pe-
ríodos omitidos que se prenden regularizar. 
Para ello, y con carácter previo al acogi-
miento, el agente de recaudación deberá 
haber presentado las declaraciones juradas 
que le correspondan en ese carácter con re-
lación a los períodos que se pretenden in-
cluir en el presente plan de pagos.

Si durante el plan de facilidades de pago 
se produce el cese de actividades del agen-
te, este no será impedimento para la conti-
nuidad del plan otorgado, sin perjuicio de 
la facultad de proseguir el juicio de apremio 
que oportunamente se hubiera iniciado, en 
los casos en que se produzca la caducidad 
del plan de pagos, tratándose de deudas de 
agentes o sus responsables solidarios, en 
instancia de ejecución judicial.

V.1. Condiciones especiales para sujetos 
con embargo u otra medida cautelar

La modalidad especial de acogimien-
to prevista en la disposición normativa se-
rie B 77/2006 (Régimen de regularización 
de obligaciones tributarias en proceso de 
ejecución judicial. Contribuyentes titula-
res de cuentas bancarias y fondos líqui-
dos depositados en entidades financieras 
que se encuentren embargados), y la mo-
dalidad especial prevista en la disposición 
normativa serie B 47/2007 y modificatoria 
(Régimen de regularización de obligacio-

nes tributarias en proceso de ejecución ju-
dicial. Ingresos brutos. Sellos. Inmobiliario. 
Automotores. Deudas vencidas o devenga-
das al 31/12/2006. Disposición normativa 
B 14/2007), resultan aplicables a quienes 
regularicen sus deudas por medio del régi-
men que se comenta.

En caso de optarse por las modalidades 
especiales de acogimiento antes mencio-
nadas, deberá observarse lo siguiente:

- Formas de pago e interés de financia-
ción: cuando el interesado opte por la mo-
dalidad de pago en cuotas con anticipo, el 
importe de este último será del treinta por 
ciento (30%) de la deuda, aplicándose en lo 
restante los intereses de financiación y los 
planes de pagos previstos según los cua-
dros que anteceden.

- Medidas cautelares: ARBA procederá 
a levantar en forma automática la medi-
da cautelar trabada, una vez ingresado el 
monto total de la deuda regularizada, tra-
tándose de la modalidad de cancelación al 
contado, o bien cuando se hubiese ingre-
sado el monto correspondiente al anticipo 
pertinente del total de la deuda regulariza-
da, tratándose de la modalidad de pago en 
cuotas con anticipo. No podrá accederse a 
las modalidades previstas en las resolucio-
nes citadas en este artículo cuando se opte 
por alguna de las modalidades de pago en 
cuotas sin anticipo establecidas en este ré-
gimen.

- Los interesados podrán formalizar su 
acogimiento al plan de pagos y autorizar la 
transferencia de fondos desde el sitio ofi-
cial de ARBA, ingresando la CUIT y CIT del 
agente de recaudación titular de las cuentas 
o fondos alcanzados por la medida cautelar.

V.2. Carácter del acogimiento

La presentación del acogimiento importa 
el reconocimiento expreso e irrevocable de 
la deuda incluida en el plan de pagos, ope-
rando como causal interruptiva del curso 
de la prescripción de las acciones fiscales 
para determinar y obtener su cobro y a la 
vez, implica el allanamiento incondiciona-

Régimen temporario de regularización para agentes de recaudación de ingresos brutos
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do a la pretensión fiscal, en cualquier ins-
tancia en que se encuentre, y la renuncia a 
la interposición de los recursos administra-
tivos y judiciales con relación a los importes 
incluidos. Asimismo, se producirá la inte-
rrupción de la prescripción con relación a 
todo el ejercicio fiscal al cual correspondan 
los importes regularizados.

Quien formaliza el acogimiento al régi-
men de regularización deberá acreditar su 
carácter de legitimado a tales fines y asumir 
la deuda, comprometiendo de correspon-
der a su poderdante o representado al pago 
de esta en las condiciones requeridas. A di-
cho efecto, resultarán válidas y vinculantes 
las notificaciones efectuadas al Domicilio 
Fiscal Electrónico de este.

V.3. Conformación del monto a regularizar

El importe a regularizar se conformará 
con la deuda de capital más los intereses 
del art. 96 del CF desde el vencimiento has-
ta el acogimiento, aplicándose los intereses 
del art. 104 del CF cuando se trate de deu-
da en instancia de ejecución fiscal, desde la 
interposición de la demanda hasta el aco-
gimiento.

De tratarse de planes otorgados en eta-
pa prejudicial caducos, al monto original 
de las deudas se le adicionará el interés 
del art. 96, CF desde los respectivos venci-
mientos hasta la fecha de acogimiento, des-
contando los pagos efectuados, de existir, 
cuya imputación se realizará comenzando 
por el débito más remoto, en el siguiente 
orden: multas firmes o consentidas, recar-
gos, intereses, capital de la deuda principal 
y caducidades anteriores de regímenes de 
regularización.

En el supuesto de planes de pago caducos 
en los que se hubiere regularizado deuda en 
juicio de apremio el monto del acogimiento 
resultará de aplicar al monto original de las 
deudas incluidas en el plan de pagos cadu-
co, el interés del art. 96, CF, desde los res-
pectivos vencimientos originales y hasta la 
fecha de interposición de la demanda, y el 
previsto en el art. 104, CF desde el momen-
to de la interposición de la demanda has-

ta la fecha de acogimiento, con deducción 
de los pagos oportunamente efectuados en 
igual forma y orden a lo comentado prece-
dentemente.

Para el caso de regularización de recargos, 
estos se liquidarán de conformidad con lo 
establecido en el art. 59 del CF y de tratarse 
de la regularización de multas, se adiciona-
rán los intereses previstos en el citado cuer-
po legal, solo en el caso de haberse agotado 
el plazo previsto por el art. 67 del CF.

V.4. Invalidez del acogimiento

Será considerado inválido el acogimiento 
si ARBA verificara que la deuda regulariza-
da corresponde a retenciones y/o percep-
ciones efectuadas y no depositadas o no 
depositadas en término.

VI. Causales de caducidad

Como es habitual en estas normas, la ca-
ducidad se produce de pleno derecho y sin 
interposición alguna por parte del organis-
mo recaudador.

Son caudales de caducidad las siguientes:

- se mantengan 2 cuotas impagas —in-
cluido el anticipo— consecutivas o alterna-
das, al vencimiento de la cuota siguiente;

- se mantenga alguna cuota o anticipo 
impagos al cumplirse 90 días corridos del 
vencimiento de la última cuota del plan y

- por el mantenimiento de la liquidación 
de pago al contado sin cancelación al cum-
plirse noventa 90 días corridos desde su 
vencimiento.

VII. Efectos y beneficios

VII.1. Medidas cautelares

En los supuestos de deudas respecto de 
las cuales se hubieran trabado medidas 
cautelares u otras medidas tendientes a 
asegurar el cobro del crédito fiscal, se pro-
cederá a su levantamiento cuando haya 
sido reconocida la totalidad de la preten-
sión fiscal y abonado, sin computar las su-
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mas ingresadas en concepto de interés por 
pago fuera de término, un importe equiva-
lente al 30% de la deuda regularizada. No 
obstante, si se optó por alguna de las mo-
dalidades de pago en cuotas sin anticipo, 
las medidas cautelares se levantarán con la 
sola formalización del acogimiento.

VII.2. Recargos y multas

El acogimiento con pago en 1, 3 o 6 pagos, 
generan la reducción en el 100% los recar-
gos y las multas (arts. 59, 60 y 61, CF) de las 
obligaciones regularizadas. Esta reducción 
también procede si el importe respectivo y 
sus intereses se cancelaron hasta la entrada 
en vigencia del régimen.

Cuando las actuaciones exclusivamente 
referidas a los mencionados conceptos re-
ducidos, siempre que se trate de deuda en 
instancia de cobro prejudicial, previa ve-
rificación de la regularización de la totali-
dad de los montos referidos a impuestos no 
retenidos y/o percibidos oportunamente y 

sus respectivos intereses, se dispondrá el 
archivo de oficio de tales actuaciones.

En el caso de deudas por multas corres-
pondientes a la falta de presentación de 
declaraciones juradas, deberá acreditarse, 
además, su presentación con anterioridad 
o dentro del plazo de vigencia de la resolu-
ción normativa.

Ahora bien, cuando los conceptos reduci-
dos sean el exclusivo objeto de la ejecución 
o discusión judicial, será condición para 
acceder al beneficio de reducción previsto, 
haber abonado la tasa de justicia y demás 
costas y gastos causídicos; ordenándose, en 
tal caso, el archivo de las actuaciones.

VII.3. Planes caducos. Reformulación

La reformulación de planes de pago que 
se encontraran caducos al 31/05/2020, no 
importarán ningún tipo de reducción sobre 
los conceptos a incluir en él.

Régimen temporario de regularización para agentes de recaudación de ingresos brutos
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Desvinculaciones y suspensiones 
en cuarentena

Álvaro Iriarte (*)

En este trabajo se busca abordar las situaciones de despidos sin justa causa y suspensio-
nes que surgen a consecuencia de la situación económica y del aislamiento social preven-
tivo y obligatorio producido por la pandemia.

Opinión

I. Introducción

Las relaciones laborales se encuentran 
reguladas en la Ley de Contrato de Traba-
jo y sus normativas complementarias y mo-
dificatorias regulando entre otros temas las 
situaciones de desvinculaciones y suspen-
siones con sus distintas situaciones.

En este trabajo abordaremos las situacio-
nes de despidos sin justa causa y suspensio-
nes que surgen de la situación económica 
crítica y el aislamiento social preventivo 
obligatorio.

En un contexto donde convive la doble 
indemnización con la prohibición de des-
pidos sin justa causa analizaremos las for-
malidades, plazos y algunas opciones de 
desvinculación más convenientes evitando 
costos y prohibiciones siempre dentro de la 
legalidad.

II. Despidos

Existen muchos causales de desvincula-
ciones generadas por el empleado, por el 
empleador, de forma conjunta o por otras 
causas. A continuación, presentamos las 

causas de ruptura del contrato de trabajo 
más importantes.

1) Renuncia.

2) Abandono de trabajo.

3) Despido sin justa causa.

4) Despido con justa causa.

5) Despido indirecto.

6) Acuerdo mutuo.

7) Crisis, falta o disminución de trabajo.

8) Quiebra.

9) Jubilación.

10) Fin de plazo fijo.

11) Despido de embarazada o por casa-
miento.

12) Otras causales.

La renuncia consiste en la ruptora del 
contrato de trabajo por parte del trabajador 
donde el plazo de preaviso debe ser de 15 
días por telegrama y la liquidación contiene 
todos los conceptos que el empleado mere-
ce hasta el momento de la desvinculación. 

(*) Profesor adjunto, Facultad de Ciencias Económicas, 
UBA.
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Misma liquidación se realiza para el caso 
de abandono de trabajo.

Los despidos pueden tener distintas si-
tuaciones donde el despido sin justa cau-
sa es el más común y más conocido de los 
despidos donde el empleador debe abonar 
los conceptos que el empleado se mere-
ce igual que en la renuncia agregando los 
conceptos indemnizatorios que se generan 
por la desvinculación de manera unilateral 
por parte del empleador de un contrato por 
tiempo indeterminado.

Recordemos que a los fines de analizar 
las situaciones desarrolladas en este tra-
bajo donde hablaremos de doble indem-
nización y prohibición de despido que el 
despido indirecto se configura cuando un 
empleado se considera despedido por el 
incumplimiento del contrato de trabajo por 
parte del empleador y se liquida, si prospe-
ra esta causal, como un despido sin justa 
causa a los fines de los conceptos indemni-
zatorios.

Por otro lado, y a los fines de analizar op-
ciones el acuerdo mutuo contempla una 
ruptura mutua definiendo generalmente 
un importe en concepto de gratificación 
que contemple lo que cada parte conside-
ra oportuno para terminar la relación la-
boral lo que quedaría afuera de la causal 
de despido sin justa causa originada por el 
empleador, situación que se encuentra pro-
hibida.

Los conceptos indemnizatorios básicos 
que existen en un despido sin justa causa 
son:

1) Preaviso no gozado.

2) Integración mes de despido.

3) Antigüedad.

II.1. Preaviso no gozado

Este concepto se abona cuando el em-
pleador no lo deja trabajar en el período de 
preaviso que puede ser de 15 días si eta en 
período de prueba, de 1 mes cuando el em-
pleado tiene hasta 5 años de antigüedad y 

de 2 meses cuando el empleado tiene más 
de 5 años de antigüedad.

A este concepto se le suma un adicional 
llamado SAC sobre preaviso que consiste en 
la doceava parte del importe del preaviso.

II.1.a. Norma relacionada con el preaviso

- Art. 231 LCT - Plazos.

El contrato de trabajo no podrá ser di-
suelto por voluntad de una de las partes, 
sin previo aviso, o en su defecto, indemni-
zación, además de la que corresponda al 
trabajador por su antigüedad en el empleo, 
cuando el contrato se disuelva por voluntad 
del empleador. El preaviso, cuando las par-
tes no lo fijen en un término mayor, deberá 
darse con la anticipación siguiente:

a) por el trabajador, de 15 días;

b) por el empleador, de 15 días cuando 
el trabajador se encontrare en período de 
prueba; de 1 mes cuando el trabajador tu-
viese una antigüedad en el empleo que no 
exceda de 5 años y de 2 meses cuando fuere 
superior.

- Art. 232 LCT - Indemnización substitu-
tiva.

La parte que omita el preaviso o lo otor-
gue de modo insuficiente deberá abonar 
a la otra una indemnización substitutiva 
equivalente a la remuneración que corres-
pondería al trabajador durante los plazos 
señalados en el art. 231.

II.2. Integración mes de despido

Este concepto se abona cuando hay un 
despido sin justa causa, existe preaviso no 
gozado y la fecha de desvinculación no 
coincide con el último día del mes y con-
siste en abonar los días en proporción a los 
días del mes no trabajado.

A este concepto se le suma un adicional 
llamado SAC sobre integración mes de des-
pido que consiste en la doceava parte del 
importe de la integración mes de despido.
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II.2.a. Norma relacionada con la integra-
ción mes de despido

- Art. 233 LCT - Comienzo del plazo. In-
tegración de la indemnización con los sala-
rios del mes del despido.

Los plazos del art. 231 correrán a partir 
del día siguiente al de la notificación del 
preaviso.

Cuando la extinción del contrato de tra-
bajo dispuesta por el empleador se produz-
ca sin preaviso y en fecha que no coincida 
con el último día del mes, la indemnización 
sustitutiva debida al trabajador se integra-
rá con una suma igual a los salarios por los 
días faltantes hasta el último día del mes en 
el que se produjera el despido.

La integración del mes de despido no 
procederá cuando la extinción se produzca 
durante el período de prueba establecido 
en el art. 92 bis.

II.3. Antigüedad

Este concepto indemnizatorio es el más 
importante en este tipo de desvinculación 
y consiste en abonar un sueldo bruto por 
cada año o fracción mayor a 3 meses de an-
tigüedad del empleado. Mientras que los 
otros conceptos son compensatorios por no 
dar los plazos que le corresponden al traba-
jador este concepto es sancionatorio por 
haber desconocido la relación por tiempo 
indeterminado o sea para siempre donde la 
única causal natural de la ruptura es la si-
tuación de jubilación del empleado donde 
no se deben abonar indemnizaciones.

II.3.a. Norma relacionada con la antigüe-
dad

- Art. 245 LCT - Indemnización por anti-
güedad o despido.

En los casos de despido dispuesto por el 
empleador sin justa causa, habiendo o no 
mediado preaviso, este deberá abonar al 
trabajador una indemnización equivalen-
te a 1 mes de sueldo por cada año de servi-
cio o fracción mayor de 3 meses, tomando 
como base la mejor remuneración men-

sual, normal y habitual devengada durante 
el último año o durante el tiempo de presta-
ción de servicios si este fuera menor.

Dicha base no podrá exceder el equiva-
lente de 3 veces el importe mensual de la 
suma que resulte del promedio de todas las 
remuneraciones previstas en el convenio 
colectivo de trabajo aplicable al trabajador, 
al momento del despido, por la jornada le-
gal o convencional, excluida la antigüedad. 
Al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguri-
dad Social le corresponderá fijar y publicar 
el promedio resultante, juntamente con las 
escalas salariales de cada Convenio Colec-
tivo de Trabajo.

Para aquellos trabajadores excluidos del 
convenio colectivo de trabajo el tope es-
tablecido en el párrafo anterior será el del 
convenio aplicable al establecimiento don-
de preste servicios o al convenio más favo-
rable, en el caso de que hubiera más de uno.

Para aquellos trabajadores remunerados 
a comisión o con remuneraciones varia-
bles, será de aplicación el convenio al que 
pertenezcan o aquel que se aplique en la 
empresa o establecimiento donde preste 
servicios, si este fuere más favorable.

El importe de esta indemnización en 
ningún caso podrá ser inferior a 1 mes de 
sueldo calculado sobre la base del sistema 
establecido en el primer párrafo.

Las otras desvinculaciones tienen distin-
tas características en función al tipo de rup-
tura.

III. Suspensiones

Por otro lado, en situación de crisis de la 
empresa o falta o disminución del traba-
jo no imputable al empleador o por fuerza 
mayor debidamente comprobada existen 
distintas posibilidades de suspensiones sin 
goce de sueldos o con la fijación de un sa-
lario no remunerativo negociado entre las 
partes.

 1) Suspensiones por falta o disminución 
del trabajo.
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2) Suspensiones por fuerza mayor.

3) Suspensiones art. 223 bis. 

III.1. Suspensiones por falta o disminu-
ción del trabajo

En el caso donde un empleador este atra-
vesando una situación de crisis de la em-
presa por falta o disminución del trabajo no 
imputable al empleador se podrá suspen-
der al empleado por un lapso máximo de 
30 días por año sin goce de sueldos.

Esta situación debe ser claramente gene-
rada por situaciones ajenas a la voluntad 
del empleador y que puedan ser probadas 
en la oportunidad que se determine.

III.2. Suspensiones por fuerza mayor

En este caso si el empleador sufre una si-
tuación de fuerza mayor como derrumbe, 
incendio, inundación o cualquier otro fac-
tor que se determine como de fuerza mayor 
debidamente comprobada podrá suspen-
der a los trabajadores hasta 75 días por año 
sin goce de sueldos.

III.2.a. Norma relacionada con suspen-
siones por fuerza mayor

- Art. 219 LCT - Suspensiones y justa causa.

Se considera que tiene justa causa la sus-
pensión que se deba a falta o disminución 
de trabajo no imputable al empleador, a ra-
zones disciplinarias o a fuerza mayor debi-
damente comprobada.

- Art. 220 LCT - Plazo máximo. Remisión.

Las suspensiones fundadas en razones 
disciplinarias o debidas a falta o disminu-
ción de trabajo no imputables al emplea-
dor, no podrán exceder de 30 días en 1 año, 
contados a partir de la primera suspensión.

Las suspensiones fundadas en razones 
disciplinarias deberán ajustarse a lo dis-
puesto por el art. 67, sin perjuicio de las 
condiciones que se fijaren en función de lo 
previsto en el art. 68.

- Art. 221 LCT - Fuerza mayor.

Las suspensiones por fuerza mayor debi-
damente comprobadas podrán extender-
se hasta un plazo máximo de 75 días en el 
término de 1 año, contado desde la prime-
ra suspensión cualquiera sea el motivo de 
esta.

En este supuesto, así como en la suspen-
sión por falta o disminución del trabajo, 
deberá comenzarse por el personal menos 
antiguo dentro de cada especialidad.

Respecto del personal ingresado en un 
mismo semestre, deberá comenzarse por el 
que tuviere menos cargas de familia, aun-
que con ello se alterase el orden de antigüe-
dad.

III.3. Suspensiones art. 223 bis

Existe la posibilidad de suspender a los 
trabajadores acordando una remuneración 
inferior y en carácter de concepto no remu-
nerativo que está regulado por el art. 223 
bis de la Ley de Contrato de Trabajo.

A diferencia de las otras suspensiones el 
trabajador suspendido cobra una remune-
ración inferior por el plazo acordado.

III.3.a. Norma relacionada con las sus-
pensiones art. 223 bis

- Art. 223 bis LCT - Se considerará pres-
tación no remunerativa las asignaciones en 
dinero que se entreguen en compensación 
por suspensiones de la prestación laboral y 
que se fundaren en las causales de falta o 
disminución de trabajo, no imputables al 
empleador, o fuerza mayor debidamente 
comprobada, pactadas individual o colec-
tivamente y homologadas por la autoridad 
de aplicación, conforme normas legales 
vigentes, y cuando en virtud de tales cau-
sales el trabajador no realice la prestación 
laboral a su cargo. Solo tributará las contri-
buciones establecidas en las leyes 23.660 y 
23.661 y el pago de la cuota sindical.

A partir de estos conceptos que surgen 
de la Ley de Contrato de Trabajo y como 
consecuencia de la crisis económica de la 
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empresa se han modificado dichos conceptos en una primera instancia con la doble in-
demnización y luego la prohibición de despidos y suspensiones.

IV. Doble indemnización

A partir del 13 de diciembre de 2019 entra en vigencia el régimen de doble indemniza-
ción para los despidos sin justa causa hasta el 09 de junio de 2020 y luego se prorrogo por 
otros 180 días. Esta obligación no se aplica para contrataciones a parir del 14 de diciembre 
de 2019.

Entonces los trabajadores vigentes en la organización hasta el 13 de diciembre de 2019 
tienen derecho a recibir la doble indemnización en situación de despido sin justa causa, 
en cambio, los empleados contratados a partir del 14 de diciembre de 2019 solo recibirán 
la indemnización común si son despedidos.

Empleados vigentes Indemnización 

Hasta el 13/12/2019 Doble indemnización

A partir del 14/12/2019 Indemnización común

Queda aclarado que la duplicación prevista comprende todos los rubros indemnizatorios 
originados con motivo de la extinción incausada del contrato de trabajo.

El decreto de necesidad y urgencia 34/2019 establece la emergencia pública por 180 días 
donde los despidos sin justa causa generan la obligación al empleador de abonar las in-
demnizaciones emergentes del despido duplicadas.

IV.1. Norma relacionada con la doble indemnización

- Dec. 34/2019 Emergencia Pública

Art. 1º.— Declárase la emergencia pública en materia ocupacional por el término de 180 
días a partir de la entrada en vigencia del presente decreto.

Desde 13 de diciembre de 2019

Hasta 09 de junio de 2020

Art. 2º.— En caso de despido sin justa causa durante la vigencia del presente decreto, la 
trabajadora o el trabajador afectado tendrán derecho a percibir el doble de la indemniza-
ción correspondiente de conformidad a la legislación vigente.

Art. 3º.— La duplicación prevista en el artículo precedente comprende todos los rubros 
indemnizatorios originados con motivo de la extinción incausada del contrato de trabajo.

1) Preaviso no gozado.

2) Integración mes de despido.

3) Antigüedad.
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Art. 4°.— El presente decreto no será apli-
cable a las contrataciones celebradas con 
posterioridad a su entrada en vigencia.

Doble indemnización: Altas a partir de 14 
de diciembre de 2019 no alcanzadas.

Conclusión: A partir del 13 de diciem- 
bre de 2019 y hasta el 09 de junio de 2020 
los despidos sin justa causa se deben abo-
nar duplicando los conceptos indemniza-
torios de preaviso no gozado, integración 
mes dedespido y antigüedad. Las altas a 
partir del 14 de diciembre de 2019 no están 
alcanzadas por el dec. 34/2019.

V. Prohibición de despidos y suspensiones

A partir del DNU 329/2020 publicado en 
el Boletín Oficial del 31 de marzo de 2020 
se prohíben los despidos y las suspensiones 
por 60 días corridos y luego se vuelve a pos-
tergar por 60 días más por el DNU 487/2020 
publicado en el Boletín Oficial del 18 de 
mayo de 2020.

Si existen empleadores que están despi-
diendo o suspendiendo trabajadores a pe-
sar de las prohibiciones, seguramente esto 
generara litigios laborales ya que la nor-
mativa dice que los despidos y las suspen-
siones que se dispongan en violación de lo 
dispuesto en el presente decreto, no produ-
cirán efecto alguno, manteniéndose vigen-
tes las relaciones laborales existentes y sus 
condiciones actuales.

Solamente las suspensiones contempla-
das en el art. 223 bis de la Ley de Contra-
to de Trabajo se pueden aplicar en función 
del cumplimiento de las normas específi-
cas que regulan este tipo de suspensiones.

V.1. Norma relacionada con la prohibi-
ción de despidos y suspensiones

- Dec. 329/2020

Art. 2º.— Prohíbense los despidos sin jus-
ta causa y por las causales de falta o dis-
minución de trabajo y fuerza mayor por el 
plazo de 60 días contados a partir de la fe-
cha de publicación del presente decreto en 
el Boletín Oficial.

Art. 3º.— Prohíbense las suspensiones 
por las causales de fuerza mayor o falta o 
disminución de trabajo por el plazo de 60 
días, contados a partir de la fecha publica-
ción del presente decreto en el Boletín Ofi-
cial.

Quedan exceptuadas de esta prohibición 
las suspensiones efectuadas en los térmi-
nos del art. 223 bis de la Ley de Contrato de 
Trabajo.

- Dec. 487/2020

Art. 2º.— Prorrógase la prohibición de 
efectuar despidos sin justa causa y por las 
causales de falta o disminución de trabajo y 
fuerza mayor por el plazo de 60 días conta-
dos a partir del vencimiento del plazo esta-
blecido por el decreto 329/20.

Art. 3º.— Prorrógase la prohibición de 
efectuar suspensiones por las causales de 
fuerza mayor o falta o disminución de tra-
bajo por el plazo de 60 días, contados a par-
tir del vencimiento del plazo establecido 
por el decreto 329/2020.

Quedan exceptuadas de esta prohibición 
las suspensiones efectuadas en los térmi-
nos del art. 223 bis de la Ley de Contrato de 
Trabajo.

Luego en ambos decretos se menciona 
que los despidos y las suspensiones que se 
dispongan en violación la prohibición, no 
producirán efecto alguno, manteniéndose 
vigentes las relaciones laborales existentes 
y sus condiciones actuales.

- Dec. 529/2020

Art. 2º.— Establécese que los límites tem-
porales previstos por los arts. 220, 221 y 222 
de la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 y 
sus modificatorias no regirán para las sus-
pensiones por falta de trabajo y fuerza 
mayor dispuestas en los términos del art. 
223 bis de la ley, como consecuencia de la 
emergencia sanitaria, las que podrán ex-
tenderse hasta el cese del “aislamiento so-
cial, preventivo y obligatorio” establecido 
por el dec. 297/2020 y sus prórrogas.
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En una reunión tripartita entre CGT Confederación General del Trabajo de la República 
Argentina, la UIA Unión Industrial Argentina y Ministro de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social incorporada en la res. 39/2020 y aconseja que el monto que los empleadores debe-
rán abonar como prestación no remunerativa o las asignaciones en dinero que se entre-
guen en compensación por suspensiones de la prestación laboral en este marco no podrá 
ser inferior al 75% del salario neto que se hubiere correspondido al trabajador en caso de 
haber laborado. Sobre este monto deberán realizarse la totalidad de los aportes y contri-
buciones por las leyes 23.660 y 23.661 y el pago de la cuota sindical.

Los empleadores que quieran suspender a sus trabajadores bajo las condiciones del 
art. 223 bis de la Ley de Contrato de Trabajo deben presentar el acuerdo de suspen-
sión.

Se puede presentar en conjunto con el sindicato ante la Autoridad de Aplicación Laboral 
o lo presenta de manera individual al sindicato para que luego sea remitido a la autoridad 
de aplicación.

VI. Línea de tiempo

2019 2020

13/12/2019 31/03/2020 18/05/2020 09/06/2020

DNU 34/19 DNU 329/20 DNU 487/20 DNU 528/20

Doble indemnización Prohíbe  despidos 60 días
Prohibición de  

despidos
Doble 

indemnización

Plazo 180 días
Prohíbe suspensiones 

60 días
Prohibición de 
suspensiones

Posterga 180 días

Todos los conceptos
Permite suspensiones 

art. 223 bis
Posterga  60 días

Todos los 
conceptos

VII. Conclusión

Los despidos sin justa causa son rupturas del contrato de trabajo por parte del emplea-
dor que generan indemnizaciones a favor del empleado y estas indemnizaciones han sido 
duplicadas a partir del 13 de diciembre de 2019 para las relaciones existentes hasta dicha 
fecha con un plazo de 180 días que luego se postergo otros 180 días.

Asimismo, se prohíben los despidos sin justa causa a partir del 31 de marzo de 2020 y por 
60 días prorrogados por otros 60 días superponiéndose el plazo de doble indemnización 
con la prohibición de despidos sin justa causa.

Las organizaciones dentro de este marco normativo donde conviven la doble indemni-
zación y la prohibición de despidos tienen ciertas alternativas para diseñar una desvin-
culación. Una opción es el despido indirecto donde como el empleador está prohibido 
de despedir, es el trabajador que origina el corte de la relación laboral y en este caso y de 
prosperar se daría el supuesto de la doble indemnización. Otra opción es el acuerdo mu-
tuo donde se negocia una gratificación que satisfaga a ambas partes y quedaría afuera de 
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la prohibición de despido y también de la 
doble indemnización.

Por otro lado, las suspensiones sin goce 
de sueldos previstas en la Ley de Contrato 
de Trabajo por falta o disminución de tra-
bajo como por fuerza mayor también se 
prohíben por 60 días prorrogados por otros 
60 días dejando la suspensión prevista en el 
art. 223 bis de la Ley de Contrato de Trabajo 
que contempla un pago menor de su sueldo 
en concepto no remunerativo como única 
opción de suspender trabajadores.

Entonces solo quedan habilitadas las 
suspensiones previstas en el art. 223 bis 
LCT como mecanismo de reacción de los 
empleadores en el contexto de crisis eco-
nómica donde las partes negocian una 
reducción del salario que se recibe como 
concepto no remunerativo y que las reco-
mendaciones incorporadas a la normativa 
de aplicación estipulan que dicho concep-
to no debería ser inferior al 75% del salario 
habitual para que sea aprobado sin pro-
blemas por el sindicato y la Autoridad de 
Aplicación Laboral.
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Convenio de emergencia  
por suspensión de actividades
Empresas y agencias de viaje y turismo

Mirta N. Userpater (*)

Se analiza en el artículo el acuerdo que incluyera a las empresas y agencias de viaje y tu-
rismo, respecto del convenio de emergencia por suspensión de actividades, producto de la 
pandemia en nuestro país.

I. Introducción

Frente al COVID-19, se requeriría de un 
acuerdo que incluyera a las empresas y 
agencias de viaje y turismo, y a todo su ca-
pital humano (empleados, empleadas, em-
pleadores y empleadoras) a fin de proteger 
la salud y las fuentes de trabajo. Este fue 
presentado el día 6 de mayo del corriente 
año.

La Federación Argentina de Empleados 
de Comercio y Servicios (FAECYS) por el 
sector gremial y la Federación Argentina de 
Asociaciones de Empresas de Viajes y Tu-
rismo (FAEVYT) por la parte empresaria 
solicitaron a los organismos estatales per-
tinentes un marco regulatorio de emergen-
cia protectivo delas empresas del sector y sus 
trabajadores en base al DNU 329 y (31/3) y 
su prórroga DNU 487 (19/5/2020), que re-
sulta de plena aplicación para todas las re-
laciones laborales encuadradas dentro del 
CCT 547/08.

Sería de aplicación en todo el ámbito 
de la República Argentina para el perso-
nal encuadrado en el Convenio Colectivo 
de Trabajo 547/08 y convenciones com-
plementarias de fecha 29 de abril de 2019. 

Válido desde su firma, permitiría a las em-
presas representadas por la FAEVYT la ad-
hesión a las cláusulas de este, mediante 
presentación de escrito en tal sentido [ver 
ejemplo 1], adjuntando la nómina del per-
sonal incluido en las previsiones del acuer-
do, conforme art. 2° de la res. 397/2020.

Se basa en dos aspectos:

1- La protección de la salud.

2- La protección de los puestos de trabajo.

Para proteger la salud, la empresa deberá 
tomar y llevar adelante todas las medidas y 
precauciones que sean necesarias para im-
plementar la modalidad de trabajo a dis-
tancia o bien, en forma remota, para que los 
trabajadores que presten servicios lo reali-
cen dentro de un ámbito seguro y saludable.

Para el eventual caso de resultar excep-
tuada esta actividad de lo dispuesto para el 
“aislamiento social, preventivo y obligato-
rio” (ASPO) y por el tiempo que esta dure, 
se deberán tomar recaudos y prevenciones 
procurando que la prestación de tareas se 
realice en forma remota.

Los trabajadores/ras amparados por la 
res. 207/2020 MTEySS BO 17/3/20 se en-
cuentran exceptuados del presente acuerdo.(*) Profesional independiente.
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II. Análisis

Para proteger el sostenimiento de la exis-
tencia de los puestos de trabajo, las partes se 
comprometen a dar cumplimiento a las si-
guientes pautas:

II.1. Personal con dispensa de trabajo

II.1.a. Suspensiones art. 223 bis, LCT

Las empresas que adhieran al acuer-
do podrán suspender, con efectos desde el 
1/04/2020 al 30/09/2020 a su personal de-
biendo detallar en un Anexo:

- Nombre y apellido.

- CUIL.

- Fecha de nacimiento.

- Fecha de ingreso.

- Establecimiento.

- Categoría profesional.

II.1.b. Duración

Este régimen de suspensiones con dis-
pensa de prestación de servicios durará 
por el período mínimo de 180 días a par-
tir de la fecha indicada, vencido el cual, las 
partes podrán acordar extender el presen-
te régimen mientras se mantengan en vi-
gencia las medidas de cierre de fronteras y 
restricción del transporte dispuesto por el 
Poder Ejecutivo Nacional y/o demás res-
tricciones que afecten el normal desenvol-
vimiento de los vuelos comerciales en el 
país o al exterior conforme disposiciones 
de ANAC, en el marco de la prórroga del 
presente acuerdo.

Deberán las partes expresamente convenir 
la prórroga de este.

Una vez que el personal pase a la condi-
ción de prestación de tareas se comenza-
rá a liquidar conforme observaremos en el 
ítem personal no afectado a la dispensa de 
trabajo.

II.1.c. Asignación no remunerativa

Los trabajadores percibirán una asigna-
ción en dinero neto de bolsillo, de carácter no 
remunerativa en los términos del art. 223 bis 
de la ley 20.744 y art. 3° del DNU 329/2020, 
equivalente al 75 % del salario neto que por 
cualquier concepto le correspondiere co-
brar en cada uno de los meses que se liqui-
de, o hasta la finalización de este acuerdo, 
lo que ocurra primero.

II.1.d. Aportes y contribuciones

Tanto la empresa como el trabajador efec-
tuarán las contribuciones y aportes con des-
tino al Sistema Nacional de Seguro de Salud 
(leyes 23.660 y 23.661) (aportes y contribu-
ciones por jornada completa) con más lo 
pactado en el art. 8° Acuerdo Paritario entre 
FAECYS y FAEVYT del 21 de junio de 2019 
(contribución trabajador incluido en el CCT 
y afiliado a la obra social $ 100,00), aportes 
sindicales y convencionales (arts. 32 y 33 del 
CCT 547/08).

A tener en cuenta:

Los aportes efectuados por el trabajador 
no podrán afectar de ningún modo el sala-
rio neto de bolsillo que el empleador abo-
nara.

II.1.e. Sueldo Anual Complementario co-
rrespondiente al primer semestre de 2020

El acuerdo menciona que para su cálcu-
lo incorporará el porcentaje de la suma no 
remunerativa, dentro del cálculo de dicho 
aguinaldo.

II.2. Personal no afectado a la dispensa de 
trabajo

Los trabajadores que laboren a distan-
cia o en forma remota, devengarán sumas 
que a partir del mes de abril y hasta el 30 
de setiembre de 2020 tendrán el carácter de 
no remunerativo al 95.00%, a los fines del 
cálculo de los aportes y contribuciones a 
la seguridad social (SIPA, INSSJP, Asigna-
ciones Familiares y FNE). Es decir el 5% 
restante será considerado remunerativo a 
todos los fines.
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Esto no se aplicará a la base utilizada 
para el cálculo de los aportes y contribu-
ciones con destino al Sistema Nacional de 
Seguro de Salud (leyes 23.660 y 23.661), por 
jornada completa más lo pactado en el art. 
8° del Acuerdo Paritario entre FAECYS y 
FAEVYT, el 21 de junio de 2019 (aporte de 
$ 100 para aquellos empleados/as que es-
tén afiliados a OSECAC), los aportes y con-
tribuciones sindicales y convencionales 
(arts. 32 y 33 del CCT 547/08), y cualquier 
otra obligación convencional y/o sindical 
de la zona de actuación que correspondiere 
o acuerdo de parte.

Quedan excluidos de esta previsión los 
salarios de los trabajadores y trabajadoras a 
quienes le resten menos de diez años para 
acogerse al beneficio jubilatorio, para los 
cuales aportes y contribuciones no serán 
reducidos.

A tener en cuenta:

Se garantizará que ningún trabajador o 
trabajadora alcanzada por esta cláusula po-
drá percibir como salario una suma menor 
a la que percibía con anterioridad al pre-
sente acuerdo.

II.2.a. Para liquidar el Sueldo Anual Com-
plementario (SAC), primer y segundo se-
mestre de 2020, se computará como base 
de cálculo las asignaciones no remunerati-
vas aquí pactadas.

II.2.b. Régimen de reducción de jornada 
laboral según necesidades operativas

Hasta un máximo del 50% de la carga ho-
raria habitual, debiendo notificar a la en-
tidad sindical la nómina de su personal 
afectado a tareas en jornada horaria redu-
cida.

A los trabajadores se les garantizará el 
100% del salario neto que corresponda co-
brar por los conceptos de sueldo básico por 
jornada completa para su categoría, con más 
la incidencia de los adicionales de convenio:

- antigüedad y presentismo o

- un ingreso equivalente al 75 % del sa-
lario neto que por cualquier concepto le 

correspondiere cobrar en cada uno de los 
meses que se liquide; lo que resultare supe-
rior.

A tener en cuenta:

Todo ello, mientras se mantengan las 
condiciones establecidas o hasta la finali-
zación de este acuerdo, lo que ocurra pri-
mero.

Estas previsiones no alcanzan ni afectan 
a los trabajadores y trabajadoras que ya se 
desempeñen con una jornada reducida, 
con la fecha anterior a suscripción del pre-
sente convenio.

II.2.c. Compromiso de estabilidad

- Mantenimiento de la nómina de perso-
nal existente hasta el 6/4/20.

- No se podrá efectuar despido sin cau-
sa, despidos y/o suspensiones por causa 
de falta o disminución de trabajo y/o fuer-
za mayor, ni poner en práctica sistema de 
retiros voluntarios, ni ninguna otra medida 
que ponga en riesgo y/o disminuya la canti-
dad de trabajadores que se desempeñan en 
la actualidad, sin la intervención previa de 
la FAECyS.

- Quedan exceptuados los despidos con 
justa causa y las renuncias de los trabajado-
res y las trabajadoras.

El incumplimiento de lo antes mencio-
nado dará lugar a la extinción el presen-
te acuerdo sin necesidad de interpelación 
alguna lo que traerá aparejado el pago de 
todas las contribuciones eximidas en el 
presente convenio.

Para el caso que se levanten las restric-
ciones que dan motivo a este acuerdo y la 
situación económica lo permitan y justifi-
quen, mediante comunicación previa al tra-
bajador por correo electrónico, en cuyo caso 
se reanudarán las prestaciones del vínculo 
en las mismas condiciones vigentes previo a 
la suspensión y con las previsiones acorda-
das.
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[Ejemplo 1]

En un mail dirigido al MTEySS, incorporar la siguiente nota:

Fecha................

Sr. MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO y SEGURIDAD SOCIAL

Dr. Claudio Moroni

Asunto: ADHESIÓN EXPTE. NÚMERO XXXXXXX

De nuestra consideración,

Por medio de la presente, cumplo en informar, en los términos de la Resolución 
397/2020, que la empresa que represento ha adherido a los términos del “Convenio de 
emergencia por suspensión de actividades para el sostenimiento de los puestos de tra-
bajo y la actividad productiva COVID-19”, suscripto entre FAECYS y FAEVYT el día 6 de 
mayo de 2020.

Declaro bajo fe de juramento que la firma de este documento es auténtica y válida 
plenamente para la presente adhesión (conf. art. 4° res. 397/20 y art. 5° del convenio del 
asunto).

Datos de la Empresa:

- Razón social:

- Nro. de CUIT:

- Denominación comercial:

- Domicilio electrónico:

Adjunto a la presente Anexo con listado de personal con su apellido nombre y número 
de CUIL y documento que acredita la personería jurídica de la empresa.

P/

Presidente

PERSONAL DE ..................... INCLUIDO EN EL CONVENIO DE EMERGENCIA POR 
SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES PARA EL SOSTENIMIENTO DE LOS PUESTOS DE TRA-
BAJO Y LA ACTIVIDAD PRODUCTIVA “COVID-19”

Apellido y Nombres  CUIL 

   

P/

Presidente

- Adjuntar Acreditación de Personería

- Adjuntar Estatuto Original
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El acuerdo marco involucra solo a los empleados que estén encuadrados en el convenio 
colectivo 547/08, no para el personal jerárquico.

Enviar un mail a FAEVYT incorporando solo la misma nota que se incluye en el mail al 
MTEySS.

III. Caso práctico 1

Liquidación de haberes 2020

Datos

Empleada con dispensa de trabajo a partir de abril 2020.

- Categoría: Administrativa

- Puesto: Administrativa 2º

- Fecha de ingreso: 6/08/2018

- Jornada de trabajo: a tiempo completo.

- Obra social: RENACER

- La empleada gozó de sus vacaciones en el mes de enero 2020. En febrero trabajó nor-
malmente y en marzo lo hizo hasta el día 19 en el domicilio de explotación de su emplea-
dor y desde el 20 hasta fin de marzo 2020 trabajó en forma remota.

- El empleador, sujeto categorizado pyme, cuya actividad es Agencia de Viajes y Turis-
mo, se registró en el ATP (Programa de atención al Trabajo y Producción) y solicitó el Sa-
lario Complementario para el periodo abril 2020, mayo 2020 y junio 2020 en los términos 
y plazos dispuestos por AFIP y el Comité de Monitoreo y Evaluación.

- A su vez en el periodo abril, mayo y junio, aplica la suspensión que habilita el dec. 329, 
en base a la res. MTEySS 397 y modificatorias (prórroga) y al Acuerdo de emergencia pues-
to en práctica por los empleadores.

Cuadro de remuneraciones

Administrativo 2°

Período Básico ANR Antigüedad Presentismo I. 
Solidario

Plus  
Vacac. TOTAL RETENCIONES NETO

ene-20 34.703,85   347,04 2919,74 3.000,00 3283,93 44.794,56 8.734,94 36.059,62

feb-20 36.018,58   360,19 3.030,35 4.033,03   43.409,12 8.464,78 34.944,34

mar-20 36.018,58   360,19 3.030,35 4.000,03   43.409,12 8.464,78 34.944,34

abr-20 37.333,31 876,49 373,33 3.140,96 4.020,03   45.724,10 8.916,20 36.807,93

may-20 38.286,01   382,86 3221,12 4.003,03   45.889,99 8.948,55 36.941,44

jun-20 38.286,01   382,86 3221,12 4.033,00   45.889,99 8.948,55 36.941,44
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LIQUIDACIÓN ENERO /20

DÍAS TRABAJADOS 16 21.851,00

DÍAS GOCE VACACIONES 14 22.943,55

TOTAL BRUTO   44.794,56

LIQUIDACIÓN FEBRERO /20

TOTAL BRUTO   43.409,12

RETENCIONES 
19.50%

19,50% 8.464,78

NETO   34.944,34

LIQUIDACIÓN MARZO/20

DÍAS TRABAJADOS  19 27.492,44

DÍAS TRABAJO REMOTO 11 15.916,68

TOTAL BRUTO   43.409,12

RETENCIONES 19,50% 19,50% 8.464,78

NETO   34.944,34

LIQUIDACIÓN ABRIL/2020

REM. NO REM. DESCUENTOS

PRESTACIÓN NO REM. 
ART. 223 BIS, LCT

  29.212,61  

SALARIO COMPLEMENTARIO     17.472,17

RET. LEGALES Y CONV. 5,5%     1.606,69

TOTALES   29.212,61 19.078,86

NETO     10.133,75

NETO FEB/20 34.944,34

50% 17.472,17

S. Complementario abril  

ANR de abril 2020

NETO DE ABRIL/20 36.807,90

ANR 75% 27.605,92
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GROSSING UP

27.605,92/ (1- 5,50%) 29.212,61

LIQUIDACIÓN MAYO/20

  REM. NO REM. DESCUENTOS

PRESTACIÓN NO REM. ART. 223 BIS, 
LCT

  29.318,60  

SALARIO COMPLEMENTARIO     17.472,17

RET. LEGALES Y CONV. 5,5%     1.612,52

TOTALES   29.318,60 19.084,69

NETO     10.233,91

NETO MAR/20 34.944,34

0,5 17.472,17

S. Complementario mayo  

ANR de mayo 2020

NETO DE mayo/20 36.941,44

ANR 0,75 27.706,08

GROSSING UP

27.706,08/ (1- 5,50%) 29.318,60

LIQUIDACIÓN JUNIO/2020

  REM. NO REM. DESCUENTOS

PRESTACIÓN NO REM. ART. 223 BIS, LCT 29318,6

SALARIO COMPLEMENTARIO 13.802,96 

RET. LEGALES Y CONV. 5,5% 1.612,52 

TOTALES     29318,6 15.415,48

NETO      13.903,12

NETO DE ABRIL/20 27.605,92

                                                0,5 13.802,96

Salario comp.  
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ANR de junio 2020

NETO DE junio/20 36941,44

ANR 0,75 27.706,08

GROSSING UP

27.706,08/ (1- 5,50%) 29.318,60

Cálculo 1º SAC JUNIO/2020

El acuerdo menciona que para su cálculo incorporará el porcentaje de la suma no remu-
nerativa, dentro del cálculo de dicho aguinaldo.

No especifica cómo se procede exactamente, entendemos que podría ser del siguiente 
modo:

Períodos
Días 

trabajados
Días 

suspendidos
Remuneración Prestación no rem.

ene-20 30   44.794,56  

feb-20 30   43.409,12  

mar-20 30   43.409,12  

abr-20   30   29.212,61

may-20   30   29.318,60

jun-20   30   29.318,60

SAC REMUNERATIVO

MRD 50% PROPORCIONAL

44.794,56 22.397,28 11.198,64
 

Concepto REM. Descuentos

SAC REMUNERATIVO 11.198,64  

Retenciones    

Ley 24.241 11% 1.231,85

Ley 19.032 3% 335,9592

Ley 23.660 3% 335,9592

Sec 2% 223,9728

FAECYS 0,50% 55,9932

NETO   9.014,91
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SAC NO REMUNERATIVO

PREST. NO REM. 50% PROPORCIONAL

29.318,60 14659,3 7329,65

Concepto No rem. Descuentos

SAC NO REMUNERATIVO 7329,65  

Retenciones    

Ley 23.660 3% 219,89

Sec 2% 146,59

FAECYS 0,50% 36,65

NETO   6.926,52

SAC TOTAL: 18.528,29

SAC NETO: 15.941,42

Declaración en Línea F. 931 junio 2020

Cuadro de datos complementarios

Situación de revista  
Código 48 Prestación no rem. Día 1

Código 49 Suspendido. PERÍODO 
PARCIAL LEY 20.744

Día 30

Cantidad de días trabajados: 30 días.

Sueldo básico Adicionales

Cantidad de horas 
extras

Importe horas extras

Plus zona desfavorable SAC 11.198,64 Remunerativo

Vacaciones Premios
  29318,6 

(prest art. 223 bis)

Maternidad
Conceptos no 
remunerativos

36648,25
7329,65 

(SAC no rem.)

Rectificativa Incremento salarial
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Los $ 11.198,64 son de naturaleza remu-
nerativa, por ende están sujetos a aportes 
y contribuciones generales. Los $ 7329,65 
serán de carácter no remunerativo, sujeto 
a aportes y contribuciones de Obra Social. 
Más lo relativo a las obligaciones sindicales 
que van por boletas aparte (en ambos ca-
sos).

¿Cómo quedan las remuneraciones?

Rem. imponible 1: 11.198,64

Rem. imponible 2: 11.198,65

Rem. imponible 3: 11.198,64

Rem. imponible 4: 47.846,89 (es la suma 
de conceptos no remunerativos y concep-
tos remunerativos)

Rem. imponible 5: 11.198,64

Rem. imponible 6: 0,00

Rem. imponible 7: 0,00

Rem. imponible 8: 47.846,89 (es la suma 
de conceptos no remunerativos y concep-
tos remunerativos)

Rem. imponible 9: 0,00

Rem. imponible 10: 0,00

Rem. imponible 11: 0,00

IV. Caso práctico 2

Liquidación haberes mayo 2020

Datos

Empleado no afectado a la dispensa de 
personal. Trabaja en forma remota.

- Categoría: Administrativo

- Puesto: Administrativo 2º

- Fecha de ingreso: 6/08/2018

- Jornada de trabajo: a tiempo completo.

- Obra social: RENACER

El empleador solicitó le otorguen el salario 
complementario por el periodo mayo/20 y 
AFIP le comunicó que ANSES se lo otorgaba 
y más la reducción del 95% de las contribu-
ciones patronales con destino al SIPA.

A los efectos del ejercicio, utilizaremos la 
misma remuneración bruta expuesta en el 
cuadro de Remuneraciones del caso ante-
rior. Es decir, $ 45.889,99 para mayo 2020.

Observemos que la remuneración bruta 
tendrá naturaleza no remunerativa en un 
95% respecto a los aportes de SIPA e INSSJP, 
y, en cuanto a las contribuciones de SIPA, 
INSJJP, asignaciones familiares y fondo de 
empleo (se considera empresa pyme, por lo 
tanto las alícuotas a las contribuciones de la 
seguridad social ascienden a 18%).

Tan solo el 5% restante es considerado 
de naturaleza remunerativa a todos los 
efectos.

Esto no se aplicará a la base utilizada para 
el cálculo de los aportes y contribuciones 
con destino al Sistema Nacional de Seguro 
de Salud (leyes 23.660 y 23.661), (por jorna-
da completa) y obligaciones convenciona-
les y/o sindicales de la zona de actuación 
que correspondiere o acuerdo de parte.

A tener en cuenta:

Recordemos la detracción del Mínimo no 
Imponible ($7.003,68) a los efectos de cons-
truir una nueva base para aplicar el 18% de 
las contribuciones de la seguridad social. 
En este caso correspondería proporcionar-
lo al 5%. (Es lo que yo interpreto).

De todos modos el resultado a obtener no 
puede ser menor a una base imposible mí-
nima sujeta a portes. Por ende no lo pode-
mos utilizar.
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Aplicamos el acuerdo de emergencia, teniendo en cuenta el 5% sujeto a aportes de la se-
guridad social.

CONCEPTOS REM. No REM. Descuentos

No Remunerativo  43.595,40  
Básico 1.914,30   

Antigüedad 19,14   
Presentismo 161,06   

Incremento solidario 200,00   
Salario Complementario   17.472,17

Jubilación  s/ 2294,50   252,39

Obra social (PAMI) s/ 2294,50   68,83

Obra social   1.376,70

SEC   45,89

FAECYS   11,47

TOTALES 2.294,50 43.595,40 19.227,45

NETO 26.662,45

La base de cálculo para aportes y contribuciones con destino a la obra social no tiene re-
ducciones, es sobre el 100% de la jornada completa de trabajo correspondiente a la catego-
ría del empleado/a.

Para obra social Aporte obra social Contrib. obra social

Rem. bruta al 100% = 45.889,99 1.376,70 2.753,40

A su vez, recordemos que, por el ATP, el empleador obtuvo el beneficio de reducción de un 
95% de la contribución patronal con destino al SIPA.

CONTRIBUCIONES S. Social No REM. REM. 10,77% 7,63%

SIPA 2.179,78 114,73 12,36  
NO SIPA  2.294,50  175,07Tho
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Suponemos que el empleador cuenta con una dotación de más de 25 empleados, y por esa 
razón no le corresponde la detracción adicional de la ley 27.541, art. 23.

Declaración en línea F. 931 mayo 2020

Situación de revista

Código 1 activo desde día 1

Cantidad días trabajados: 30 días

Sueldo básico 1.914,30 Adicionales   19,14

Cantidad de horas extras   Importe horas extras  

Plus zona desfavorable   SAC    

Vacaciones premios 161,06   Premios   161,06

Maternidad conceptos   Conceptos no remunerativos 43.595,40

Rectificativa   Incremento salarial 200,00

NOTA: Los empleadores del sector lo aplican en lo que respecta al personal afectado em-
pleando la suspensión de la prestación de servicios a través del pago de la asignación no re-
munerativa que prevé el art. 223 bis de la Ley de Contrato de Trabajo.
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Avances hacia la informatización y 
digitalización del servicio de justicia
Las acordadas 11 y 12/2020 de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación

Mariano F. Braccia (*)

Se analizan cuáles fueron las medidas que por el aislamiento social requeridas por la si-
tuación de emergencia pública sanitaria provocada por la pandemia del coronavirus 
(COVID-19) determinaron la necesidad de adoptar acciones para lograr un proceso de cam-
bio y modernización en la prestación del servicio de justicia.

I. Introducción

El 13 de abril de 2020, la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación dictó las acordadas 
11 y 12 mediante las cuales aprobó el uso de 
la firma electrónica y digital en el ámbito de 
la Corte Suprema y del Poder Judicial de la 
Nación, respectivamente.

La adopción de las acordadas 11 y 
12/2020 forma parte del proceso de cambio 
y modernización en la prestación del servi-
cio de justicia, el cual comprende la puesta 
en marcha de distintos proyectos de infor-
matización y digitalización tendientes a lo-
grar una mayor eficiencia, transparencia y 
reducción del uso del papel y acceso de las 
partes a las causas.

Las medidas adoptadas en el proceso 
gradual de cambio y modernización del 
servicio de justicia —mencionadas en las 
acordadas 11 y 12/2020— comprenden la 
reglamentación del expediente electrónico 
y del expediente digital mediante la digitali-
zación de distintas funciones en el “Sistema 
de Gestión Judicial” como las notificaciones 
electrónicas, acordada 31/2011; la aplica-
ción obligatoria de dicho sistema, acorda-

da 14/2013; las notificaciones electrónicas 
para todos los fueros e instancias del Poder 
Judicial, acordada 38/2013; la obligación de 
adjuntar copia digital de los escritos pre-
sentados por las partes, acordada 11/2014; 
la aplicación obligatoria de la notificación 
electrónica, la implementación de la Iden-
tificación Judicial Electrónica (IEJ), etc., 
acordada 3/2015; la aprobación del regla-
mento para el ingreso de causas por me-
dios electrónicos, sorteo y asignación de 
expedientes, acordada 16/2016 y acordadas 
5/2017, 28/2017 que dispusieron su puesta 
en vigencia en forma gradual; la implemen-
tación del expediente digital para las causas 
del “Programa Nacional de Reparación His-
tórica para Jubilados Pensionados” en trá-
mite ante el fuero de la Seguridad Social, ley 
27.260 y las acordadas 33/2016 y 38/2016; el 
empleo de la firma digital en la Secretaría 
General de Administración de la Corte Su-
prema, acordada 9/2016; y la tramitación 
en forma digital de las ejecuciones fiscales 
de la ley 11.683, acordada 15/2019.

II. Impacto de la situación de emergen-
cia pública sanitaria provocada por la 
pandemia del coronavirus (COVID-19)

Las medidas de aislamiento social reque-
ridas por la situación de emergencia pública 
sanitaria provocada por la pandemia del co- (*) Especialista en Tributación Internacional.
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ronavirus (COVID-19) determinaron la ne-
cesidad de adoptar acciones para lograr una 
menor afluencia de público en los tribunales.

En ejercicio de sus competencias propias 
como cabeza del Poder Judicial de la Na-
ción, la Corte Suprema “tiene la facultad el 
deber constitucional de adoptar, en el ám-
bito de sus atribuciones incluida la de su-
perintendencia, las medidas necesarias 
apropiadas para producir aquellos actos de 
gobierno que, como órgano supremo de la 
organización judicial argentina, fuesen ne-
cesarios para asegurar de la forma más efi-
ciente la debida prestación del servicio de 
justicia” (conf. consid. XI de las acordadas 
11 y 12/2020). A tal efecto, la Corte Supre-
ma dispuso que las presentaciones que se 
realicen en las causas sean completamente 
en formato digital (conf. acordada 4/2020); 
y habilitó la participación remota del per-
sonal judicial y el trabajo a distancia (conf. 
acordada 6/2020).

En el mismo sentido, con la finalidad 
de avanzar en las medidas que posibili-
ten el trabajo a distancia, las acordadas 11 
y 12/2020 implementaron la firma elec-
trónica y digital en el ámbito de la Cor-
te Suprema y de los restantes tribunales y 
dependencias que conforman el Poder Ju-
dicial de la Nación, respectivamente. De 
esta manera se asegura la validez legal de 
los procesos y trámites electrónicos [conf. 
arts. 2º, 5º, 6º y 11 de la ley 25.506 de Fir-
ma Digital (1); la ley 26.685 que autoriza la 

(1) El art. 2º de la ley 25.506 define a la firma digital 
como "al resultado de aplicar a un documento digital un 
procedimiento matemático que requiere información de 
exclusivo conocimiento del firmante, encontrándose esta 
bajo su absoluto control. La firma digital debe ser suscep-
tible de verificación por terceras partes, tal que dicha veri-
ficación simultáneamente permita identificar al firmante 
y detectar cualquier alteración del documento digital pos-
terior a su firma...". Por su parte, el art. 5º define a la firma 
electrónica como "conjunto de datos electrónicos integra-
dos, ligados o asociados de manera lógica a otros datos 
electrónicos, utilizado por el signatario como su medio 
de identificación, que carezca de alguno de los requisitos 
legales para ser considerada firma digital. En caso de ser 
desconocida la firma electrónica corresponde a quien la 
invoca acreditar su validez". El art. 6º define al documento 
digital como "la representación digital de actos o hechos, 
con independencia del soporte utilizado para su fijación, 

utilización de expedientes electrónicos, do-
cumentos electrónicos, firmas electrónicas, 
firmas digitales, comunicaciones electróni-
cas y domicilios electrónicos constituidos, 
en todos los procesos judiciales y adminis-
trativos que se tramitan ante el Poder Ju-
dicial de la Nación, con idéntica eficacia 
jurídica y valor probatorio que sus equiva-
lentes convencionales; y arts. 286 y 288 del 
Cód. Civ. Com. de la Nación (2)].

III. Acordada 11/2020

La acordada 11/2020 aprobó el uso de la 
firma electrónica y digital en el ámbito de 
la Corte Suprema respecto de los diferen-
tes actos jurisdiccionales y administrativos 
que suscriban los ministros y los secretarios 
de la Corte Suprema (art. 2º).

En los casos en que se use la firma elec-
trónica o digital, no será necesario la uti-
lización del soporte papel, quedando lo 
resuelto registrado en soporte electrónico, 
cuyo almacenamiento será resguardo por 
la Dirección de Sistemas de la Corte Supre-
ma (art. 3º).

La acordada prevé la posibilidad de que 
los acuerdos de ministros se realicen por 
medios virtuales remotos. Dispone que 

almacenamiento o archivo. Un documento digital tam-
bién satisface el requerimiento de escritura". Asimismo, 
el art. 11 establece que "los documentos electrónicos fir-
mados digitalmente y los reproducidos en formato digital 
firmados digitalmente a partir de originales de primera 
generación en cualquier otro soporte, también serán con-
siderados originales y poseen, como consecuencia de ello, 
valor probatorio como tales, según los procedimientos que 
determine la reglamentación".

(2) El art. 286 del Cód. Civ. y Com. establece que "La 
expresión escrita puede tener lugar por instrumentos 
públicos, o por instrumentos particulares firmados o 
no firmados, excepto en los casos en que determinada 
instrumentación sea impuesta. Puede hacerse constar 
en cualquier soporte, siempre que su contenido sea re-
presentado con texto inteligible, aunque su lectura exija 
medios técnicos". Por su parte, el art. 288 establece que 
"La firma prueba la autoría de la declaración de voluntad 
expresada en el texto al cual corresponde. Debe consistir 
en el nombre del firmante o en un signo. En los instru-
mentos generados por medios electrónicos, el requisito 
de la firma de una persona queda satisfecho si se utiliza 
una firma digital, que asegure indubitablemente la auto-
ría e integridad del instrumento".
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cuando no fuera posible la celebración de 
los acuerdos semanales de ministros en 
forma presencial, los acuerdos podrán rea-
lizarse por medios virtuales remotos con la 
misma validez que la prevista en los arts. 
70 y 71 del Reglamento para la Justicia Na-
cional  (3). Sin embargo, establece que los 
acuerdos virtuales remotos únicamente 
podrán ser utilizados en situaciones excep-
cionales de emergencia, sin que puedan 
reemplazar al acuerdo presencial y sema-
nal en situaciones habituales (art. 4º).

La Corte Suprema encomendó a la Co-
misión Nacional de Gestión Judicial y a la 
Dirección de Sistemas de dicho tribunal la 
adopción de todas las medidas que fueren 
necesarias para la más rápida implementa-
ción de la acordada 11/2020 (art. 5º). Estas 
medidas abarcan:

a) el desarrollo e implementación de los 
sistemas informáticos necesarios;

b) la posibilidad de presentar de ma-
nera remota los recursos de queja por de-
negación del recurso extraordinario y las 
demandas que se inicien en la Secretaría de 
Juicios Originarios;

c) el ingreso de escritos digitales con fir-
ma electrónica otorgada por el Poder Judi-
cial de la Nación, a los letrados, al Ministerio 
Público Fiscal, al Ministerio Público de la 
Defensa y en general a cualquier otro suje-
to procesal interviniente, sea en carácter de 
apoderado o patrocinante;

d) la circulación digital de las actuaciones 
judiciales con suficientes medidas de segu-
ridad y previa digitalización. Tendrán prio-
ridad las causas a las que les falte un solo 
voto para poder ser sentenciadas, comen-
zando por aquellas en las que no haya disi-

(3) Reglamento para la Justicia Nacional, art. 70 
(Acuerdos ordinarios) "La Corte Suprema se reunirá en 
acuerdo ordinario los días hábiles que designe. El núme-
ro de estos acuerdos se determinará conforme a lo que 
requieran las tareas del Tribunal y a las circunstancias 
ocurrentes"; art. 71 (Acuerdos extraordinarios) "La Corte 
Suprema podrá también reunirse en acuerdos extraordi-
narios en días hábiles o feriados cuando fuera convocada 
por el presidente o lo dispusiera la mayoría del Tribunal".

dencias; las que sean urgentes; y las que se 
hubiera acordado incluir en un listado de 
causas trascendentes;

e) el tratamiento y trazabilidad del flujo 
de trabajo interno;

f) toda medida que estimen necesaria 
para mejorar la economía y celeridad en la 
tramitación que los procesos.

IV. Acordada 12/2020

La acordada 12/2020 aprobó el uso de la 
firma electrónica y digital en el ámbito del 
Poder Judicial de la Nación respecto de to-
dos los magistrados y funcionarios de las 
instancias inferiores que desarrollan su ac-
tividad con el “Sistema de Gestión Judicial”. 
Asimismo, aprobó el “Procedimiento de 
recepción de demandas, interposición de 
recursos directos y recursos de queja ante 
Cámara”, que entrará en vigencia a partir 
del día 20 de abril de 2020.

El objetivo es dotar de validez a los pro-
cesos y trámites electrónicos que se lleven 
cabo en las instancias inferiores del Poder 
Judicial de la Nación. A tal efecto, la acor-
dada 12/2020 aprobó el uso de la firma 
electrónica y digital respecto de todos los 
magistrados y funcionarios de las instan-
cias inferiores del Poder Judicial de la Na-
ción que desarrollan su actividad con el 
“Sistema de Gestión Judicial” (art. 2º).

En los casos en que se use la firma elec-
trónica o digital, no será necesario la uti-
lización del soporte papel, quedando lo 
resuelto registrado en soporte electrónico, 
cuyo almacenamiento será resguardo por 
la Dirección General de Tecnología de la 
Dirección General de Seguridad Informáti-
ca del Consejo de la Magistratura de la Na-
ción (art. 3º).

La acordada prevé la posibilidad de ce-
lebrar acuerdos por medios virtuales re-
motos, los cuales tendrán la misma validez 
que los acuerdos en forma presencial cuan-
do no fuera posible celebrar estos últimos 
(conf. art. 104 del Reglamento para la Jus-
ticia Nacional). Sin embargo, establece que 
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los acuerdos virtuales remotos únicamente 
podrán ser utilizados en situaciones excep-
cionales de emergencia, sin que puedan 
reemplazar los acuerdos presenciales que 
deban llevar cabo los magistrados (art. 4º).

Asimismo, dispone que la obligación de 
los jueces de primera instancia, de Garan-
tías, de la Cámara Federal de Casación Pe-
nal, de la Cámara Nacional de Casación 
Penal, de las cámaras federales y naciona-
les de apelaciones y de tribunales de jui-
cio federales y nacionales de concurrir a 
sus despachos todos los días hábiles, du-
rante las horas en que funcione el tribunal 
(conf. art. 11, primer párrafo, del dec.-ley 
1285/1958, ratificado por ley 14.467) se po-
drá cumplir por medios virtuales remotos 
mientras duren las razones de salud públi-
ca que atraviesa el país como consecuencia 
de la pandemia de coronavirus (COVID-19) 
(art. 5º).

La Corte Suprema estableció que la Co-
misión Nacional de Gestión Judicial de 
dicho tribunal, la Dirección General de 
Tecnología y la Dirección General de Segu-
ridad Informática, estas dos últimas depen-
dientes del Consejo de la Magistratura de 
la Nación, deberán proveer todo lo necesa-
rio para la inmediata implementación de la 
acordada 12/2020 (art. 7º).

V. Procedimiento de recepción de de-
mandas, interposición de recursos di-
rectos y recursos de queja ante Cámara 
(Anexo de la acordada 12/2020)

La acordada 12/2020 aprobó el “Procedi-
miento de recepción de demandas, inter-
posición de recursos directos y recursos de 
queja ante Cámara”, que entrará en vigencia 
a partir del día 20 de abril de 2020 (art. 6º y 
Anexo).

Sus objetivos son habilitar un procedi-
miento de recepción por medios electróni-
cos de i) demandas ante todas las cámaras 
nacionales federales del país, con excep-
ción de la materia penal; y ii) recursos di-
rectos y recursos de queja, ante todas las 
cámaras nacionales federales del país, de 

conformidad la jurisdicción competencia 
material de cada una de ellas.

El primer lugar, el procedimiento con-
siste en la asignación de una dirección de 
correo electrónico oficial a cada cámara 
—cuando la Mesa de Entradas fuera úni-
ca— o una dirección para cada una de las 
sedes geográficas de cada jurisdicción, 
atendiendo a la competencia territorial de 
los tribunales. El listado completo, por ju-
risdicción, será publicado en los sitios web 
de la Corte Suprema (http://www.csjn.gov.
ar) y del Poder Judicial de la Nación (http://
www.pjn.gov.ar).

A los efectos de la interposición de nue-
vas demandas, recursos directos y recursos 
de queja, el letrado patrocinante deberá so-
licitar la asignación de carátula. Para ello 
deberá remitir a la dirección de correo co-
rrespondiente el formulario de inicio de 
demanda o recurso directo. El Anexo de la 
acordada 12/2020 contempla el “Formulario 
de Ingreso de Demandas” que deberá com-
pletarse y enviarse en caso de que la cámara 
destinataria no tuviese previsto en su regla-
mentación un formulario a esos efectos, el 
cual tendrá el carácter de declaración jurada 
respecto de los datos allí consignados.

La Mesa de Entradas registrará los datos 
en el “Sistema de Gestión Judicial”, creará el 
expediente y lo asignará a un tribunal. Va-
lidará la Identificación Judicial Electrónica 
(IEJ) —domicilio electrónico— del letrado 
patrocinante de la parte actora, lo cual lo 
facultará a ingresar escritos, gestionar no-
tificaciones y demás operaciones a través 
del “Portal del Poder Judicial de la Nación” 
(http://portalpjn.pjn.gov.ar). Asimismo, la 
Mesa de Entradas enviará a la dirección de 
correo electrónico del letrado patrocinante 
la carátula con los datos identificatorios del 
expediente. Asimismo, le informará la po-
sibilidad de integrar a través del “Portal del 
Poder Judicial de la Nación” la documen-
tación correspondiente a la demanda que 
pretende presentar.

Una vez recibida la comunicación de 
asignación del expediente, el letrado pa-
trocinante podrá acceder con su usuario y 
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contraseña al “Portal del Poder Judicial la 
Nación” y, a través del módulo de ingreso de 
escritos, podrá incorporar los archivos digi-
tales que contengan la demanda y la docu-
mental con firma electrónica (conf. art. 11, 
acordada 4/2020)  (4). Los documentos en 
soporte papel deberán ser acompañados 
cuando el tribunal lo requiera.

 (4) Art. 11, acordada 4/2020: "Disponer que partir del 
18 de marzo del 2020 —con excepción de las presen-
taciones iniciales que no puedan ser objeto de ingreso 
digital—, todas las presentaciones que se realicen en el 
ámbito de la Justicia Nacional Federal serán completa-
mente en formato digital través del IEJ (Identificación 
Electrónica Judicial), registrada en cada una de las cau-
sas. Dichas presentaciones deberán estar firmadas elec-
trónicamente por el presentante (arts. 5º y 6º de la ley 
25.506, arts. 286 y 288 del Cód. Civ. Com. de la Nación 
y lo establecido por la ley 26.685). Tales presentacio-
nes y su documentación asociada tendrán el valor de 
Declaración Jurada en cuanto a su autenticidad, serán 
autosuficientes y no deberá emitirse copia en formato 
papel".

A partir de entonces, el juzgado asignado 
podrá efectuar el primer despacho y prose-
guir el trámite desde la bandeja de entradas 
de escritos digitales.

La acordada 12/2020 también prevé un 
procedimiento semejante para la presen-
tación de recursos directos y recursos de 
queja ante las cámaras. En ambos casos, el 
letrado patrocinante deberá remitir a la ca-
silla de correo correspondiente, la petición 
de apertura de expediente —con los datos 
requeridos por el Anexo— (5) a fin de pre-
sentar luego, por vía electrónica, el escrito 
del recurso directo o del recurso de queja a 
interponer ante el superior.

 (5) El texto del correo de la presentación deberá conte-
ner: i) el número de expediente completo (fuero, número 
y año); ii) la carátula o autos; iii) la decisión recurrida; iv) 
la parte por la cual se presenta; y v) apellido y nombres 
del abogado, tomo y folio y CUIL/CUIT de su identifica-
ción electrónica.
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Nota editorial: El presente PDF es parte de los servicios 

de Thomson Reuters y reemplazará la versión impresa en 

los plazos dispuestos para el aislamiento social, preven-

tivo y obligatorio establecido por el dec. 297/2020.
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